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Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
Benita Labaca Elola, viuda Muñagorri, de quehaceres do- 
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mésticos, domiciliada y residente en la villa de Andoain, de 
la provincia de Guipúzcoa, España, quien obra por sí y como 
tutora legal de sus hijas menores María Rafaela Ed'rine 
Muñagorri y Labaca y María del Pilar Muñagorri y Laba_ 
ca, representada por su apoderado general señor Angel Sal_ 
vador Rodríguez Vincent: dominicano, comerciante, Joini• 
ciliado en la Villa de Hato Mayor, portador de la cédula per_ 
sonal No. 397, serie 23, sello 1936, contra sentencia dei Tri_ 
búnal Superior de Tierras da fecha veintidós de febrero de 
mil novecientos cuarenta y cinco; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Li_ 
cenciado Federico Nina hijo, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 670, serie 23, con sello de Rentas In_ 
ternas No. 593, abogado de los recurrentes, en el cual se 
alegan las violaciones de la ley que más adelante se expon-
drán; 

Visto el Memorial d'e Defensa presentado por el Licen-
ciado Manuel Vicente Feliú, portador de la cédula personal 
de identidad No. 1196, serie 23, con sello de renovación No. 
348, abogado de la parte intimada, Señor Abraham José 
Acta, dominicano, comerciante, domiciliado en el batey del 
Ingenio Las Pajas, común de Hato Mayor y residente en 
la ciudad de San Pedro de Macorís, portador de la cédula 
personal No. 11454, serie 1; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado Federico Nina hijo, abogado de la 
parte intimante, quien dió lectura a sus conclusiones y de- , positó un memorial de ampliación; 

Oído el Licenciado Manuel Vicente Feliú, abogado de 
la parte intimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la:Repúbli-
ca, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dic-
tamen; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4o. de la Ley de Registro. de 
Tierras y lo., 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha siete de julio de mil novecientos 
cuarenta y cuatro el Tribunal Superior de Tierras dictó una 
decisión con el siguiente dispositivo: "lo. Acoger, como al 
efecto acoge, la instancia de fecha 26 de Junio de 1944, di-
rigida al Tribunal Superior de Tierras, suscrita por el Li-
cenciado S. Lamela Díaz, abogado, en representación del 
señor Abraham José Acta, de generales dadas; 2o. Ordenar 
la modificación del dispositivo de la Decisión No. 5 del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha 16 de Junio de 1944, 
en cuanto a las parcelas números 9 y 11 del distrito catas-
tral No. 32, segunda parte, para que se lea así: PARCELA 
No. 9. A) que debe ordenar, como al efecto se ordena, el 
registro del derecho de propiedad de esta parcela y sus me-
joras, consistentes en una casa de maderas, techada de ya-
guas y frutos menores, ren favor de los Sucesores del señor 
Rafael Muñagorri, domiciliados y residentes en San Pedro 
de Macorís; B) que debe ordenar, como al efecto se orde-
na, el registro en favor del señor Abraham José Acta, co-
merciante, domiciliado en el Batey de Las Pajas, común de 
Hato Mayor, Provincia del Seybo, de un privilegio por la 
suma de $750.00, de conformidad a los artículos 2101 y 
2104 del Código Civil y de acuerdo con la Resolución d2 este 
Tribunal de fecha lo. de mayo de 1944; C) que debe orde-
nar, como al efecto se ordena, el registro de un derecho de 
arrendamiento sobre esta parcela en favor del señor Abra-
ham José Acta, a razón de cinco centavos por tarea, o sea 
$268.85, de acuerdo con las condiciones estipuladas en el 
acto de fecha lo. de noviembre de 1943, autorizado por el.  
Licenciado S. Lamela Díaz, en su calidad de gestor de ne. 
gocios de la Sucesión Muñagorri.-- PARCELA No. 11. A) 
que debe ordenar, como al efecto ordena, el registro del de-
recho de propiedad de esta parcela y sus mejoras, consis.-. 
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Acta, dominicano, comerciante, domiciliado en el batey del 
Ingenio Las Pajas, común de Hato Mayor y residente en 
la ciudad de San Pedro de Macorís, portador de la cédula 
personal No. 11454, serie 1; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado Federico Nina hijo, abogado de la 
parte intimante, quien dió lectura a sus conclusiones y de-
positó un memorial de ampliación; 

Oído el Licenciado Manuel Vicente Feliú, abogado 
la parte intimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la' Repúbli-
ca, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dic-
tamen; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4o. de la Ley de Registro. de 
Tierras y lo., 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que en fecha siete de julio de mil novecientos 
cuarenta y cuatro el Tribunal Superior de Tierras dictó una 
decisión con el siguiente dispositivo: "lo. Acoger, como al 
efecto acoge, la instancia de fecha 26 de Junio de 1944, di-
rigida al Tribunal Superior de Tierras, suscrita por el Li-
cenciado S. Lamela Díaz, abogado, en representación del 
señor Abraham José Acta, de generales dadas; 2o. Ordenar 
la modificación del dispositivo de la Decisión No. 5 del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha 16 de Junio de 1944, 
en cuanto a las parcelas números 9 y 11 del distrito catas-
tral No. 32, segunda parte, para que se lea así: PARCELA 
No. 9. A) que debe ordenar, como al efecto se ordena, el 
registro del derecho de propiedad de esta parcela y sus me-
joras, consistentes en una casa de maderas, techada de ya-
guas y frutos menores, yen favor de los Sucesores del señor 
Rafael Muñagorri, domiciliados y residentes en San Pedro 
de Macorís; B) que debe ordenar, como al efecto se orde-
na, el registro en favor del señor Abraham José Acta, co-
merciante, domiciliado en el Batey de Las Pajas, común de 
Hato Mayor, Provincia del Seybo, de un privilegio por la 
suma de $750.00, de conformidad a los artículos 2101 y 
2104 del Código Civil y de acuerdo con la Resolución d2 este 

Tribunal de fecha 1o. de mayo de 1944; C) que debe orde-
nar, como al efecto se ordena, el registro de un derecho de 
arrendamiento sobre esta parcela en favor del señor Abra-
ham José Acta, a razón de cinco centavos por tarea, o sea 
$268.85, de acuerdo con las condiciones estipuladas en el 
acto de fecha lo. de noviembre de 1943, autorizado por el 
Licenciado S. Lamela Díaz, en su calidad de gestor de ne-
gocios de la Sucesión Muñagorri.-- PARCELA No. 11. A) 
que debe ordenar, como al efecto ordena, el registro del de-
recho de propiedad de esta parcela y sus mejoras, consis-. 
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'Lentes en cultivos de frutos menores y pasto artificial, y 
una casa (bohío) de yaguas, en favor de los Sucesores de 
Rafael Muñagorri, domiciliados y residentes en San Pedro 
de Macorís; B) que debe ordenar, como al efectb ordena, 
el registro en favor del señor Abraham José Acta, comer-
ciante, domiciliado en el Batey de Las Pajas, común de Ha.. 
to Mayor, Provincia del Seybo, de un privilegio por la su_ 
ma de $750.00, de conformidad a los artículos 2101 y 2104 
del Código Civil y de acuerdo con la Resolución de este Tri-
,bunal de fecha 19 de mayo de 1944; C) que debe ordenar, 
como en efecto ordena, el registro de un derecho de arren_ 
.damiento sobre esta parcela en favor del señor Abraham 
José Acta, a razón de cinco centavos por tarea, o sea 
$268.85, de acuerdo con las condiciones estipuladas en el 
acto de fecha lo. de noviembre de 1943, autorizado por el 
Licenciado S. Lamela Díaz en su calidad de gestor de ne• 
gocios de la Sucesión Muñagorri"; b) que en fecha veintio-
cho de agosto de mil novecientos cuarenta y cuatro, el Li-
cenciado Federico Nina hijo, actuando en representación 
del señor Angel Rodríguez V., apoderado a su vez de los 
Sucesores de Rafael Muñagorri, dirigió al Tribunal de Tie_ 
r. ras una instancia que concluía del modo siguiente: "Por 
tanto, el infrascrito abogado, actuando por el señor Angel 
Rodríguez V., os ruega que dictéis ordenanza aplazando, por 
un término prudente que permita la recepción de los docu-
mentos cuya remisión se ha anunciado por los Sucesores de 
Rafael Muñagorri, la inscripción de los derechos relativos a 
un privilegio y a un contrato de arrendamiento pretendidos 
por el señor Abraham José Acta, sobre las parcelas núme-
ros 9 y 11 mencionadas, y que, mientras tanto, se suspenda 
la ejecución de vuestra decisión del siete de jUlio que orde-
nó el registro de tales pretendidos derechos, así como se sus- 

• penda igualmente la expedición del certificado de título co-
rrespondiente a estas parcelas hasta tanto haya sido deci-
dido, en forma contradictoria, definitiva e irrevocable, so-
bre las pretensiones del señor Abraham José Acta"; c) que 
esta instancia fué comunicada al Licenciado Santiago La-
mela Díaz, "quien había actuado en relación con este expe- 

diente en calidad de gestor de negocios de los Sucesores de 
Rafael Muñagorri", y dicho abogado respondió a ella por 
escrito de fecha treinta y uno de octubre  de mil novecien-
tos cuarenta y cuatro, que concluía así: "Por tanto: el ex-
ponente os pide muy respetuosamente que, sin perjuicio de 
que el señor Angel S. Rodríguez (a) Gelo pueda en cualquier 
momento presentar y hacer valer los Poderes que espera re-
cibir y a los cuales se refiere su instancia de fecha 20 de 
gosto, dispongáis al presente la ejecución inmediata  del. 

contrato de arrendamiento de fecha lo. de noviembre de 
1943 aludido en vuestra decisión del 7 de julio del año actual, 
previo pago del importe .e la mensura catastral correspon-
diente a, las dos parcelas arrendadas"; d) que a la audien-
cia celebrada por el Tribunal' Superior de Tierras en fecha 
primero de diciembre de mil novecientos cuarenta y cuatro 
"para conocer del caso", compareció el Licenciado Santiago, 
LamelaDíaz, "en su calidad de gestor de negocios de la Su-
cesión de Rafael Muñagorri", y después de hacer largas 
consideraciones acerca del caso, concluyó exigiendo al Licen-
ciado Nina que presentara el poder en virtud del cual decía. 
actuar su representado Angel Rodríguez V.; y que a su vez 
el Licenciado Niña contrarreplicó de la manera siguiente: 
"Por esas razones, mantenemos nuestras conclusiones ten_ 
dientes en primer término a que si considera el Tribunal 
que la prueba del mandato otorgado al señor Angel Rodrí-
guez es insuficiente actualmente, se conceda un plazo para 
que lleguen tales documentos anunciados por un radiogra-
ma cuya autenticidad está establecida; o que, si considera 
que esos radiogramas constituyen una manifiesta voluntad 
de los propietarios para otorgar ese mandato,. en tal caso aco-
jáis las conclusiones' que contiene el escrito que deposita-
mos en esta audiencia, tendiéntes a que se declare inopc 
ante ese contrato de arrendamiento suscrito en fecha lo. 

de noviembre de 1943, entre los señores Licenciado Santia-
go Lamela Díaz y Abraham José Acta, y, en consecuencia, 
revoquéis vuestra resolución No. 6, de fecha 7 de Julio del 
año en curso, dictada sin contradicción sobre la acreencia 
del señor Abraham José Acta, representado por el Licen- 
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tentes en cultivos de frutos menores y pasto artificial, y 
una casa (bohío) de yaguas, en favor de los Sucesores de 
Rafael Muñagorri, domiciliados y residentes en San Pedro 
de Macorís; B) que debe ordenar, como al efecto) ordena, 
el registro en favor del señor Abraham José Acta, comer-
ciante, domiciliado en el Batey de Las Pajas, común de Ha_ 
to Mayor, Provincia del Seybo, de un privilegio por la su_ 
ma de $750.00, de conformidad a los artículos 2101 y 2104 
del Código Civil y de acuerdo con la Resolución de este Tri_ 
,tunal de fecha 19 de mayo de 1944; C) que debe ordenar, 
como en efecto ordena, el registro de un derecho de arren_ 
.damiento sobre esta .parcela en favor del señor Abraham 
José Acta, a razón de cinco centavos por tarea, o sea 
$268.85, de acuerdo con las condiciones estipuladas en el 
acto de fecha lo. de noviembre de 1943, autorizado por el 
Licenciado S. Lamela Díaz en su calidad de gestor de ne• 
gocios de la Sucesión Muñagorri”; b) que en fecha veintio-
cho de agosto de mil novecientos cuarenta y cuatro, el Li-
cenciado Federico Nina hijo, actuando en representación 
del señor Angel Rodríguez V., apoderado a su vez de los 
Sucesores de Rafael Muñagorri, dirigió al Tribunal de Tie-
rras una instancia que concluía del modo siguiente; "Por 
tanto, el infrascrito abogado, actuando por el señor Angel 
Rodríguez V., os ruega que dictéis ordenanza aplazando, por 
un término prudente que permita la recepción de los docu-
mentos cuya remisión se ha anunciado por los Sucesores de 
Rafael Muñagorri, la inscripción de los derechos relativos a 
un privilegio y a un contrato de arrendamiento pretendidos 
por el señor Abraham José Acta, sobre las parcelas núme-
ros 9 y 11 mencionadas, y que, mientras tanto, se suspenda 
la ejecución de vuestra decisión del siete de julio que orde-
nó el registro de tales pretendidos derechos, así como se sus- 

• penda igualmente la expedición del certificado de título co-
rrespondiente a estas parcelas hasta tanto haya sido deci-
dido, en forma contradictoria, definitiva e irrevocable, so-
bre las pretensiones del señor Abraham José Acta"; c) que 
esta instancia fué comunicada al Licenciado Santiago La-
mela Díaz, "quien había actuado en relación con este expe- 
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diente en calidad de gestor de negocios de los Sucesores de 
Rafael Muñagorri", y dicho abogado respondió a ella por 
escrito

cuarenta 
 a een tfa y  echacutarteriontaquy e  ucnoonedlueía  así: "Por 

tanto: el ex_ 
octubre de mil novecien- 

tos 
 os pide muy respetuosamente que, sin perjuicio de 

que el señor Angel S. Rodríguez (a) Geio  pueda 
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momento presentar y hacer valer los Poderes que espera re-
cibir cibir y a los cuales se refiere su 
vgosto, dispongáis al presente la ejecución inmediata del 
contrato de arrendamiento de fecha lo. de noviembre de 
1943 aludido en vuestra decisión del 7 de julio del año actual, 
previo pago del importe de la mensura catastral correspon-
diente a , las dos parcelas arrendadas"; d) que a la audien-
cia celebrada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha. 
primero de diciembre de mil novecientos cuarenta y cuatro 
"para conocer del caso", compareció el Licenciado Santiago-
Lamela Díaz, "en su calidad de gestor de negocios de la Su-
cesión de Rafael Muñagorri", y después de hacer largas 
consideraciones acerca del caso, concluyó exigiendo al Licen-
ciado Nina que presentara el poder en virtud del cual decía. 
actuar su representado Angel Rodríguez V.; y que a su vez 
el Licenciado Nin-a contrarreplicó de la manera siguiente: 
"Por esas razones, mantenemos nuestras conclusiones ten—
clientes en primer término a que si considera el Tribunal 
que la prueba del mandato otorgado al señor Angel Rodrí_ 
guez es insuficiente actualmente, se conceda un plazo para. 
que lleguen tales documentos anunciados por un radiogra-
ma cuya autenticidad está establecida; o que, si considera 
que esos radiogramas constituyen una manifiesta voluntad 
de los propietarios para otorgar ese mandato; en tal caso aco-
jáis las conclusiones' que contiene el escrito que deposita-
mos en esta audiencia, tendiéntes a que se declare inope 
'ante ese contrato de arrendamiento suscrito en fecha lo. 
de noviembre de 1943, entre los señores Licenciado Santia_ 
go Lamela Díaz y Abraham José Acta, y, en consecuencia, 
revoquéis vuestra resolución No. 6, de fecha 7 de Julio del 
año en curso, dictada sin contradicción sobre la acreencia 
del señor Abraham José Acta, representado por el Licen- 
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ciado Lamela Díaz"; e) que, estatuyendo sobre el caso, el 
Tribunal Superior de Tierras pronunció en fecha veintidós 
de febrero de mil novecientos cuarenta y cinco la sentencia 
impugnada por el presente recurso de casación, y cuyo clis_ 
positivo es del tenor siguiente: "FALLA : lo. Que debe re_ 
chazar, como al efecto rechaza, por falta de calidad, la in-
tervención del señor Angel Rodríguez V., en relación con 
este expediente ;• 2o. Que debe mantener, como al efecto 
mantiene, en todas sus partes y con las únicas modificacio-
nes que se expondrán en los ordinales tercero y cuarto de 
este dispositivo, la Resolución de este Tribunal Superior de 
Tierras de fecha 7 de Julio del 1944, cuyo dispositivo figu_ 
ra transcrito al comienzo de esta sentencia; 3o. Que debe 
disponer como al efecto dispone, que los efectos del' contrato 
de arrendamiento cuyo registro fué ordenado por la Reso_ 
lusión de este Tribunal Superior de fecha 7 de julio del 1944, 
quedan restringidos al término de cuatro años que se ini_ 
ciará con la toma de posesión del arrendatario; 4o. Que debe 
ordenar como al efecto ordena, que de manera previa a la 
ejecución de esta sentencia, el arrendatario pague al Esta-
do Dominicano el costo de la mensura catastral de las dos 
parcelas objeto de la presente"; 

Considerando que la viuda y los sucesores de Rafael 
Muñagorri fundan su recurso de casación en los siguientes 
medios: lo. Violación del artículo 4o. de la Ley de Registro 
de Tierras y falta de base legal; 2o. Violación del artículo 
1985 del Código Civil; y 3o. Violación de los artículos 4o. 
de la Ley de Registro de Tierras y 1374 del Código Civil; 

Considerando que el señor Abraham José Acta, intima-
do en el presente recurso de casación, opone a éste dos me-
dios de inadmisión fundados, esencialmente, en los siguien-
tes alegatos: lo, en que él no fué parte en el juicio que cul-
minó con el fallo del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
veintidós de febrero de mil novecientos cuarenta .y cinco, 
pues "no participó en la controversia sobre la cual sobrevino 
dicho fallo, ni fué intimado a participar, ni compareció al 
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ju icio, ni intervino en éste con conclusiones sobre las pre-
tensiones del señor Angel S. Rodríguez V.", y 2o. en que 
la viuda y los Sucesores de Rafael Muñagorri no tienen in-
terés en recurrir en casación contra la decisión del veintidós 
ee febrero de mil novecientos cuarenta y cinco, porque ésta 
"ha sido rendida en el entendido de que ella no" impide que 
los mismos sucesores de Muñagorri... impugnen la gestión 
que ha hecho el Licenciado Lamela Díaz"; 

SOBRE EL PRIMER MEDIO DE INADMISION: 

Considerando que, contrariamente a lo que sostiene 
intimado, en la sentencia atacada se hace constar formal-

- mente que fué a instancia del señor Abraham José Acta, 
representado por su abogado Licenciado Santiago Lamela 
Díaz, que el Tribunal Superior de Tierras ordenó por su de-
cisión de fecha siete de julio de mil novecientos cuarenta y 

• cuatro el registro a favor de Abraham José Acta de un cré_ 
dito privilegiado y de un derecho de arrendamiento sobre 
1Ps parcelas números 9 y 11 del distrito catastral No. 32, se-
gunda parte, que habían sido adjudicadas ya a la Sucesión 
de Rafael Muñagorri; que al ponoerse a la ejecución de tal 
decisión, los sucesores de Muñagorri no actuaron ni pudie-
ron actuar contra otra persona que no fuera el señor Abra-
ham José Acta, en provecho de quien se había ordenado el 
registro del crédito y el arrendamiento c9n que quedaron 
gravadas las dos parcelas mencionadas ; que la circunstan-
cia de que el Licenciado Lamela Díaz, quien había actuado 
ya en el asunto como abogado de Abraham José Acta, se 
abstuviera de concluir explícitamente a nombre de éste en 
el juicio de la oposición, habiéndose limitado a hacer pedi-
mentos en su propio nombre, se explica por el hecho de ha-
ber figurado en dicho juicio con la calidad de gestor de ne-
gocios de los sucesores de Muñagorri, cuyos intereses esta-
ban en oposición con los de Acta ; que, siendo así, y habiendo 
el fallo impugnado mantenido en su esencia los derechos re_ 
conocidos por la sentencia del siete de Julio de mil nove-
cientos cuarenta y cuatro al señor Abraham José Acta, for- 
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ciado Lamela Díaz"; e) que, estatuyendo sobre el caso, el 
Tribunal Superior de Tierras pronunció en fecha veintidós 
de febrero de mil novecientos cuarenta y cinco la sentencia 
impugnada por el presente recurso de casación, y cuyo dis_ 
positivo es del tenor siguiente: "FALLA : lo. Que debe re_ 
chazar, como al efecto rechaza, por falta de calidad, la in-
tervención del señor Angel Rodríguez V., en relación con 
este expediente;' 2o. Que debe mantener, como al efecto 
mantiene, en todas sus partes y con las únicas modificacio-
nes que se expondrán en los ordinales tercero y cuarto de 
este dispositivo, la Resolución de este Tribunal Superior de 
Tierras de fecha 7 de Julio del 1944, cuyo dispositivo figu_ 
ra transcrito al comienzo de esta sentencia ; 3o. Que debe 
disponer como al efecto dispone, que los efectos del' contrato 
de arrendamiento cuyo registro fué ordenado por la Reso-
lusión de este Tribunal Superior de fecha 7 de julio del 1944, 
quedan restringidos al término de cuatro años que se ini_ 
ciará con la toma de posesión del arrendatario; 4o. Que debe 
ordenar como al efecto ordena, que de manera previa a la 
ejecución de esta sentencia, el arrendatario pague al Esta-
do Domini-cano el costo de la mensura catastral de las dos 
parcelas objeto de la presente"; 

Considerando que la viuda y los sucesores de Rafael 
Muñagorri fundan su recurso de casación en los siguientes 
medios: lo. Violación del artículo 4o. de la Ley de Registro 
de Tierras y falta de base legal; 2o. Violación del artículo 
1985 del Código Civil; y 3o. Violación de los artículos 4o. 
de la Ley de Registro de Tierras y 1374 del Código Civil; 

Considerando que el señor Abraham José Acta, intima-
do en el presente recurso de casación, opone a éste dos me-
dios de inadmisión fundados, esencialmente, en los siguien-
tes alegatos: lo. en que él no fué parte en el juicio que cul-
minó con el fallo del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
veintidós de febrero de mil novecientos cuarenta y cinco, 
pues "no participó en la controversia sobre la cual sobrevino 
dicho fallo, ni fué intimado a participar, ni compareció al 
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juicio, ni intervino en éste con conclusiones sobre las pre-
tensiones del señor Angel S. Rodríguez V.", y 2o. en que 
la viuda y los Sucesores de Rafael Muñagorri no tienen in-
terés en recurrir en casación contra la decisión del veintidós 
c'e febrero de mil novecientos cuarenta y cinco, porque ésta 
"ha sido rendida en el entendido de que ella no' impide que 

los mismos sucesores de Muñagorri... impugnen la gestión 
que ha hecho el Licenciado Lamela Díaz"; 

SOBRE EL PRIMER MEDIO DE INADMISION: 

Considerando que, contrariamente a lo que sostiene el 
intimado, en la sentencia atacada se hace constar formal-
mente que fué a instancia del señor Abraham José Acta, 
representado por su abogado Licenciado Santiago Lamela 
Díaz, que el Tribunal Superior de Tierras ordenó por su de-
cisión de fecha siete de julio de mil novecientos cuarenta y 
cuatro el registro a favor de Abraham José Acta de un cré-
dito privilegiado y de un derecho de arrendamiento sobre 
kis parcelas números 9 y 11 del distrito catastral No. 32, se-
gunda parte, que habían sido adjudicadas ya a la Sucesión 
de Rafael Muñagorri ; que al ponoerse a la ejecución de tal 
decisión, los sucesores de Muñagorri no actuaron ni pudie-
ion actuar contra otra persona que no fuera el señor Abra-
ham José Acta, en provecho de quien se había ordenado el 
registro del crédito y el arrendamiento c9n que quedaron 
gravadas las dos parcelas mencionadas; que la circunstan-
cia de que el Licenciado Lamela Díaz, quien había actuado 
ya en el asunto como abogado de Abraham José Acta, se 
abstuviera de concluir explícitamente a nombre de éste en 
el juicio de la oposición, habiéndose limitado a hacer pedi-
mentos en su propio nombre, se explica por el hecho de ha-
ber figurado en dicho juicio con la calidad de gestor de ne-
gocios de los sucesores de Muñagorri, cuyos intereses esta-
ban en oposición con los de Acta ; que, siendo así, y habiendo 
el fallo impugnado mantenido en su esencia los derechos re-
conocidos por la sentencia del siete de Julio de mil nove-
cientos cuarenta y cuatro al señor Abraham José Acta, for- 
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zoso es decidir que éste fué parte en el juicio que culminó 
con el fallo imugnado; que, por consiguiente, el primero de 
los medios de inadmisión propuestso por el intimado carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

SOBRE EL SEGUNDO MEDIO DE INADMISION: 

Considerando que al interponer el presente recurso de 
casación lo que persiguen los recurrentes es que, en caso de 
que se anule el fallo atacado, el asunto sea devuelto al Tri_ 
bunal Suprior de Tierras para que éste lo juzgue nueva_ 
mente y tener así la oportunidad de impugnar, no sólo la ges_ 
tión de negocios realizada por el Licenciado Lamela Díaz, 
sino cualquier derecho extraño a dicha gestión que al señor 
Abraham José Acta le haya sido reconocido por el fallo ata_ 
cado ; que esto hace manifiesto que la única vía, o por lo me-
nos, la más expedita, que tienen a su alcance los recurrentes 
para apoderar nuevamente de sus demandas al Tribunal Su-
perior de Tierras, sin ninguna limitació, es la de obtener 
la casación tot'ittl del fallo impugnado, lo cual, a su vez, hace 
incontrovertible y evidente el interés inmediato que ellos de_ 
nen en la casación solicitada ; que, por consiguiente, el se_ 
gundo medio de inadmisión propuesto por la parte intima-
da debe también ser desestimado; 

SOBRE LA VIOLACION DEL ARTICULO 4o. DE LA 
LEY DE REGISTRO DE TIERRAS, INVOCADA EN LOS 
MEDIOS PRIMERO Y TERCERO DEL RECURSO: 

Considerando que los recurrentes alegan que el fallo 
atacado ha violado el artículo 4o. de la Ley de Registro de 
Tierras, por estas dos razones; la. porque "no contiene con_ 
sideraciones que revelen el análisis que se hiciera de dos 
telegramas sometidos para probar el mandato del señor An-
gel S. Rodríguez, ni expone motivos claros y precisos, con-
cernientes a la insuficiencia de los mismos; y 2a. porque 
admite como válida la gestión de negocios realizada por el 
Licenciado Santiago Lamela Díaz a nombre de los sucesores 
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de  1VIuñagorri, "sin establecer, con motivos claros y precisos, 
los beneficios y la utilidad que de ella debían derivar los pro- 
pietarios"; 

Considerando, por una parte, que en el fallo impugna_ 
dó consta que el abogado del señor Angel S. Rodríguez, apo-
de,rado de los sucesores de Muñagorri, refiriéndose a dos te-
legramas remitidos desde España por la viuda Muñagorri al 
mencionado señor Rodríguez, sometió al Tribunal de Tierras 
las siguientes conclusiones: "Por esas razones, mantenemos 
nuestras conclusiones tendientes, en primer término, a que si 
considera el Tribunal que la prueba del mandato otorgado al 
Eeñor Angel Rodríguez es insuficiente actualmente, se con-
ceda un plazo pan., que lleguen tales documentos anunciados 
por un radiograma cuya autenticidad está establecida; o que. 
si considera que esos radiogramas contienen una manifiesta 
oluntad de los propietarios para otorgar ese mandato, en tal 

caso acojáis las conclusiones que contiene el es rito que 
depositamos en esta audiencia, tendientes a que se 
declare inoperante el contrato de arrendamiento suscrito 
en fecha 1ro. de noviembre de 1943, entre los se-
f:ores Licenciado Santiago Lamela Díaz y Abraham, 
José Acta, y, en consecuencia, revoquéis vuestra resolución 
No. 6, de fecha 7 de julio del año en curso, dictada sin con-
tradicción sobre la acreencia del señor Abraham José Acta, 
representado por el Licenciado Lamela Díaz" ; que, al esta-
tuir sobre estas conclusiones, el Tribunal Superior de Tie-
rras se limitó a "rechazar por falta de calidad la intervención 
del señor Angel Rodríguez V.", sin entrar en el examen de 
los mensajes telegráficos que le fueron sometidos como do-
cumentos por los cuales podía quedar establecida la existen-
cia del mandato que alegaba tener el señor Rodríguez, y sin 
exponer, ni explícita ni implícitamente, los motivos en que 
se fundó para considerar que los referidos mensajes telegrá-
ficos, equivalentes a cartas, en el sentido del artículo 1985 
del Código Civil, carecían de todo valor como prueba, o por 
io menos como principio de prueba, de dicho manriato; de lo 
cual resulta que el fallo atacado ha violado el artículo 4o. 
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e  1V1' uñagorri ,  "sin establecer, con motivos claros y precisos, 

los beneficios y la utilidad que de ella debían derivar los pro- 

pietarios"; 
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toso es decidir que éste fué parte en el juicio que culminó 
con el fallo imugnado; que, por consiguiente, el primero de 
los medios de inadmisión propuestso por el intimado carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

SOBRE EL SEGUNDO MEDIO DE INADMISION : 

Considerando que al interponer el presente recurso de 
casación lo que persiguen los recurrentes es que, en caso de 
que se anule el fallo atacado, el asunto sea devuelto al Tri_ 
tunal Suprior de Tierras para que éste lo juzgue nueva-
mente y tener así la oportunidad de impugnar, no sólo la ges_ 
tión de negocios realizada por el Licenciado Lamela Díaz, 
sino cualquier derecho extraño a dicha gestión que al señor 
Abraham José Acta le haya sido reconocido por el fallo ata_ 
cado ; que esto hace manifiesto que la única vía, o por lo me-
nos, la más expedita, que tienen a su alcance los recurrentes 
para apoderar nuevamente de sus demandas al Tribunal Su-
perior de Tiernas, sin ninguna limitació, es la de obtener 
la casación toád del fallo impugnado, lo cual, a su vez, hace 
incontrovertible y evidente el interés inmediato que ellos tie-
nen en la casación solicitada ; que, por consiguiente, el se-
gundo medio de inadmisión propuesto por la parte intima-
da debe también ser desestimado; 

SOBRE LA VIOLACION DEL ARTICULO 4o. DE LA 
LEY DE REGISTRO DE TIERRAS, INVOCADA EN LOS 
MEDIOS PRIMERO Y TERCERO DEL RECURSO: 

Considerando que los recurrentes alegan que el fallo 
atacado ha violado el artículo 4o. de la Ley de Registro de 
Tierras, por estas dos razones; la. porque "no contiene con_ 
sideraciones que revelen el análisis que se hiciera de dos 
telegramas sometidos para probar el mandato del señor An-
gel S. Rodríguez, ni expone motivos claros y precisos, con-
cernientes a la insuficiencia de los mismos; y 2a. porque 
admite corno válida la gestión de negocios realizada por el 
Licenciado Santiago Lamela Díaz a nombre de los sucesores 

Considerando, por una parte, que en el fallo impugna_ 
dó consta que el abogado del señor Angel S. Rodríguez, apo-
derado de los sucesores de Muñagorri, refiriéndose  a dos te-
legramas remitidos desde España por la viuda Muñagorri al 

mencionado señor Rodríguez, sometió al Tribunal de Tierras 
las siguientes conclusiones: "Por esas razones, mantenernos 
nuestras conclusiones tendientes, en primer término, a que si 
considera el Tribunal que la prueba del mandato otorgado al 
señor Angel Rodríguez es insuficiente actualmente, se con 
ceda un plazo para que lleguen tales documentos anunciados 
por un radiograma cuya autenticidad está establecida ; o que, 
si considera que esos radiogramas contienen una manifiesta 
Noluntad de los propietarios para otorgar ese mandato, en tal 
caso acojáis las conclusiones que contiene el escrito que 
depositamos en esta audiencia, tendientes a que se 
declare inoperante el rPntrato de arrendamiento suscrito 
en fecha 1ro. de noviembre de 1943, entre los se-
fores Licenciado Santiago Lamela Díaz y Abraham 
José Acta, y, en consecuencia, revoquéis vuestra resolución 
No. 6, de fecha 7 de julio del año en curso, dictada sin con-
tradicción sobre la acreencia del señor Abraham José Acta, 
representado por el Licenciado Lamela Díaz"; que, al esta-
tuir sobre estas conclusiones, el Tribunal Superior de Tie-
rras se limitó a "rechazar por falta de calidad la intervención 
del señor Angel Rodríguez V.", sin entrar en el examen de 
los mensajes telegráficos que le fueron sometidos como do-

. cumentos por los cuales podía quedar establecida la existen-
cia del mandato que alegaba tener el señor Rodríguez, y sin 
exponer, ni explícita ni implícitamente, los motivos en que 
se fundó para considerar que los referidos mensajes telegrá-
ficos, equivalentes a cartas, en el sentido del artículo 1985 
del Código Civil, carecían de todo valor como prueba, o por 
lo menos como principio de prueba, de dicho mandato: de lo 
cual resulta que el fallo atacado ha violado el artículo 4o, 
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de la Ley de Registro de Tierras, en cuanto éste dispon e 
 que las sentencias del Tribunal de Tierras "contendrán en  

. una forma suscinta, pero clara, los motivos en que se fun 
dan"; 

Considerando, por otra parte, que la eficacia de la ges_ 
tión de negocios como fuente de obligaciones recíprocas, es, 
•tá subordinada, fuera del caso de ratificación, a la condición 
de que el negocio haya sido bien administrado, o lo que es 10 
mismo, a que la gestión haya sido útil al dueño, de modo 
que quede justificada tanto en su principio cuanto en su 
realización; pues no sería legalmente admisible que una per_ 
sona cualquiera pudiese crear obligaciones a cargo de otra 
por efecto de una gestión intempestiva, desatinada o frau_ 
dulenta; que, en consecuencia, al considerar eficaz o válida 
la gestión de negocios realizada por el Licenciado Santiago 
Lamela Díaz a nombre de los sucesores de Rafael Muñago-
rri, sin haber mediado ratificación de parte de éstos, el Tri-
bunal Superior de Tierras no ha podido limitarse a reconocer 
de manera abstracta, corno lo hace en la sentencia atacada, 
el poder soberano de que están investidos los jueces del fon-
do,"para apreciar si la gestión es útil al propietario y hasta 
qué límite", sino que ha debido establecer de manera concre-
ta que la gestión del Licenciado Lamela Díaz ha sido de utili-
dad para los sucesores de Rafael Muñagorri y exponer en su 
fallo los hechos y circunstancias de los cuales resulta tal uti-
lidad; que, al no hacerlo así, el Tribunal Superior de Tierras 
ha violado también en este aspecto el artílulo 4o. de la Ley 
de Registro de Tierras; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los medios de inad-
misión propuestos por el señor Abraham José acta, parte in-
timada en el presente recurso de casación; Segundo: Casa 
la sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha vein-
tidós de febrero de mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, 
y envía le asunto al mismo Tribunal Superior de Tierras, y 
Tercero: Condena al intimado al pago de las costas, distra- 
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yéndolas en provecho del Licenciado Federico Nina hijo, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmadso) : J. Tomás Mejía._ J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. q E. Salazar h.— Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sida dada y firmada  por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la Re-pública, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos: Pedro Tron-
coso Sánchez y Rafael A. Lluberes Valera, asistidos del in-
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día once del mes de junio de mil novecientos cuarenta y 
seis, año 103 9  de la Independencia, 83 9  de la Restauración y 
17' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, por el Magis-
trado•Procurador General de la Corte de Apelación de San-
tiago, contra sentencia dictada, en materia penal, por la 
Corte mencionada, en fecha diecisiete de enero de mil nove-
cientos cuarenta y seis, cuyo dispositivo se indicará después ; 
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de la Ley de Registro de Tierras, en cuanto éste dispone 
que las sentencias del Tribunal de Tierras "contendrán e n 

 una forma suscinta, pero clara, los motivos en que se fun-
dan"; 

Considerando, por otra parte, que la eficacia de la ges, 
tión de negocios como fuente de obligaciones recíprocas, e s _ 

•tá subordinada, fuera del caso de ratificación, a la condición 
de que el negocio haya sido bien administrado, o lo que es lo 
mismo, a que la gestión haya sido útil al dueño, de modo 
que quede justificada tanto en su principio cuanto en su 
realización; pues no sera legalmente admisible que una per 
sona cualquiera pudiese crear obligaciones a cargo de otra 
por efecto de una gestión intempestiva, desatinada o frau_ 
dulenta ; que, en consecuencia, al considerar eficaz o válida 
la gestión de negocios realizada por el Licenciado Santiago 
Lamela Díaz a nombre de los sucesores de Rafael Muñago-
rri, sin haber mediado ratificación de parte de éstos, el Tri-
bunal Superior de Tierras no ha podido limitarse a reconocer 
de manera abstracta, corno lo hace en la sentencia atacada, 
el poder soberano de que están investidos los jueces del fon-
do, "para apreciar si la gestión es útil al propietario y hasta 
qué límite", sino que ha debido establecer de manera concre_ 
ta que la gestión del Licenciado Lamela Díaz ha sido de utili-
dad para los sucesores de Rafael Muñagorri y exponer en su 
fallo los hechos y circunstancias de los cuales resulta tal uti-
lidad; que, al no hacerlo así, el Tribunal Superior de Tierras 
ha violado también en este aspecto el artílulo 4o. de la Ley 
de Registro de Tierras; 

Por" tales motivos, Primero: Rechaza los medios de inad-
misión propuestos por el señor Abraham José acta, parte in-
timada en el presente recurso de casación; Segundo: Casa 
la sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha vein-
tidós de febrero de mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, 
y envía le asunto al mismo Tribunal Superior de Tierras, y 
Tercero: Condena al intimado al pago de las costas, distra- 

yéndolas en provecho del Licenciado Federico Nina hijo, 

quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmadso) : J. Tomás Mejía._ J. H. Ducoudray.— F. 

Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-

varez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sida dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

• certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoycio Ramos; Pedro Tron-
coso Sánchez y Rafael A. Lluberes Valera, asistidos del in-
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día once del mes de junio de mil novecientos cuarenta y 
seis, año 103Q de la Independencia, 83 9  de la Restauración y 
179  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, por el Magis-
trado•Procurador General de la Corte de Apelación de San-
tiago, contra *entencia dictada, en materia penal, por la 
Corte mencionada, en fecha diecisiete de enero de mil nove-
cientos cuarenta y seis, cuyo dispositivo se indicará después; 
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de la Ley de Registro de Tierras, en cuanto éste disp one 
 que las sentencias del Tribunal de Tierras "contendrán  en  

•una forma suscinta, pero clara, los motivos en que se furi. 
dan"; 

Considerando, por otra parte, que la eficacia de la ges 
tión de negocios como fuente de obligaciones recíprocas, e s: 

,tá subordinada, fuera del caso de ratificación, a la condición 
de que el negocio haya sido bien administrado, o lo que es lo 
mismo, a que la gestión haya sido útil al 'dueño, de modo 
que quede justificada tanto en su principio cuanto en su 
realización; pues no sería legalmente admisible que una per 
sona cualquiera pudiese crear obligaciones a cargo de otra 
por efecto de una gestión intempestiva, desatinada o frau_ 
dulenta; que, en consecuencia, al considerar eficaz o válida 
la gestión de negocios realizada por el Licenciado Santiago 
Lamela Díaz a nombre de los sucesores de Rafael Muñago-
rri, sin haber mediado ratificación de parte de éstos, el Tri-
bunal Superior de Tierras no ha podido limitarse a reconocer 
de manera abstracta, como lo hace en la sentencia atacada, 
el poder soberano de que están investidos los jueces del fon-
do, "para apreciar si la gestión es útil al propietario y hasta 
qué límite", sino que ha debido establecer de manera concre-
ta que la gestión del Licenciado Lamela Díaz ha sido de utili-
dad para los sucesores de Rafael Muñagorri y exponer en su 
fallo los hechos y circunstancias de los cuales resulta tal uti-
lidad ; que, al no hacerlo así, el Tribunal Superior de Tierras 
ha violado también en este aspecto el artí/ulo 4o. de la Ley 
de Registro de Tierras; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los medios de inad-
misión propuestos por el señor Abraham José acta, parte in-
timada en el presente recurso de casación; Segundo: Casa 
la sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha vein-
tidós de febrero de mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, 
y envía le asunto al mismo Tribunal Superior de Tierras, y 
Tercero: Condena al intimado al pago de las costas, distra- 
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yéndolas en provecho del Licenciado Federico Nina hijo, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmadso) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido, dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

• certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoycio Ramos; Pedro Tron-
coso Sánchez y Rafael A. Lluberes Valera, asistidos del in-
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día once del mes de junio de mil novecientos cuarenta y 
seis, año 103' de la Independencia, 83 9  de la Restauración y 
179  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, por el Magis_ 
trado•Procurador General de la Corte de Apelación de San- 

/ tiago, contra sentencia dictada, en materia penal, por la 
Corte mencionada, en fecha diecisiete de enero de mil nove- 

• cientos cuarenta y seis, cuyo dispositivo se indicará después; 
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Vista el acta de declaración de dicho recurso, levan_ 
tada; el veinticinco de enero de mil novecientos cuarenta y 
seis, a requerimiento del Magistrado recurrente; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Manuel M. Guerrero,  en la lectura de su dic-
tamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y visto el artículo 1° de la Ley sobré Procedimien-
to de Casación ; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), "que en - fecha cuatro del mes de agosto 
del año mil novecientos cuarenta y cinco, los señores Ave.. 
lino Francisco y Sallo Rosario, agricultores, residentes y do-
miciliados en "Cambiaso", sección de la común de Puerto 
Plata, dirigieron una exposición al Magistrado Procurador 
General de la República, querellándose contra los señores 
Juan Rafael Aguilar Bracho y Rogelio Vásquez, a quienes 
atribuyen el hecho de expropiación forzosa de propiedad én 
su perjuicio"; B), "que apoderado del caso el Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata, és-
te lo sometió, por la vía directa, al Juzgado de Primera Ins-
tancia de dicho Distrito Judicial, y dicho tribunal lo decidió, 
por su sentencia dictada, en atribuciones correcconales, en 
fecha veinte y cinco de septiembre de mil novecientos cua-
renta y cinco, de la cual se le dispositivo siguiente: "FA-
LLA: que debe declarar y DECLARA a los nombrados J. 
RAFAEL AGUILAR BRACHO y ROGELIO VASQUEZ, de 
generales expresadas, no culpables del delito de expropiación 
forzosa de propiedad en perjuicio de los señores Avelino 
Francisco y Sallo Rosario, y, en consecuencia, debe descar-
garlos y los descarga de toda responsabilidad penal, por in-
suficiencia de pruebas, declarándose de oficio las costas"; 
0), "que inconforme con esa sentencia, el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santiago "in- 
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terpuso formal recurso de apelación, en tiempo hábil, según 
evidencia por el acta levantada en fecha veinte y siete 

tie septiembre del año mil novecientos cuarenta y cinco, por 
el Secretario del Tribunal a-quo"; D), que la Corte de Ape-
lación de Santiago conoció del caso en audiencia pública del 
quince de enero de mil novecientos cuarenta y seis, en la cual 
el abogado de Juan Rafael Aguilar y Bracho y Rogelio Vás-
quez concluyó así: "Por las razones expuestas y por las de-
más que supliréis con vuestros ilustrados criterios jurídi-
cos el señor Juan Rafael Aguilar Bracho, por nuestro órga-
no concluye muy respetuosamente pidiendoos: 1ro.: que con-
firméis la sentencia apelada en lo que respecta a él ; y 2o.: 
cae en consecuencia, lo descarguéis de toda responsabilidad 
penal, en el hecho puesto a su cargo, por insuficiencia de 
pruebas"; E), que, el Magistrado Procurador General de la 
Corte a quo concluyó, en la misma audiencia, de este modo: 
"1ro.: que declaréis bueno y válido en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación intentado por el Ministerio Público, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, en fecha 25 de septiembre del año 1945, que 
descargó a los inculpados JUAN RAFAEL AGUILAR BRA 
CHO y ROGELIO VASQUEZ del delito de violación de pro-
piedad, en perjuicio de, AVELINO FRANCISCO y SALLO 
ROSARIO; 2o.: que declaréis que Avelino Francisco y Sallo 
Rosario poseían, el primero una parcela de terrenos en la sec-
ción de Cambiaso, y el 2do. una parcela en esta misma sec-
ción y otra en El Burro, jurisdicción de Pto. Plata, a título de 
usufructuarios coloneros, o en todo caso a título de colonos 
del señor Juan Rafael Aguilar Bracho, bajo compromiso de 
remunerar a éste con un tercio de las cosechas producidas, 
tal come ha sido admitido mediante la propia confesión del 
mencionado prevenido; 3ro.: que declaréis que el prevenido 
Juan Rafael Aguilar Bracho, desconociendo en el primer ea-
so, la ocupación que, a título de usufructuarios coloneros te-
nían de aquellas parcelas los señores Avelino Francisco y 
Sallo Rosario, o desconociendo, en el segundo caso, el colo-
nato existente entre él y dichos señores, ocupó las parcelas 
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Vista el acta de declaración de dicho recurso, levan.. 
tada, el veinticinco de enero de mil novecientos cuarenta y 
seis, a requerimiento del Magistrado recurrente; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

terpuso formal recurso de apelación, en tiempo hábil, según 
evidencia por el acta levantada en fecha veinte_ y siete 

de septiembre del año mil novecientos cuarenta y cinco, por 
el Secretario del Tribunal a-quo"; ll), que la Corte de Ape-
lación de Santiago conoció del caso en audiencia pública del 
quince de enero de mil novecientos cuarenta y seis, en la cual 
el abogado de Juan Rafael Aguilar y Bracho y Rogelio Vás-
quez concluyó así: "Por las razones expuestas y por las de-
más que supliréis con vuestros ilustrados criterios jurídi-
cos el señor Juan Rafael Aguilar Bracho, por nuestro órga-
no concluye muy respetuosamente pidiendoos: 1ro.: que con-
firméis la sentencia 'apelada en lo que respecta a él ; y 2o.: 
qpe en consecuencia, lo descarguéis de toda responsabilidad 
penal, en el hecho puesto a su cargo, por insuficiencia de 
pruebas"; E), que, el Magistrado Procurador General de la 
Corte a quo concluyó, en la misma audiencia, de este modo: 
"1ro.: que declaréis bueno y válido en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación intentado por el Ministerio Público, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, en fecha 25 de septiembre del año 1945, que 
descargó a los inculpados JUAN RAFAEL AGUILAR BRA 
CHO y ROGELIO VASQUEZ del delito de violación de pro-
piedad, en perjuicio de, AVELINO FRANCISCO y SALLO 
ROSARIO; 2o.: que declaréis que Avelino Francisco y Sallo 
Rosario poseían, el primero una parcela de terrenos en la sec-
ción de Cambiaso, y el 2do. una parcela en esta misma sec-
ción y otra en El Burro, jurisdicción de Pto. Plata, a título de 
usufructuarios coloneros, o en todo caso a título de colonos 
del señor Juan Rafael Aguilar Bracho, bajo compromiso de 
remunerar a éste con un tercio de las cosechas producidas, 
tal coma ha sido admitido mediante la propia confesión del 
mencionado prevenido; 3ro.: que declaréis que el prevenido 
Juan Rafael Aguilar Bracho, desconociendo en el primer ca-
so, la ocupación que, a título de usufructuarios coloneros te-
nían de aquellas parcelas los señores Avelino Francisco y 
Sallo Rosario, o desconociendo, en el segundo caso, el colo-
nato existente entre él y dichos señores, ocupó las parcelas 

   

• Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli_ 
ca, Licenciado Manuel' M. Guerrero, en la lectura de su dic-
tamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y visto el artículo 1° de la Ley sobré Procedimien-
to de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), "que en - fecha cuatro del mes de agosto 
del año mil novecientos cuarenta y cinco, los señores Ave.. 
lino Francisco y Sallo Rosario, agricultores, residentes y do_ 
miciliados en "Cambiaso", sección de la común de Puerto 
Plata, dirigieron una exposición al Magistrado Procurador 
General de la República, querellándose contra los señores 
Juan Rafael Aguilar Bracho y Rogelio Vásquez, a quienes 
atribuyen el hecho de expropiación forzosa de propiedad en 
su perjuicio"; B), "que apoderado del caso el Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata, és-
te lo sometió, por la vía directa, al Juzgado de Primera Ins-
tancia de dicho Distrito Judicial, y dicho tribunal lo decidió, 
por su sentencia dictada, en atribuciones correcconales, en 
fecha veinte y cinco de septiembre de mil novecientos cua-
renta y cinco, de la cual se le dispositivo siguiente: "FA-
LLA: que debe declarar y DECLARA a los nombrados J. 
RAFAEL AGUILAR BRACHO y ROGELIO VASQUEZ, de 
generales expresadas, no culpables del delito de expropiación 
forzosa de propiedad en perjuicio de los señores Avelino 
Francisco y Sallo Rosario, y, en consecuencia, debe descar-
garlos y los descarga de toda responsabilidad penal, por in-
suficiencia de pruebas, declarándose de oficio las costas": 
0), "que inconforme con esa sentencia, el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santiago "in- 
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de terreno ocupadas por éstos a uno u otro título, sin con.. 
sentimiento de ellos, haciéndolos pastos de sus crianzas dr,: 
ganado ; 4to.: que al reconocerse así, todos y cada uno de los 
hechos articulados, declaréis consecuentemente que,. en cual. 
quiera de los casos precisados, el prevenido Juan Rafael 
Aguilar Bracho, ha incurrido en la violación de la Ley No. 
43 del 15 de Diciembre de 1930 y, por tanto, se ha consti, 
tuído en autor del delito previsto y sancionado por la referí_ x' 
da Ley, y que en tal virtud, lo condenéis al pago de una mul-
la de CIEN PESOS, moneda de curso legal; 5to.: que decla_ 
réis la no culpabilidad del prevenido Rogelio Vásquez de los 1 
hechos puestos a su cargo y que, en consecuencia, lo desear. 
guéis de toda responsabilidad penal, y 6to.: que condenéis; 
al prevenido Aguilar Bracho, al pago de las costas"; F), que, 
el abogado de Aguilar Bracho replicó, ratificando sus con. 
clusiones; G), que, en fecha diecisiete de enero de mil no-
vecientos cuarenta y seis, según ya ha sido expresado, dicté. 
la  Corte de Apelación de Santiago la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el que en seguida se copia: 
"FALLA: 1ro.: que debe acojer y acole en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación intentado por el Magistrado 
Procurador General)de esta Corte de Apelación, contra sen-
tencia dictada, en atribuciones correccionales, por el Juzga. 
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Pla- 
ta, en fecha veinte y cinco del mes de septiembre del año 
mil novecientos cuarenta y cinco, que descargó a los incul-
pados JUAN RAFAEL AGUILAR BRACHO y ROGELIG 
VASQUEZ, del delito de violación de propiedad en perjuicio 
de los señores Avelino Francisco y Sallo Rosario, por insu-
ficiencia de pruebas, y declaró las costas de oficio; 2do.: 
que debe confirmar y confirma la antes expresada senten-
cia; y 3ro.: que debe declarar y declara de oficio las costas 
de esta alzada"; 

Considerando, que el ñIagistrado recurrente expuso, en 
la declaración de su recurso, que éste sólo era interpuesto 
"en lo que respecta a Juan Rafael Aguilar Bracho", por lo 
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cua l el repetido recurso debe ser examinado, únicamente, en 
ese aspecto; 

Considerando, que las razones que tuvo la 'Corte de 
Santiago para fallar como lo hizo, están expuestas en lo's 
considerandos segundo y tercero de la sentencia  impugna-
da, en los términos que a continuación se transcriben:  "que 
de acuerdo con los diversos testimonios oídos y los indicios 
evidenciados en este plenario, se pueden estimar como com-
probados los siguientes hechos: a) que Avelino Francisco 
y sello Rosario han s'do colonos del señor Juan Rafael Agui-
lar Bracho, en una porción de terreno que éste detenta en 
la común de Puerto Plata ; b) que Avelino Francisco salió 
desde hace varios años de estos terrenos, y está efectiva-
mente domiciliado en "El Toro"; e) que Sallo Rosario ha. 
ocupado en los terrenos de Aguilar Bracho diversas parce-
las, y cultivó recientemente una porción en "Agua Buena". 
por contrato celebrado con la Compañía Agrícola Domini-
cana, C. por A., a la cual fué entregada la yuca producida en. 
la  referida parcela; d) que Sallo Rosario tampoco está radi-
cado en terrenos de Aguilar.  Bracho, y reside probablemen_ 
te en la sección de "Souflet", común de Puerto Plata; e) que 
los Francisco, madre y hermanos de Avelino, quienes viven 
en terrenos de Aguilar Bracho, tienen animales en los pas-
tos de aquellos terrenos, han tomado animales a piso, y se-
gún afirrman algunos testigos, estos animales devastaron 
una colonia de yuca que el inculpado fomentó por sí mismo; 
f) que Natividad Francisco, hermano de Avelino, quien vi-
ve actualmente en terrenos de Aguilar Bracho, fué condena-
(-1/4) por violación dé propiedad en perjuicio del ú , timo; g) 
que varios testigos afirmaron que visitaron las parcelas ocu-
padas por Sallo Rosario y no vieron sino algunas matas de 
guineos, pequeñas porciones de yerba y el reste cubierto de 
abrojos; h) que después que los colonos disfrutaban de la 
yuca y otros cultivos, era cuando Aguilar Bracho procedía 
a cercar para soltar animales por acuerdo con los colonos; 
i) que el testigo Camilo Cabrera dice, que después de haber 
disfrutado los Francisco de la yuca y otros cultivos y sol- 
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de terreno ocupadas por éstos a uno u otro título, sin con-
sentimiento de ellos, haciéndolos pastos de sus crianzas d ,e 
ganado; 4to.: que al reconocerse así, todos y cada uno de los 
hechos articulados, declaréis consecuentemente que, -  en cual-
quiera de los casos precisados, el prevenido Juan Rafael 
Aguilar Bracho, ha incurrido en la violación de la Ley No.1 
43 del 15 de Diciembre de 1930 y, por tanto, se ha consti. 
tuído en autor del delito previsto y sancionado por la referí_ 
da Ley, y que en tal virtud, lo condenéis al pago de una mul-
ta de CIEN PESOS, moneda de curso legal; 5to.: que decla-
réis la no culpabilidad del prevenido Rogelio Vásquez de los 
hechos puestos a su cargo y que, en consecuencia, lo descar-
guéis de toda responsabilidad penal, y 6to.: que condenéL; 
al prevenido Aguilar Bracho, al pago de las costas"; F), que, 
el abogado de Aguilar Bracho replicó, ratificando sus con-
clusiones; G), que, en fecha diecisiete de enero de mil no_ 
vecientos cuarenta y seis, según ya ha sido expresado, dictó. 
la  Corte de Apelación de Santiago la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el que en seguida. se  copia: 
"FALLA: 1ro.: que debe acojer y aco3e en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación intentado por el Magistrado 
Procurador General)de esta Corte de Apelación, contra sen-
tencia dictada, en atribuciones correccionales, por el Juzga 
cío de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Pla-
ta, en fecha veinte y cinco del mes de septiembre del año. 
mil  novecientos cuarenta y cinco, que descargó a los incul_ 
pados JUAN RAFAEL AGUILAR BRACHO y ROGELIO 
VASQUEZ, del delito de violación de propiedad en perjuicio 
de los señores Avelino Francisco y Sallo Rosario, por insu-
ficiencia de pruebas, y declaró las costas de oficio; 2do.: 
que debe confirmar y confirma la antes expresada senten-
cia; y 3ro.: que debe declarar y declara de oficio las costas 
de esta alzada"; 

Considerando, que el Magistrado recurrente expuso, en 
la declaración de su recurso, que éste sólo era interpuesto 
"en lo que respecta a Juan Rafael Aguilar Bracho", por lo  

cual el repetido recurso debe ser examinado, únicamente, en 
ese aspecto; 

Considerando, que las razones que tuvo la -Corte de 
Santiago para fallar como lo hizo, están expuestas en los 
considerandos segundo y tercero de la sentencia impugna-
da, en los términos que a continuación se transcriben:  "que 
de acuerdo con los diversos testimonios oídos y los indicios 
evidenciados en este plenario, se pueden estimar como com-
probados los siguientes hechos: a) que Avelino Francisco 
y S« 110 Rosario han s'ido colonos del señor Juan Rafael Agui-
lar Bracho, en una porción de terreno que éste detenta en 
la común de Puerto Plata ; b) que Avelino Francisco salió 
desde hace varios años de estos terrenos, y está efectiva-
mente domiciliado en "El Toro"; c) que Sallo Rosario ha 
ocupado en los terrenos de Aguilar Bracho diversas parce-
las, y cultivó recientemente una porción en "Agua Buena", 
por contrato celebrado con la Compañía Agrícola Domini_ 
cana, C. por A., a la cual fué entregada la yuca producida en. 
la  referida parcela; d) que Sallo Rosario tampoco está radi_ 
cado en terrenos de Aguilar.  Bracho, y reside probablemen_ 
te en la sección de "Souflet", común de Puerto Plata; e) que 
los Francisco, madre y hermanos de Avelino, quienes viven 
en terrenos de Aguilar Bracho, tienen animales en los pas-
tos de aquellos terrenos, han tomado animales a piso, y se-
gún afirrman algunos testigos, estos animales devastaron 
una colonia de yuca que el inculpado fomentó por sí mismo; 
f) que Natividad Francisco, hermano de Avelino, quien vi-
ve actualmente en terrenos de Aguilar Bracho, fué condena-
&) por violación dé propiedad en perjuicio del úlimo; g) 
que varios testigos afirmaron que visitaron las parcelas ocu-
padas por Sallo Rosario y no vieron sino algunas matas de 
guineos, pequeñas porciones de yerba y el reste cubierto de 
abrojos; h) que después que los colonos disfrutaban de la 
yuca y otros cultivos, era cuando Aguilar Bracho procedía 
a cercar para soltar animales por acuerdo con los colonos; 
i) que el testigo Camilo Cabrera dice, que después de haber 
disfrutado los Francisco de la yuca y otros cultivos y sol- 
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lado animales, fué cuando Aguilar Bracho puso los alam-
bres ; que allí quedó solamente un conuquito y fué bien cer-
cado para que los animales no entraran; CONSIDERAN_ 
DO: que, la declaración de los querellantes Avelino Fran_ 
cisco y Sallo Rosario, contrapuesta al testimonio firme y 
desinteresado de los testigos que desfilaron por este plena: 
•io, no basta en manera alguna para edificar la conciencia 

ae loá jueces, en el sentido de que el inculpado Juan Rafael 
Aguilar Bracho, sea autor del hecho que le atribuyen los que.. 
rellantes, y por lo menos procede reconocer que tal contra-
posición crea la duda, que debe siempre interpretarse en 
favor del inculpado; que, por otra parte, si Avelino Fran-
cisco y Sallo Rosario se radicaron efectivamente en lugares 
diferentes desde hace más de año y medio a las secciones 
en que se encuentran ubicados los terrenos de Aguilar Bra_ 
cho, tales circunstancias parecen corroborar el aserto de 
que, las respectivas parcelas fueron desalojadas voluntaria.. 
mente para que el propietario cercase, ya que es improbable 
tiue ellos nc se opusieran a aquellos desmanes, y ya que es 
totalmente inadmisible la afirmación de Sallo Rosario de que 
fué desalojado violentamente; que, el hecho de que éste tu-
viese tres parcelas dentro de los terrenos de Aguilar Bra-
cho es un indicio que corrobora las afirmaciones de éste úl-
timo, porque siendo un colono pobre, que no contaba sino con 
sus propias fuerzas, no es presumible que tuviese simultá-
neamente varias parcelas, sino que abandonaba una para 
ocupar otra como afirman los testigos ; como el hecho de 
que, vivan los Francisco en aquellos lugares y hayan toma-
do animales a piso y tengan aún animales, propios en los te-
rrenos, revela que éstos fueron sembrados de yerba, cerca-
dos, en parte, por entrega que hiciera Avelino Francisco, y • 
que en cuanto al resto se ha establecido una explotación pro-
miscua entre los Francisco y Aguilar Bracho; y finalmente, 
el hecho de que hayan sido sembradas de yerba las diversas 
parcelas, lo que indica un plan unificado de explotación, co-
rrobora la afirmación de Aguilar Bracho de que era condi-
ción del colonato de que le entregasen cultivada de yerba ca- 

da  parcela, y todo lo cual hace aún más profunda la duda que 
se ha formado en el espíritu de los jueces"; y 

Considerando, que en lo que queda copiado, sólo hay 
ponderaciones de hechos y de la fuerza probatoria de los 
mismos, que entran en el poder soberano de los jueces del 
fondo y que, por consiguiente, escapan al poder de censura 
de la jurisdicción de casación; que, por lo demás, ni en la 
forma ni en el fondo aparece, en la sentencia atacada, viola-
ción alguna de la ley; que, por todo ello, es procedente re-
chazar el presente recurso; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto, por el Magistrado Procurador General de 
la. Corte de Apelación de Santiago, contra sentencia de di-
cha Corte de Apelación, de fecha diecisiete de enero de mil 
novecientos cuarenta y seis, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en otro lugar del presente fallo, y Segundo: declara las cos-
tas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejia.— J. H. Ducoudray.— F. 
'rayares hijo.— Leoncio Ramos.— Pedro Troncoso Sánchez. 
Raf. A Lluberes V.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General.— (Fir-
mado) : Eug. A. Alvraez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de ,Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
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lado animales, fué cuando Aguilar Bracho puso los alarn.„ 
bres; que allí quedó solamente un conuquito y fué bien cer-
cado para, que los animales no entraran; CONSIDERAN..1 
DO: que, la declaración de los querellantes Avelino Fran_ 
cisco y Sallo Rosario, contrapuesta al testimonio firme y 

desinteresado de los testigos que desfilaron por este plena ._ 
rio, no basta en manera alguna para edificar la concienci a 

 de loá jueces, en el sentido de que el inculpado Juan Rafael 
Aguilar Bracho, sea autor del hecho que le atribuyen los que_ 
rellantes, y por lo menos procede reconocer que tal contra-
posición crea la duda, que debe siempre interpretarse en 
favor del inculpado; que, por otra parte, si Avelino Fran-
cisco y Sallo Rosario se radicaron efectivamente en lugares 
diferentes desde hace más de año y medio a las secciones 
en que se encuentran ubicados los terrenos de Aguilar Bra_ 
cho, tales circunstancias parecen corroborar el aserto de 
eue, las respectivas parcelas fueron desalojadas voluntaria.. 
mente para que el propietario cercase, ya que es improbable 
tiue ellos nc se opusieran a aquellos desmanes, y ya que es 
totalmente inadmisible la afirmación de Sallo Rosario de que 
fué desalojado violentamente; que, el hecho de que éste tu-
viese tres parcelas dentro de los terrenos de Aguilar Bra-
cho es un indicio que corrobora las afirmaciones de éste úl-
timo, porque siendo un colono pobre, que no contaba sino con 
sus propias fuerzas, no es presumible que tuviese simultá-
neamente varias parcelas, sino que abandonaba una para 
ocupar otra como afirman los testigos; como el hecho de 
que, vivan los Francisco en aquellos lugares y hayan toma-
do animales a piso y tengan aún animales, propios en los te-
rrenos, revela que éstos fueron sembrados de yerba, cerca-
dos, en parte, por entrega que hiciera Avelino Francisco, y 
que en cuanto al resto se ha establecido una explotación pro-
miscua entre los Francisco y Aguilar Bracho; yr, finalmente, 
el hecho de que hayan sido sembradas de yerba las diversas 
parcelas, lo que indica un plan unificado de explotación, co-
rrobora la afirmación de Aguilar Bracho de que era condi-
ción del colonato de que le entregasen cultivada de yerba ca- 
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cia parcela, y todo lo cual hace aún más profunda la duda que 
se ha formado en el espíritu de los jueces"; y 

Considerando, que en lo q ue  queda copiado, sólo hay 
ponderaciones de hechos y de la fuerza  probatoria de los 
mismos, que entran en el poder soberano de los jueces del 
fondo y que, por consiguiente, escapan al poder de censura 
de la jurisdicción de_ casación; que, por lo demás, ni en la 
forma ni en el fondo aparece, en la sentencia atacada, viola- 
ción alguna de la ley; que, por todo ello, es procedente re- 

. 
chazar el presente recurso; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto, por el Magistrado Procurador General de 
la Corte de Apelación de Santiago, contra sentencia de di-
cha Corte de Apelación, de fecha diecisiete de enero de mil 
novecientos cuarenta y seis, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en otro lugar del presente fallo, y Segundo: declara las cos-
tas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Pedro Troncoso Sánchez. 
Raf. Á Lluberes V.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General.— (Fir_ 
nudo) : Eug. A. Alvraez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de .Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
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da parcela, y todo lo cual hace aún más profunda la duda que 
se ha formado en el espíritu de los jueces"; y 

Considerando, que en lo q ue  queda copiado, sólo hay 
ponderaciones de hechos y de la fuerza probatoria de los 
mismos, que entran en el poder soberano de los jueces del 
fondo y que, por consiguiente, escapan al poder de censura 
de la jurisdicción de .  casación; que, por lo demás, ni en la 
forma ni en el fondo aparece, en la sentencia atacada, viola-
ción alguna de la ley; que, por todo ello, es procedente re-
chazar el presente recurso; 

Por tajes motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto, por el Magistrado Procurador General de 
la. Corte de Apelación de Santiago, contra sentencia de di-
cha Corte de Apelación, de fecha diecisiete de enero de mil 
novecientos cuarenta y seis, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en otro lugar del presente fallo, y Segundo: declara las cos-

tas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Pedro Troncoso Sánchez. 
Raf. Á Lluberes V.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General.— (Fir-

mado) : Eug. A. Alvraez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de ,Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
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lado animales, fué cuando Aguilar Bracho puso los alaco. 
erres ; que allí quedó solamente un contigua() y fué bien cer-
cado para que los animales no entraran; CONSIDERAN.. 
DO: que, la declaración (le los querellantes Avelino Fran_ 
cisco y Sallo Rosario, contrapuesta al testimonio firme v 
desinteresado de los testigos que desfilaron por este plena_ 
rio, no basta en manera alguna para edificar la conciencia 
ae loá jueces, en el sentido de que el inculpado Juan Rafael 
Aguilar Bracho, sea autor del hecho que le atribuyen los que_ 
rellantes, y por lo menos procede reconocer que tal contra-
posición crea la duda, que debe siempre interpretarse en 
lavor del inculpado; que, por otra parte, si Avelino Fran-
cisco y Sallo Rosario se radicaron efectivamente en lugares 
diferentes desde hace más de año y medio a las secciones 
en que se encuentran ubicados los terrenos de Aguilar Bra_ 
cho, tales circunstancias parecen corroborar el aserto de 
ctue, las respectivas parcelas fueron desalojadas voluntaria.. 
mente para que el propietario cercase, ya que es improbable 
tiue ellos De se opusieran a aquellos desmanes, y ya que es 
totalmente inadmisible la afirmación de Sallo Rosario de que 
fué desalojado violentamente; que, el hecho de que éste tu- 
viese tres parcelas dentro de los terrenos de Aguilar Bra_ 
cho es un indicio que corrobora las afirmaciones de éste úl-
timo, porque siendo un colono pobre, que no contaba sino con 
sus propias fuerzas, no es presumible que tuviese simultá-
neamente varias parcelas, sino que abandonaba una para 
ocupar otra como afirman los testigos ; como el hecho de 
que, vivan los Francisco en aquellos lugares y hayan toma-
do animales a piso y tengan aún animales, propios en los te-
rrenos; revela que éstos fueron sembrados de yerba, cerca-
dos, en parte, por entrega que hiciera Avelino Francisco, y 
que en cuanto al resto se ha establecido una explotación pro-
miscua entre los Francisco y Aguilar Bracho; y, finalmente, 
el 'hecho de que hayan sido sembradas de yerba las diversas 
parcelas, lo que indica un plan unificado de explotación, co-
rrobora la afirmación de Aguilar Bracho de que era condi-
ción del colonato de que le entregasen cultivada de yerba ca- 
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Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la t 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día once del mes de junio de 
mil novecientos cuarenta y seis, año 103 9  de la Independen_ 
cia, 83' de la Restauración y 17° de la Era de Trujillo, die_ 
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Baldemi-
ro Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-. 
miciliado y residente en Dos Ríos, sección de la Común de 
Hato Mayor, portador de la cédula personal de identidad No. 
4320, serie 27, renovada con el sello 953067, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís de fe-
cha cuatro de febrero de mil novecientos cuarenta y seis; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
la Secreatría de la Corte a quo, en fecha cuatro de febrero 
de mil novecientos cuarenta y seis; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli_ 
ea, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 9 y 10 de la Ley No. 1051, de 
fecha 24 de noviembre de 1928; 312 del Código Civil, y lo. 
y 24 de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada y demás 
documentos del expediente consta lo siguiente: a) que pues-
ta en movimiento la acción pública contra Baldemiro Díaz, 
prevenido del delito de violación a la Ley No. 1051 en per-
juicio de las menores Goergina y Anunciada, hijas de la que-
rellante Clotilde Morales, el Juzgado de Primera Instancia 
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del Seybo, por sentencia en defecto de fecha veintitres de-
diciembre de mil novecientos cuarenta y cuatro, confirma-
da, sobre opositión del inculpado, por fallo del diecisiete de 
agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, le condenó a su_ 
frir un año de prisión si no pagab a  $5.00 mensuales para 
el sostenimiento de dichas menores; y al pago de las costas; 
b) que sobre la apelación del condenado, y más tarde sobre 
su oposición contra sentencia en defecto, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís dictó la sentencia que es ob-
jeto del presente recurso de casación y cuyo dispositivo dice: 
"FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a 
la forma el presente recurso de oposición. SEGUNDO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia dictada en defecto por 
esta Corte de Apelación en fecha 23 de Noviembre del año , 

 mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo dice así: 
Primero: Que debe pronunciar y pronuncia, defecto contra 
el prevenido Baldemiro Díaz, de generales ignoradas por no 
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido ci-
tado legalmaite.—Segundo: Declara regular y válido en cuan_ 
o a la forma el recurso de apelación interpueS •to por dicho 

prevenido, contra sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distr!to Judicial del Seybo, de fecha diez y siete de 
Octubre del corriente año, cuyo dispositivo dice así: lo. Que 
debe declarar y en efceto declara regular y válido el recur-
:ü de oposición deducido por el oponente Baldemiro Díaz, 
cuyas generales figuran en autos, contra sentencia del Juz-
ado de lo corrreccional de este D. J. de fecha 23 de Di._ 

ciembre de 1944, que lo condenó por .el delito de violación a 
la Ley 1051, en perjuicio de dos menores procreados con la 
querellante señora Cleotilde Morales, a la pena de un año da 
prisión correccional y al pago de las costas, suspensivos los 
efectos de la condena si se aviene a pagar y en hecho paga 
cada mes para el sostenimiento de los menores ya mencio-
hados la suma de CINCO PESOS ($5.00) moneda de curso 
legal por no haberse interpuesto el recurso en tiempo útil 
y con ejecución a las reglas de procedimiento. 2o. Que juz-
gando de nuevo el hecho sobre la oposición y admitida como 
ha quedado, que el procesado Baldemiro Díaz, no ha procu-- 
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Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. pluberes  
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis. 
frito de Santo Domingo, hoy día once del mes de junio de 
mil novecientos cuarenta y seis, año 103 de la Independen.. 
cia, 83 9  de la Restauración y 17 9  de la Era de Trujillo, clic_ 
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Baldemi.. 
ro Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do.. 
miciliado y residente en Dos Ríos, sección de la Común de 
Hato Mayor, portador de la cédula personal de identidad No. 
4320, serie 27, renovada con el sello 953067, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís de fe-
cha cuatro de febrero de mil movecientos cuarenta y seis ; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
la Secreatría de la Corte a quo, en fecha cuatro de febrero 
de mil novecientos cuarenta y seis; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 9 y 10 de la Ley No. 1051, de 
fecha 24 de noviembre de 1928; 312 del Código Civil, y lo. 
y 24 de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada y demás 
documentos del expediente consta lo siguiente: a) que pues-
ta en movimiento la acción pública contra Baldemiro Díaz. 
prevenido del delito de violación a la Ley No. 1051 en per-
juicio de las menores Goergina y Anunciada, hijas de la que-
rellante Clotilde Morales, el Juzgado de Primera Instancia  

del SeYbo, por sentencia en defecto de fecha veintitres de 
diciembre de mil novecientos cuarenta y cuatro, confirma-
da, sobre oposición del inculpado, por fallo del diecisiete de 
agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, le condenó a su-
frir un año de prisión si no pagaba $5.00 mensuales para 
el sostenimiento de dichas menores ; y al pago de las costas; 
b) que sobre la apelación del condenado, y más tarde sobre 
su  oposición contra sentencia en defecto, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís dictó la sentencia que es ob-
jeto del presente recurso de casación y cuyo dispositivo dice: 
"FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a 
la forma el presente recurso de oposición. SEGUNDO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia dictada en defecto por 
esta Corte de Apelación en fecha 23 de Noviembre del año 
mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo dice así: 
Primero: Que debe pronunciar y pronuncia, defecto contra 
el prevenido Baldemiro Díaz, de generales ignoradas por no 
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido ci-
tado legalm¿inte.—Segundo: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación interpueto por dicho 
prevenido, contra sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distr!to Judicial del Seybo, de fecha diez y siete de 
Octubre del corriente año, cuyo dispositivo dice así: lo. Que 
debe declarar y en efceto declara regular y válido el recur-
so de oposición deducido por el oponente Baldemiro Díaz, 
cuyas generales figuran en autos, contra sentencia del Juz-
gado de lo corrreccional de este D. J. de fecha 23 de Di.- 
dembre de 1944, que lo condenó por el delito de violación a 
la Ley 1051, en perjuicio de dos menores procreados con la 
querellante señora Cleotilde Morales, a la pena de un año de 
prisión correccional y al pago de las costas, suspensivos los 
efectos de la condena si se aviene a pagar y en hecho paga 
cada mes para el sostenimiento de los menores ya mencio-
hados la suma de CINCO PESOS ($5.00) moneda de curso 
legal por no haberse interpuesto el recurso en tiempo útil 
y con ejecución a las reglas de procedimiento. 2o. Que juz-
gando de nuevo el hecho sobre la oposición y admitida como 
ha quedado, que el procesado Baldemiro Díaz, no ha procu.- 
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rado dar alimentación, albergue ni auxilios de ningún gé_ 
nero a las menores procreados con la querellan, debe con. 
írmar y confirma en todas sus partes la sentencia recurri-

da y al pago de las costd§ del presente recurso.— fERCERO : 
 Condena a dicho prevenido al pago de las costas"; 

Considerando nue en el acta del recurso de casación in-
terpuesto por Baldemiro* Díaz consta haber declarado éste 
que recurría contra la sentencia "por no estar conforme 
con ella, y por los medios de nulidad y por las causas que 
se reserva deducir por memorial que depositará en esta se.. 
cretaría o en la Suprema Corte de Justicia"; que este me-
morial nunca fué depositado; 

Considerando que la Ley No. 1051, sobre obligaciones 
de los padres, establece en su artículo 9 que "la investiga-
ción de la paternidad, queda permitida para los fines de esta 
ley, y podrá demostrarse por todo género de pruebas"; y en 
su artículo 10 que "una posesión de estado bien notoria, 
cualquier hecho incontestable, concluyente o razonable rela-
tivo a la paternidad que se Pixestigue, podrá servir de prue_ 
l'a y el tribunal correccional decidirá definitivamente de 
acuerdo con los Lechos"; I  

Considerando que la investigación de la paternidad au-
1 ()rizada por la Ley No. 1051, para los fines de la misma, no 
puede realizarse cuando al marido de la madre le alcanza 
la presunción de paternidad dispuesta por el artículo 312 
del Código Civil, a menos, según el sentido que a aquella ley 
ha reconocido esta Suprema Corte, que los jueces del fondo 
comprueben, de modo claro y preciso, que entre los esposos 
ha cesado en absoluto toda vida en común y que la mujer 
veve o ha vivido en prolongado, continuo y notorio concubi-
nato con el otro hombre a quien se impute la paternidad; 

Considerando que para dar por hecha esta comproba-
ción y apoyar en ella la investigación excepcional de la pa-
ternidad autorizada por la Ley No. 1051, los jueces del fon-
do deben proceder con extrema prudencia ; 

BOLETIN JUDICIAL 	 378 

Considerando que en el presente caso la Corte a quo, 
después de sentar que la madre querellante es casada, agre-
ra que ella "vivió maritalmente en la sección de El Mamón, 
;ie Hato Mayor, jurisdicción del Seibo, con Baldemiro Díaz 
_según su declaración en el proceso— de un modo notorio 
y continuo, por lo que, dentro de la realidad de los hechos 

de acuerdo con el espíritu de la Ley 1051, que es una me-
z,:) da de protección en favor exclusivo de los menores, la re-
gla del art. 312 del Código Civil, para los fines de aplicación 
de dicha ley, puede y debe no tenerse en cuenta"; 

Considerando que al limitarse a motivar de este modo, 
el tribunal a quo, pone a esta Suprema Corte en situación 
de no encontrar base en la sentencia impugnada para tener 
o no la certeza de que aquél comprobó plenamente la exis-
tencia de todos los elementos que permiten a los jueces 
abandonar la presunción del artículo 312 del Código Civil y 
realizar una investigación de paternidad dirigida a los fines 
de la Ley No. 1051, ya que el fallo atacado no agrega a la 
comprobción de la notoriedad y continuidad del concubinato 
de Baldemiro Díaz y Clotilde Morales, ni la constancia de 
haber cesado en absoluto toda vida en común entre la últi-
ma y su marido, ni tampoco el dato esencial de la época de 
esta separación y de las fechas de nacimiento de las dos 
menores; que por ello hay falta de base legal; 

Considerando, en consecuencia, que la sentencia impug-
nada debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación de San' Pedro de Macorís de fecha cuatro 
de febrero de mil novecientos cuarenta y seis, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otro lugar del .  presente fallo, y en-
vía el asunto a la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo ; y 
Segundo: declara las costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo. —Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez, Secretario General. 
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rado dar alimentación, albergue ni auxilios de ningún gé_ 

mero a las menores procreados con la querellan, debe con, 
in-mar y confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da y al pago dd las cost del presente recurso.— TERCERO: 
Condena a dicho prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que en el acta del recurso de casación in-
terpuesto por Baldemiro* Díaz consta haber declarado éste 
que recurría contra la sentencia "por no estar conforme 
con ella, y por los medios de nulidad y por las causas que 
se reserva deducir por memorial que depositará en esta se_ 
cretaría o en la Suprema Corte de Justicia"; que este me.. 
morial nunca fué depositado; 

Considerando que la Ley No. 1051, sobre obligaciones 
de los padres, establece en su artículo 9 que "la investiga-
ción de la paternidad, queda permitida para los fines de esta 
ley, y podrá demostrarse por todo género de pruebas"; y en 
su artículo 10 que "una posesión de estado bien notoria, 
cualquier hecho incontestable, concluyente o razonable rela-
tivo a la paternidad que se iwyestigue, podrá servir de prue-
ba y el tribunal correccional decidirá definitivamente de 

acuerdo con los Lechos"; 

Considerando que la investigación de la paternidad au-
lorizada por la Ley No. 1051, para los fines de la misma, no 
puede realizarse cuando al marido de la madre le alcanza 
'.«a presunción de paternidad dispuesta por el artículo 312 
del Código Civil, a menos, según el sentido que a aquella ley 
ha reconocido esta Suprema Corte, que los jueces del fondo 
comprueben, de modo claro y preciso, que entre los esposos 
ha cesado en absoluto toda ,vida en común y que la mujer 
veve o ha vivido en prolongado, contínuo y notorio concubi-
nato con el otro hombre a quien se impute la paternidad; 

Considerando que para dar por hecha esta comproba-
ción y apoyar en ella la investigación excepcional de la pa-
ternidad autorizada por la Ley No. 1051, los jueces del fon-
do deben proceder con extrema prudencia ; 

BOLETIN JUDICIAL 	378 

Considerando que en el presente caso la Corte a quo, 
después de sentar que la madre querellante es casada, agre-
da  que ella "vivió maritalmente en la sección de El Mamón, 
(;e  flato Mayor, jurisdicción del Seibo, con Baldemiro Díaz 
—según su declaración en el proceso— de un modo notorio 
y contínuo, por lo que, dentro de la realidad de los hechos 
s, de acuerdo con el espíritu de la Ley 1051, que es una me-
z/ida de protección en favor exclusivo de los menores, la re-
gla del art. 312 del Código Civil, para los fines de aplicación. 
de dicha ley, puede y debe no tenerse en cuenta"; 

Considerando que al limitarse a motivar de este modo, 
e! tribunal a quo, pone a esta Suprema Corte en situación 
de no encontrar base en la sentencia impugnada para tener 
o no la certeza de que aquél comprobó plenamente la exis-
tencia de todos los elementos que permiten a los jueces 
abandonar la presunción del artículo 312 del Código Civil y 
realizar una investigación de paternidad dirigida a los fines 
de la Ley No. 1051, ya que el fallo atacado no agrega a la 
comprobción de la notoriedad y continuidad del concubinato 
de Baldemiro Díaz y Clotilde Morales, ni la constancia de 
haber cesado en absoluto toda vida en común entre la últi-
ma y su marido, ni tampoco el dato esencial de la época de 
esta separación y de las fechas de nacimiento de las dos 
menores; que por ello hay falta de base legal; 

Considerando, en consecuencia, que la sentencia impug-
nada debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís de fecha cuatro 
de febrero de mil novecientos cuarenta y seis, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otro lugar del .  presente fallo, y en-
vía el asunto a la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo ; y 
Segundo: declara las costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo. —Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— Pe- 
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al..
varez, Secretario General. 

• 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encamezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) Eug. A. Alvarez. 

DIOS. PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Llube-
-7es Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día diecinueve del mes de 
junio de mil novecientos cuarenta y seis, año 103v de la In-
dependencia, 839  de la Restauración y 17 9  de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública como corte de casación, la 
siguiente sentencia : 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los seño-
res "Antonio Ruiz Rodríguez, Francisco • Ruiz Rodríguez, 
José Altagracia Ruiz Rodríguez, Angel María Ruiz Rodrí-
guez" y "Genoveva, Mélida, Altagracia Diluvina, Josefa, Pa-
blo, Luis E: Manuel de Jesús, Rafael, Danilo, Gustavo y -Nas-
tia Ruiz Bastida, todos dominicanos, domiciliados en esta 
ciudad, mayores de edad, portadores de las cédulas Nos. 
6077, 9316, 6076, 6074, 9846, 108833, 35062, 9962, 26444, 
26511, 33662, 35775, 44177 y 33838, respectivamente reno-
vadas, serie 1, con excepción de la cédula de la Sra. Mélida 
Ruiz Bastida que es serie 7a." ; contra sentencia del Tribu-
nal Superior de Tierras de fecha treinta de agosto de mil 
novecientos cuarenta, y cinco, cuyo dispositivo se indicará 
después ; 
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Visto el Memorial de Casación presentado, el trece de 
octubre de mil novecientos cuarenta y cinco, por el Licen- 
ciado Pelayo Cuesta, portador de la cédula personal de iden- 
tidad número 7393, serie 1, renovada, en la fecha mencio- 
nada, con el sello de R. I. No. 12, abogado de las partes re_ 
currentes; memorial en que se alegan los vicios be luego 
1., e dirán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
ciado Alfonso Mieses V., portador de la cédula personal nú-
mero 974, serie 1, renovada con el sello No. 410, abogado 
del intimado, señor Batessimo Palamara, italiano, mayor de 
edad, casado, comerciante, domiciliado y residente en Ciu- 
dad Trujillo, portador .de la cédula número 5399, serie 1, 
renovada con sello No. 84; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado Pelayo Cuesta, abogado de las par- 
tes intimantes que depositó un memorial de ampliación, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Licenciado Alfonso Mieses V., abogado de la par_ 
fe intimada que depositó un memorial de ampliación, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli- 
ca, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1674 y 1676 del Código Civil, 
5. 15 y 81 da la Ley de Registro de Tierras, y la Ley No. 
799, del 15 de septiembre de 1922, que amplió el artículo 2 
de la indicada Ley de Registro de Tierras; 1' y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encamezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
J icia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Frimer Sustituto de Presidente; Froilán 'rayares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Llube-
'res Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día diecinueve del mes de 
junio de mil novecientos cuarenta y seis, año 1039 de la In-
dependencia, 83° de la Restauración y 17 9  de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública como corte de casación, la 
siguiente sentencia : 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los seño-
res "Antonio Ruiz Rodríguez, Francisco • Ruiz Rodríguez, 
José Altagracia Ruiz Rodríguez, Angel María Ruiz Rodrí-
guez" y "Genoveva, Mélida, Altagracia Diluvina, Josefa, Pa-
blo, Luis E. Manuel de Jesús, Rafael, Danilo, Gustavo y Nas-
tia Ruiz Bastida, todos dominicanos, domiciliados en esta 
ciudad, mayores de edad, portadores de las cédulas Nos. 
6077, 9316, 6076, 6074, 9846, 108833, 35062, 9962, 26444, 
26511, 33662, 35775, 44177 y 33838, respectivamente reno-
vadas, serie 1, con excepción de la cédula de la Sra. Mélida 
Ruiz Bastida que es serie 7a." ; contra sentencia del Tribu-
nal Superior de Tierras de fecha treinta de agosto de mil 
novecientos cuarenta , y cinco, cuyo dispositivo se indicará 
después ; 
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Visto el Memorial de Casación presentado, el trece de 
octubre de mil novecientos cuarenta y cinco, por el Licen-
ciado Pelayo Cuesta, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 7393, serie 1, renovada, en la fecha mencio-
nada, con el sello de R. I. No. 12, abogado de las partes re-
currentes; memorial en que se alegan los vicios qtie luego 
Fe dirán ; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
ciado Alfonso Mieses V., portador de la cédula personal nú-
mero 974, serie 1, renovada con el sello No. 410, abogado 
del intimado, señor Batessimo Palamara, italiano, mayor de 
edad, casado, comerciante, domiciliado y residente en Ciu-
dad Trujillo, portador .de la cédula número 5399, serie 1, 
enovada con sello No. 84; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado Pelayo Cuesta, abogado de las par-
tes intimantes que depositó un memorial de ampliación, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Licenciado Alfonso Mieses V., abogado de la par_ 
te intimada que depositó un memorial de ampliación, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte' de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1674 y 1676 del Código Civil, 
5. 15 y 81 de la Ley de Registro de Tierras, y la Ley No. 
799, del 15 de septiembre de 1922, que amplió el artículo 2 
de la indicada Ley de Registro de Tierras; 1 9  y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encamezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y_publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Frimer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Llube-
res Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día diecinueve del mes de 
junio de mil novecientos cuarenta y seis, año 1039 de la In-
dependencia, 83 9  de la Restauración y 17" de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los seño-
res "Antonio Ruiz Rodríguez, Francisco Ruiz Rodríguez, 
José Altagracia Ruiz Rodríguez, Angel María Ruiz Rodrí-
guez" y "Genoveva, Mélida, Altagracia Diluvina, Josefa, Pa-
blo, Luis E. Manuel de Jesús, Rafael, Danilo, Gustavo y Nas-
tía Ruiz Bastida, todos dominicanos, domiciliados en esta 
ciudad, mayores de edad, portadores de las cédulas Nos. 
6077, 9316, 6076, 6074, 9846, 108833, 35062, 9962, 26444, 
26511, 33662, 35775, 44177 y 33838, respectivamente reno-
vadas, serie 1, con excepción de la cédula de la Sra. Mélida 
Ruiz Bastida que es serie 7a." ; contra sentencia del Tribu-
nal Superior de Tierras de fecha treinta de agosto de mil 
novecientos cuarenta y cinco, cuyo dispositivo se indicará 
después; 

BOLETIN JUDICIAL 	 380 

Visto el Memorial de Casación presentado, el trece de 
octubre de mil novecientos cuarenta y cinco, por el Licen-
ciado Pelayo Cuesta, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 7393, serie 1, renovada, en la fecha mencio-
nada, con el sello de R. I. No. 12, abogado de las partes re-
currentes; memorial en que se alegan los vicios pie luego 
se dirán ; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
ciado Alfonso Mieses V., portador de la cédula personal nú-
mero 974, serie 1, renovada con el sello No. 410, abogado 
del intimado, señor Batessimo Palamara, italiano, mayor de 
edad, casado, comerciante, domiciliado y residente en Ciu-
dad Trujillo, portador ,de la cédula número 5399, serie 1, 
renovada con sello No. 84; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado Pelayo Cuesta, abogado de las par-
tes intimantes que depositó un memorial de ampliación, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Licenciado Alfonso Mieses V., abogado de la par_ 
te intimada que depositó un memorial de ampliación, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli_ 
ca, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1674 y 1676 del Código Civil, 
5. 15 y 81 de la Ley de Registro de Tierras, y la Ley No. 
'799, del 15 de septiembre de 1922, que amplió el artículo 2 
de la indicada Ley de Registro de Tierras; 1') y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
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que sigue: A), "QUE al procederse. al  saneamiento catas-
tral de la Parcela No. 87 del Distrito Catastral No. 2 del Dis-
trito de Santo Domingo, se presentó como reclamante, sin 
contradictores >  el señor Battésimo Palamara, quien en apo-
yo de su reclamación depositó el acto de fecha 22 de marzo 
del 1943, instrumentado por el" Notario Francisco A. Vicioso, 
por el cual se comprueba que los Sucesores de Eloy Ruiz y 
de Prudencia Rodríguez, le vendieron ese terreno; QUE en 
virtud de ese acto, que nadie impugnó, el Juez de Jurisdic-
ción Original acogió esa reclamación, por Decisión No. 1 de 
fecha 5 de marzo del 1945, y ordenó el registro del derecho 
de propiedad de la parcela en favor del señor Battésimo 
lamara, con excepción de una porción que éste había ven-
dido al Estado Dominicano para la Ciudad Universitaria, y 
de otra porción vendida por el señor Palamara a las IlerMa-
nas Terciarias de Santo Domingo de la Congregación del 
Santísimo Rosario, de Michigan, Estados Unidos de Améri-
ca, para la construcción de un colegio, porciones esas, cuyo 
registro fué ordenado en favor del Estadó y de la citada con_ 
gregación ; QUE después de dictada esa sentencia, los seño-
res Ruiz Rodríguez, vendedores del terreno al señor Pala-
mara, sometieron su instancia de fecha 8 de marzo del 1945", 
en la cual pidieron se ordenara un nuevo juicio sobre el caso 
y se designara para ello un juez de Jurisdicción Original 
para conocer "de  una impugnación" que ellos deseaban "ha-
cer al acto de venta que otorgaron, sobre el alegato de que 
han sufrido "un perjuicio de más de las siete duodécimas 
partes de su justo precio", y pidieron "también, el sobre-
seimiento de la revisión de la sentencia de Jurisdicción Ori-
ginal ya dictada en el saneamiento" hasta tanto se conociera 
de la mencionada instancia ; B), que el Tribunal Superior 
de Tierras conoció, del caso, en audiencia pública del cator-
ce ce de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, en la que 
el abogado que representaba a los actuales recurrrentes ex-
presó que sus representados "mantenían los términos y con_ 
clusiones de su instancia", conclusiones que habían sido és-
tas: "Por tales motivos y por los demás que podréis suplir, 
los exponentes por mediación de su Apoderado, el abogado 

infrascrito, os suplican: pRIMERO: que ordenéis un NUE-
VO JUICIO y designéis al Juez de Jurisdicción Original  que 
sea de lugar, para conocer de la acción en rescisión de la 
venta de que se trata, por causa de lesión de más de las sie-
te duodécimas partes del precio, interpuesta por los expo-
nentes contra el señor Battésimo Palamara ; y SEGUNDO, 
que sobreseáis el conocimiento de la Revisión de la Decisión 
dictada en Jurisdicción Original en fecha 5 de marzo de 
1945, a fin de que sea conocida conjuntamente con la de la 
sentencia definitiva del NUEVO JUICIO"; el abogado del 
actual intimado presentó estas conclusiones: "En virtud del 
poder discrecional que tiene este Tribunal Superior para 
poder rechazar de plano la instancia en solicitud de nuevo 
juicio cuando considere que no es más que una forma de re-
tardar el procedimiento y que la instancia es inconsistente 
y sin fundamento legal alguno, concluimos, a nombre del 
señor Battésimo Palamara, solicitando que rechacéis, de 
plano, 'a solicitud de nuevo juicio que intentan los vende. 
dores Ruiz Rodríguez, por falta de motivo legal, por incoa. 
sistente y en mérito a las razones que se han expresado"; 
y tanto el abogado de las Hermanas Terciarias de Santo 1k 
mingo como el Abogado del Estado presentaron sus respge. 
tivas conclusiones, que no se reproducen por no estar abai 
calas dichas partes, por el presente recurso, según se exp: 
sara luego; C), que, en fecha treinta de agosto de mil nt,- 
vecieni-os cuarenta y cinco, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó, sobre la parcela discutida, su Decisión No. 1, qu 
constituye la sentencia impugnada y cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: lo. QUE debe DESESTIMAR y DESESTI-
MA, por falta de fundamento, la instanda de fecha 8 de 
marzo del 1945, sometida por el Lic. Pelayo Cuesta, a nom-
bre y representación de los señores Antonio, Francisco, Jo-
sé Altagracia y Angel María Ruiz y Sucesores de Juan Ruiz 
Rodríguez, y sus conclusiones de audiencia ; 2o. QUE debe 
CONFIRMAR y CONFIRMA, la Decisión No. 1 de Jurisdic-
ción Original, de fecha 5 de marzo de 1945, en relación con 
la Parcela No. 87 del Distrito Catastral No. 2 del Distrito 
de Santo Domingo, Sección de "La Esperilla", lugar de "Ma- 
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que sigue: A), "QUE al procederse. al  saneamiento catas- 
tral de la Parcela No. 87 del Distrito Catastral No. 2 del Dis_ 
trito de Santo Domingo, se presentó como reclamante, sin 
contradictores >  el señor Battésimo Palamara, quien en apo-
yo de su reclamación depositó el acto de fecha 22 de marzo 
del 1943, instrumentado por el Notario Francisco A. Vicioso, 
por el cual se comprueba que los Sucesores de Eloy Ruiz y 
de Prudencia Rodríguez, le vendieron ese terreno; QUE en 
virtud de ese acto, que nadie impugnó, el Juez de Jurisdic-
ción Original acogió esa reclamación, por Decisión No. 1 de 
fecha 5 de marzo del 1945, y ordenó el registro del derecho 
de propiedad de la parcela en favor del señor Battésimo Pa-
lamara, con excepción de una porción que éste había ven-
dido al Estado Dominicano para la Ciudad Universitaria, y 
de otra porción vendida por el señor Palamara a las Berina-
nas Terciarias de Santo Domingo de la Congregación del 

registro fué ordenado en favor del Estado y de la citada con_ 
ca, para la construcción de un colegio, porciones esas, cuyo 
Santísimo Rosario, de Michigan, Estados Unidos de Améri_ 

gregación ; QUE después de dictada esa sentencia, los seño-
res Ruiz Rodríguez, vendedores del terreno al señor Pala-
mara, sometieron su instancia de fecha 8 de marzo del 1945", 
en la cual pidieron se ordenara un nuevo juicio sobre el caso 
y se designara para ello un juez de Jurisdicción Original 
para conocer "de una impugnación" que ellos deseaban "ha-
cer al acto de venta que otorgaron, sobre el alegato de que 
han sufrido "un perjuicio de más de las siete duodécimas 
partes de su justo precio", y pidieron "también, el sobre-
seimiento de la revisión de la sentencia de Jurisdicción Ori-
ginal ya dictada en el saneamiento" hasta tanto se conociera 
de la mencionada instancia ; B), que el Tribunal Superior 
de Tierras conoció, del caso, en audiencia pública del cator-
ce de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, en la que 
el abogado que representaba a los actuales recurrrentes ex-
presó que sus representados "mantenían los términos y con-
clusiones de su instancia", conclusiones que habían sido és-
tas: "Por tales motivos y por los demás que podréis suplir, 
los exponentes por mediación de su Apoderado, el abogado 
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infrascrito, os suplican : PRIMERO: que ordenéis un NUE_ 
vo JUICIO y designéis al Juez de Jurisdicción  Original  que 
sea de lugar, para conocer de la acción en rescisión de la 

en ta de que se trata, por causa de lesión de más de las sie-
te duodécimas partes del precio, interpuesta por los expo-
nentes contra el señor Battésimo Palamara ; y SEGUNDO, 
que sobreseáis el conocimiento de la Revisión de la Decisión 
dictada en Jurisdicción Original en fecha 5 de marzo de 
1945, a fin de que sea conocida conjuntamente con la de la 
sentencia definitiva del NUEVO JUICIO" ; el abogado del 
actual intimado presentó estas conclusiones: "En virtud del 
poder discrecional que tiene este Tribunal Superior para 
poder rechazar de plano la instancia en solicitud de nuevo 
juicio cuando considere que no es más que una forma de re-
tardar el procedimiento y que la instancia es inconsistente 
y sin fundamento legal alguno, concluimos, a nombre del 
señor Battésimo Palamara, solicitando que rechacéis, de 
plano, 'a solicitud de nuevo juicio que intentan los vende. 
dores Ruiz Rodríguez, por falta de motivo legal, por incon-
sistente y en mérito a las razones que se han expresado"; 
y tanto el abogado de las Hermanas Terciarias de Santo Dc 
mingo como el Abogado del Estado presentaron sus respe.-- 
tivas conclusiones, que no se reproducen por no estar abai 
cadas dichas partes, por el presente recurso, según se exp ,  - 
sara luego; C), que, en fecha treinta de agosto de mil nt,- 

' vecienos cuarenta y cinco, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó, sobre la parcela discutida, su Decisión No. 1, qu 
constituye la sentencia impugnada y cuyo dispositivo dica 
así: "FALLA: lo. QUE debe DESESTIMAR y DESESTI-
MA, por falta de fundamento, la instancia de fecha 8 de 
marzo del 1945, sometida por el Lic. Pelayo Cuesta, a nom-
bre y representación de loS señorzis Antonio, Francisco, Jo-
sé Altagracia y Angel María Ruiz y Sucesores de Juan Ruiz 
Rodríguez, y sus conclusiones de audiencia ; 2o. QUE debe 
CONFIRMAR y CONFIRMA, la Decisión No. 1 de Jurisdic-
ción Original, de fecha 5 de marzo de 1945, en relación con 
la Parcela No. 87 del Distrito Catastral No. 2 del Distrito 
de Santo Domingo, Sección de "La Esperilla", lugar de "Ma- 
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RENTISIETE METROS CUADRADOS, DIECISIETE DE-
CIMETROS CUADRADOS (34,347.17). SE ORDENA al Se-
cretario del Tribunal de Tierras que, después de recibidos 
por él los planos definitivos preparados  por ¿l Agrimensor_ 
Contratista y aprobados por la Dirección General de Men.. 
buras Catastrales, de acuerdo con los términos de esta De-
?,isión, expida el Decreto de Registro de Título correspon-
diente" 

ta Hambre", cuyo dispositivo se leerá *así : PARCELA NU-
MERO 87— QUE debe ORDENAR y ORDENA, el registro 
del derecho de propiedad de esta parcela, en favor de las si_ 
guientes personas: a) al Estado Dominicano, la cantidad de 
CINCO MIL CUATROCIENTOS CINCUENTIDOS ME_ 
TROS CUADRADOS, CINCUENTIDOS DECIMETROS 
CUADRADOS (5,452.52), con las colindancias siguientes: al 
Norte, terrenos del vendedor; al Este, Ciudad Universitaria 
(antes Pelayo Cuesta) ; al Sur, Ciudad Universitaria (antes 
Pelayo Cuesta) y al Oeste, terrenos del vendedor ;— b) a las 
Hermanas Terciarias de Santo Domingo, de la Congrega.. 
ción del Santísimo Rosario, Adrian, Michigan, Estados Uni-
dos de América del Norte, la cantidad global de CUAREN-
TA Y UN MIL SETECIENTOS METROS CUADRADOS, 
CUARENTIUN DECIMETROS CUADRADOS (41.700.41), 
para ser destinado dicho terreno a la construcción en él de 
un Colegio y Establecimiento de Caridad, la cual adquirió 
dicha adjudicataria en dos porciones distintas, una de una 
extensión de Treitisiete mil Seiscientos Cincuentiocho Me-
tros Cuadrados (37,658 M. C.) con frente al Sur a la pro-
longación de la Avenida Bolívar, hoy calle Contreras, y lin_ 
da: por el Norte, con la Parcela No. 16 Prov., parte com-
prada al señor Jesús B. del Castillo, en esta misma fecha; 
por el Este, con la porción que el mismo señor Castillo se 
reservó de la citada Parcela Nb. 16 Prov., y por el Oeste, 
con terrenos de La Julia, C. por A.; y la otra de una exten_ 
sión de Cuatro Mil Cuarentidos Metros Cuadrados y Cua-
rentiún Decímetros Cuadrados (4.042.41 M. C.) con frente 
al Norte, separada de la anterior por la misma vía que fué 
prolongación de la Avenida Bolívar y hoy es la calle Contre_ 
las ; por el Sur, con el resto de la misma parcela del vende-
dor, que es la 87 del Distrito Catastral No. 2, Distrito de 
Santo Domingo; por el Este, con la Parcela No. 17, y por el 
Oeste, con inmueble que es o fué del Licenciado Porfirio He-
, rea ; y e) A Battésimo Palamara, mayor de edad, de nacio-
nalidad italiana, casado, domiciliado y residente en esta ciu-
dad, EL RESTO DE LA PARCELA, o sea, la cantidad res- 
tante de TREINTICUATRO MIL TRESCIENTOS CIYA-

c 

Considerando, que las partes intimantes alegan que en 
la sentencia atacada se ha incurido en los vicios señalados 
en estos medios: "Primer Medio: Violación de los artículos 
1674 y 1676 del Código Civil y 81 de la Ley de Registro de 
Tierras"; "Segundo Medio: Violación del principio del do-
ble grado de jurisdicción y exceso de poder"; 

Considerando, que la parte intimada comienza, en su 
defensa, por oponer al recurso lo siguiente: "Ante todo, y 
en cuanto a la forma del recurso de casación intentado, de-
seamos poner de manifiesto que aunque la sentencia aludi-
da, objeto del recurso, ha sido dictada a favor de tres par-
l es que han figurado en el procedimiento, que son el Esta-
do Dominicano, las Hermanas Terciarias de Santo Domingo 
y Battésimo Palamara, los intimantes sólo han deducido su 
memorial y conclusiones, y sólo han emplazado a una de las 
partes en causa, o sea al señor Palamara. Esta irregularidad 
que es contraria a los principios generales del derecho y es-
pecialmente al principio que consagra el derecho de defen-
sa, ya que de pronunciarse la casación de la sentencia re-
currida tal decisión perjudicaría a dos partes a quienes no 
se ha dado la oportunidad de defenderse, vicia de inadmisión 
el aludido recurso de casación. Es tan evidente la irregula-
ridad del recurso a este respecto y consecuencialmente su 
inadmisión, que es obvio e innecesario insistir sobre el par- 

; y 

Considerando, que si bien lo que parece invocar el inti-
mado, en lo que queda transcrito, pudiera ser el principio de 
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RENTISIETE METROS CUADRADOS, DIECISIETE DE-
CIMETROS CUADRADOS (34,347.17). SE ORDENA al Se-
cretario del Tribunal de Tierras que, después de recibidos 
por él los planos definitivos  preparados por al Agrimensor-
Contratista y aprobados por la Dirección  General de Men-
suras Catastrales, de acuerdo con los términos de esta De-
cisión, expida el Decreto de Registro de Título correspon-
diente"; 

Considerando, que las partes intimantes alegan que en 
la sentencia atacada se ha incurido en los vicios señalados 
en estos medios: "Primer Medio: Violación de los artículos 
1674 y 1676 del Código Civil y 81 de la Ley de Registro de 
Tierras"; "Segundo Medio: Violación del principio del do-
ble grado de jurisdicción y exceso de poder"; 

Considerando, que la parte intimada comienza, en su 
defensa, por oponer al recurso lo siguiente: "Ante todo, y 
en cuanto a la forma del recurso de tasación intentado, de-
seamos poner de manifiesto que aunque la sentencia aludi-
da, objeto del recurso, ha sido dictada a favor de tres par-
tes que han figurado en el procedimiento, que son el Esta-
do Dominicano, las Hermanas Terciarias de Santo Domingo 
y Battésimo Palamara, los intimantes sólo han deducido su 
memorial y conclusiones, y sólo han emplazado a una de las 
partes en causa, o sea al señor Palamara. Esta irregularidad 
que es contraria a los principios generales del derecho y es-
pecialmente al principio que consagra el derecho de defen-
sa, ya que de pronunciarse la casación de la sentencia re-
currida tal decisión perjudicaría a dos partes a quienes no 
se ha dado la oportunidad de defenderse, vicia de inadmisión 
el aludido recurso de casación. Es tan evidente la irregula-
ridad del recurso a este respecto y consecuencialmente su 
inadmisión, que es obvio e innecesario insistir sobre el par- 

; y 

Considerando, que si bien lo que parece invocar el inti_ 
mado, en lo que queda transcrito, pudiera ser el principio de 
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ta Hambre", cuyo dispositivo se leerá ásí: PARCELA NU-
MERO 87— QUE debe ORDENAR y ORDENA, el registro 
del derecho de propiedad de esia parcela, en favor de las si.. 
guientes personas: a) al Estado Dominicano, la cantidad de 
CINCO MIL CUATROCIENTOS CINCUENTIDOS ME-
TROS CUADRADOS, CINCUENTIDOS DECIMETROS 
CUADRADOS (5,452.52), con las colindancias siguientes: al 
Norte, terrenos del vendedor; al Este, Ciudad Universitaria 
(antes Pelayo Cuesta) ; al Sur, Ciudad Universitaria (antes 
Pelayo Cuesta) y al Oeste, terrenos del vendedor ;— b) a las 
Hermanas Terciarias de Santo Domingo, de la Congrega.. 
ción del Santísimo R6Sario, Adrian, Michigan, Estados Uni-
dos de América del Norte, la cantidad global de CUAREN-
TA Y UN MIL SETECIENTOS METROS CUADRADOS, 
CUARENTIUN DECIMETROS CUADRADOS (41.700.41), 
para ser destinado dicho terreno a la construcción en él de 
un Colegio y Establecimiento de Caridad, la cual adquirió 
dicha adjudicataria en dos porciones distintas, una de una 
extensión de Treitisiete mil Seiscientos Cincuentiocho Me-
tros Cuadrados (37,658 M. C.) con frente al Sur a la pro.. 
longación de la Avenida Bolívar, hoy calle Contreras, y lin-
da: por el Norte, con la Parcela No. 16 Prov., parte com-
prada al señor Jesús B. del Castillo, en esta misma fecha; 
por el Este, con la porción que el mismo señor Castillo se 
reservó de la citada Parcela No. 16 Prov., y por el Oeste, 
ecn terrenos de La Julia, C. por A.; y la otra de una exten-
sión de Cuatro Mil Cuarentidos Metros Cuadrados y Cua-
rentiún Decímetros Cuadrados (4.042.41 M. C.) con frente 
al Norte, separada de la anterior por la misma vía que fué 
prolongación de la Avenida Bolívar y hoy es la calle Contre-
ras; por el Sur, con el resto de la misma parcela del vende-
dor, que es la 87 del Distrito Catastral No. 2, Distrito de 
Santo Domingo; por el Este, con la Parcela No. 17, y por el 
')este, con inmueble que es o fué del Licenciado Porfirio He-
, rea ; y c) A Battésimo Palamara, mayor de edad, de nacio-
nalidad italiana, casado, domiciliado y residente en esta ciu-
dad, EL RESTO DE LA PARCELA, o sea, la cantidad res_ 
tante de TREINTICUATRO MIL TRESCIENTOS CIYA-

t 
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que, cuando lo fallado por una sentencia sea indivisible, 
quien recurra en casación contra dicho fallo deberá intimar 
a todas las partes favorecidas por la disposición indivisible, 
so pena de que se declare inadmisible su recurso, en el pre-
sente caso es evidente que se trata de cuestiones perfecta-
mente divisibles, por lo cual la consecuencia de no haber sido 
puestas en causa, como intimados, el Estado Dominicano y las 
Hermanas Terciarias, sólo puede ser la de limitar el recur-
so a lo que concierna a la única parte que ha sido intima-
da: al señor Battésimo Palamara; que por lo tanto es pro-
zedente desestimar, como se desestima, lo alegado por este 
último en lo que arriba ha sido copiado, en cuanto ello pu-
diera significar un pretendido medio de inadmisibilidad, y 
pasar a conocer del fondo del recurso ; 

Considerando, en cuanto al primer medio de dicho re-
curso: que en sentido contrario al de las alegaciones de los 
intimantes en el presente medio, la sentencia impugnada no 
expresa, en parte alguna, que el vendedor de un terreno no 
pueda, en el curso de los procedimientos de saneamiento ca-
tastral de tal terreno, hacer las reclamaciones a las cuales lo 
facultan los artículos 1674 y 1676 del Código Civil si no ha 
transcurrido el plazo especificado en el segundo de dichos 
cánones de ley ; que de tal modo no es ese el sentido de la 
sentencia atacada, que en ésta, en sus considerandos quin-
to y sexto, se examina y pondera el fondo de las pretensio-
nes de los actuales recurrentes, y se las rechaza por los mo-
tivos expuestos en dichos considerandos, ésto es, por esta-
blecerse que Antonio Ruiz Rodríguez y compartes no se en-
contraban en el caso previsto por el artículo 1674 del Código 
Civil ; que en las expresiones de la sentencia atacada que ci-
tan los recurrentes, lo que hace el Tribunal Superior de Tie-
rras es negar a dichos recurrentes el derecho de interrum-
pir ni hacer retroceder el proceso de saneamiento, en vez 
de presentar sus alegatos ante los Jueces apoderados, de 
acuerdo con el artículo 2 de la Ley de Registro de Tierras, 
de todo lo que concierna al derecho de propiddad del terreno 
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en litigio; que por ello, tanto en la parte de la sentencia im-
pugnada que copian los recurrentes como en las no copiadas 
por estos, lo que hace el tribunala quo es interpretar y apli-
car correctamente 'las disposicione s  de la Ley de Registro 
de Tierras; apreciar soberanament e  los hechos de la causa, 
sin desnaturalizarlos, y, como consecuencia de aquella in-
terpretación y de esta apreciación, rechazar las pretensio- 
nes de los intimantes ; que, por lo tanto;, el primer medio ca_ 
rece de fundamento y debe, por ello, ser rechazado; 

Considerando, respecto del segundo medio: que en éste 
alegan los intimantes que en la sentencia impugnada se in-
currió en la "violación del principio del doble grado de juris-
dicción" y en "exceso de poder", porque "los recurrentes 
formularon sus conclusiones ante el Tribunal Superior de 
Tierras, pidiendo simplemente que se ordenara o autorizara . 

 el nuevo juicio de la demanda en rescisión, que se designa- . 
ra un juez para que conociese en Jurisdicción Original del 
fondo,de la demanda intentada por ellos y que, finalmente, 
como una consecuencia natural y forzosa de todo esto, se 
sobreseyera el procedimientp encaminado al saneamiento de 
la parcela, pendiente entonces del juicio en revisión que de-
bía efectuar el Tribunal Superior de Tierras", y "el Tribu_ 
nal Superior de Tierras, en vez de designar un juez de Ju-
risdicción Original, como le fué pedido, para que decidiera 
cn primera instancia si procedía o no la demanda en resci-
sión por causa de lesión, y darle así a dicha demanda los dos 
grados de jurisdicción que obligatoriamente tenía que reco-
rrer, se apoderó del conocimiento de esa demanda y la de-
claró improcedente"; pero, 

Considerando, que al estar apoderado, el Tribunal Su-
perior de Tierras, de la revisión de la Decisión No. 1 dicta_ 
da por. el Juez de Jurisdicción Original sobre la Parcela No. 
87 del Distrito Catastral No. 2 (Dos), Distrito de Santo Do-
mingo, Sección de La Esperilia, Lugar de Mata Hambre, 
dicho Tribunal Superior estaba capacitado, legalmente, pa- 
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que, cuando lo fallado por una sentencia sea indivisible, 
quien recurra en casación contra dicho fallo deberá intimar 
a todas las partes favorecidas por la disposición indivisible, 
so pena de que se declare inadmisible su recurso, en el pre-
sente caso es evidente que se trata de cuestiones perfecta -_ 
mente divisibles, por lo cual la consecuencia de no haber sido 
puestas en causa, como intimados, el Estado Dominicano y las 
Hermanas Terciarias, sólo puede ser la de limitar el recur-
so a lo que concierna a la única parte que ha sido intima-
da: al señor Battésimo Palamara; que por lo tanto es pro-
sedente desestimar, como se desestima, lo alegado por este 
último en lo que arriba ha sido copiado, en cuanto ello pu-
diera significar un pretendido medio de inadmisibilidad, y 
pasar a conocer del fondo del recurso ; 

Considerando, en cuanto al primer medio de dicho re-
curso: que en sentido contrario al de las alegaciones de los 
intimantes en el presente medio, la sentencia impugnada no 
expresa, en parte alguna, que el vendedor de un terreno no 
pueda, en el curso de los procedimientos de saneamiento ca-
tastral de tal terreno, hacer las reclamaciones a las cuales lo 
facultan los artículos 1674 y 1676 del Código Civil si no ha 
transcurrido el plr.zo especificado en el segundo de dichos 
cánones de ley ; que de tal modo no es ese el sentido de la 
sentencia atacada, que en ésta, en sus considerandos quin-
to y sexto, se examina y pondera el fondo de las pretensio-
nes de los actuales recurrentes, y se las rechaza por los mo-
tivos expuestos en dichos considerandos, ésto es, por esta-
blecerse que Antonio Ruiz Rodríguez y compartes no se en-
contraban en el caso previsto por el artículo 1674 del Código 
Civil; que en las expresiones de la sentencia atacada que ci-
tan los recurrentes, lo que hace el Tribunal Superior de Tie-
rras es negar a dichos recurrentes el derecho de interrum-
pir ni hacer retroceder el proceso de saneamiento, en vez 
de presentar sus alegatos ante los Jueces apoderados, de 
acuerdo con el artículo 2 de la Ley de Registro de Tierras, 
de todo lo que concierna al derecho de propiedad del terreno 
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en litigio; que por ello, tanto en la parte de la sentencia im-
pugnada que copian los recurrentes como en las no copiadas 
por estos, lo que hace el tribunala quo es interpretar y apli-
car correctamente 'las disposicione s  de la Ley de Registro 
de Tierras; apreciar soberanamente los hechos de la causa, 
lin desnaturalizarlos, y, como consecuencia de aquella in-
terpretación y de esta apreciación, rechazar las pretensio-
nes de los intimantes ; que, por lo tanto, el primer medio ca-
rece de fundamento y debe, por ello, ser rechazado; 

Considerando, respecto del segundo medio: que en éste 
alegan los intimantes que en la sentencia impugnada se in-
currió en la "violación del principio del doble grado de juris-
dicción" y en "exceso de poder", porque "los recurrentes 
formularon sus conclusiones ante el Tribunal Superior de 
Tierras, pidiendo simplemente que se ordenara o autorizara 
el nuevo juicio de la demanda en rescisión, que se designa-. 
ra un juez para que conociese en Jurisdicción Original del 
fondo,de la demanda intentada por ellos y que, finalmente, 
como una consecuencia natural y forzosa de todo esto, se 
sobreseyera el procedimientp encaminado al saneamiento de 
la parcela, pendiente entonces del juicio en revisión que de-
bía efectuar el Tribunal Superior de Tierras", y "el Tribu-
hal Superior de Tierras, en vez de designar un juez de Ju-
risdicción Original, como le fué pedido, para que decidiera 
cn primera instancia si procedía o no la demanda en resci-
sión por causa de lesión, y darle así a dicha demanda los dos 
grados de jurisdicción que obligatoriamente tenía que reco-
rrer, se apoderó del conocimiento de esa demanda y la de-
claró improcedente"; pero, 

Considerando, que al estar apoderado, el Tribuna_ l Su-
perior de Tierras, de la revisión de la Decisión No. 1 dicta_ 
da por, el Juez de Jurisdicción Original sobre la Parcela No. 
87 del Distrito Catastral No. 2 (Dos), Distrito de Santo Do-
mingo, Sección de La Esperilia, Lugar de Mata Hambre, 
dicho Tribunal Superior estaba capacitado, legalmente, pa- 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se_ 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Llube-
res Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día diecinueve del mes de 
junio de mil novecientos cuarenta y seis, año 103" de la In-
dependencia, 83 9  de la Restauración y 171' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto plr Federico 
Marte, dominicano, mayor de edad, casao, age'cultor, do-
miciliado en la sección de "Guaniábano", risdicción de la 
común de Higüey, portador de la cédula personal de identi-
dad número 5343, serie 28, con sello de renovación número 
186989 para 1945, contra sentencia del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, dictada 
en sus atribuciones correccionales, en fecha veinte de no-
viembre de mil novecientos cuarenta y cinco; 

• 
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ra conocer del fondo de las pretensiones de los actuales in-
timantes, a cuya sola anterior falta de comparecencia era 
atribuible el que el asunto no hubiera sido suscitado du_ 
cante el apoderamiento del Juez de Jurisdicción Original, 
como lo establece el fallo atacado; que al haber sido pro_ 
mulgada la Ley de Registro de Tierras, todas las disposicio-
nes legales anteriores, inclusive  los artículos 1674 y 1676 
del Código Civil, quedaron virtualmente modificadas o de-
rogadas para lo relativo a la materia regida por dicha Ley 
ra Registro de Tierras en cuanto, la aplicación de ésta lo hi-
ciera indispensable; que si por consecuencia de los nuevos 
cánones legales y de la negligencia de alguien llamado a 
comparecer ante el primer Juez del Tribunal de Tierras por 
los avisos que publique dicho Tribunal de Tierras, resulta, 
como en el presente caso, que una reclamación que pudo ser 
presentada en jurisdicción original y no lo fué, y sólo es so-
metida cuando del proceso de saneamiento deba conocer e[ 
Tribunal Superior y por ello éste sea el que la conozca y de-
cida lo procedente acerca de tal reclamación, se trata de 
consecuencias de la ley vigente y nó de la violación de la 
misma ni de disposiciones legales anteriores, ni de vicio al-
guno de exceso de poder; que, como consecuencia de cuanto 
ha sido expuesto, el segundo y último medio debe ser recha-
zado lo mismo que el primero; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto, por Antonio Ruiz Rodríguez y compartes, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
treinta de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo 
dispositivo ha sido copiádo en otro lugar del presente fa-
llo; y Segundo: condena a dichos intimantes al pago de las 
costas, con distracción en favor del abogado del intimado, 
Licenciado Alfonso Mieses V., quien ha afirmado haberlas 
avanzado. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F-
'rayares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq'. E. Salazar h.— Pe- 

dro Troncos() Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 



  

BOLETIN JUDICIAL 	 388 

   
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

itiorF 	En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Llube. 
res Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día diecinueve del mes de 
junio de mil novecientos cuarenta y seis, año 103'.' de la In-
dependencia, 83° de la Restauración y 17Q de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casacilai, la 
"iguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto p -a. Federico 
Marte, dominicano, mayor de edad, casa , age'cultor, do-
miciliado en la sección de "Guaniábano", Iturisdimión de la 
común de Higüey, portador de la cédula personal de identi-
dad número 5343, serie 28, con sello de renovación número 
186989 para 1945, contra sentencia del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, dictada 
en sus atribuciones correccionales, en fecha veinte de no-
viembre de mil novecientos cuarenta y cinco; 

387 	 BOLETÍN JUDICIAL 

ra conocer del fondo de las pretensiones de los actuales in-
timantes, a cuya sola anterior falta de comparecencia era 
atribuible el que el asunto no hubiera sido suscitado du-
rante el apoderamiento del Juez de Jurisdicción Original, 
como  lo  establece el fallo atacado; que al haber sido pro_ 
mulgada la Ley de Registro de Tierras, todas las disposicio-
nes legales anteriores, inclusive los artículos 1674 y 1676 
del Código Civil, quedaron virtualmente modificadas o de-
rogadas para lo relativo a la materia regida por dicha Ley 
re Registro de Tierras en cuanto, la aplicación de ésta lo hi-
ciera indispensable; que si por consecuencia de los nuevos 
cánones legales y de la negligencia de alguien llamado a 
comparecer ante el primer Juez del Tribunal de Tierras por 
los avisos que publique dicho Tribunal de Tierras, resulta, 
como en el presente caso, que una reclamación que pudo ser 
presentada en jurisdicción original y no lo fué, y sólo es so-
metida cuando del proceso de saneamiento deba conocer el 
Tribunal Superior y por ello éste sea el que la conozca y de-
cida lo procedente acerca de tal reclamación, se trata de 
consecuencias de la ley vigente y nó de la violación de la 
misma ni de disposiciones legales anteriores, ni de vicio al-
guno de exceso de poder; que, como consecuencia de cuanto 
ha sido expuesto, el segundo y último medio debe ser recha-
zado lo mismo que el primero; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto, por Antonio Ruiz Rodríguez y compartes, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
treinta de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-
lo; y Segundo: condena a dichos intimantes al pago de la', 
costas, con distracción en favor del abogado del intimado, 
Licenciado Alfonso Mieses V., quien ha afirmado haberlas 
avanzado. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
rfavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq'. E. Salazar h.— Pe- 
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dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez, Secretario General. 
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ra conocer del fondo de las pretensiones de los actuales in-

timantes, a cuya  sola anterior falta de comparecencia era 
atribuible el que el asunto no hubiera sido suscitado da_ 

rante el apoderamiento del Juez de Jurisdicción Original, 
como lo establece el fallo atacado; que al haber sido pro_ 
mulgada la Ley de Registro de Tierras, todas las disposicio-
nes legales anteriores, inclusive  los artículos 1674 y 1676 
del Código Civil, quedaron virtualmente modificadas o de-
rogadas para lo relativo a la materia regida por dicha Ley 
de Registro de Tierras en cuanta, la aplicación de ésta lo hi-
ciera indispensable; que si por consecuencia de los nuevos 
cánones legales y de la negligencia de alguien llamado a 
comparecer ante el primer Juez del Tribunal de Tierras por 
los avisos que publique dicho Tribunal de Tierras, resulta, 
como en el presente caso, que una reclamación que pudo ser 
presentada en jurisdicción original y no lo fué, y sólo es so-
metida cuando del proceso de saneamiento deba conocer el 
Tribunal Superior y por ello éste sea el que la conozca y de-
cida lo procedente acerca de tal reclamación, se trata de 
onsecuencias de la ley vigente y nó de la violación de la 

misma ni de disposiciones legales anteriores, ni de vicio al 
guno de exceso de poder; que, como consecuencia de cuanto 
ha sido expuesto, el segundo y último medio debe ser recha-
zado lo mismo que el primero; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto, por Antonio Ruiz Rodríguez y compartes, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
treinta de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-
lio ; y Segundo: condena a dichos intimantes al pago de las 
costas, con distracción en favor del abogado del intimado, 
Licenciado Alfonso Mieses V., quien ha afirmado haberlas 
avanzado. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Jon'. E. Salazar h.— Pe- 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la ,República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray. 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Llube-
res Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día diecinueve del mes de 
junio de mil novecientos cuarenta y seis, año 103" de la In-
dependencia, 83 9  de la Restauración y 17Q de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
, iguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto per Federico 
Marte, dominicano, mayor de edad, casaS o, age'cultor, do-
miciliado en la sección de "Guaniábano",u risdicción de la 
común de Higüey, portador de la cédula personal de identi-
dad número 5343, serie 28, con sello de renovación número 
186989 para 1945, contra sentencia del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, dictada 
en sus atribuciones correccionales, en fecha veinte de no.- 
viembre de mil novecientos cuarenta y cinco; 
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Vista el acta de declaración del recurso, levantada e) , 
fecha veinte de noviembre de mil novecientos cuarenta y 

cinco ; 

Oído el Magistr,do Juez Relator ; 

Oídoo el Magistrado Procurador General de la Repú-
blica, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su 

dictamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 76 de la Ley de Policía, 1382, 
1383 y 1384 del Código Civil, lo. y 71 de la Ley sobre Pro_ 
cedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada con el ath 

presente recurso consta, esencialmente: a) que_ habiendo si-
do sometido a la justicia el señor Luis Ortiz, por el hecho de 
vagancia de reses de su propiedad que ocasionaron daños 
en los trabajos agrícolas del señor Federico Marte, la Al-
caldía de la Común de Higüey, pronunció en fecha treinta 

de marzo de mil novecientos cuarenta y cuatro, sentencia 
mediante la cual descargó a Luis Ortiz de la infración que,  

se le imputaba, y desestimó la petición de Federico Marte; 
como parte civil, de que se le pagara una indemnización de 
$50.00 ; b) que, sobre el recurso de apelación interpuesto 
por Federico Marte, el Juzgado de Primera Instancia del 
Seybo pronunció sentencia en fecha veintisiete de noviem- . 
bre de mil novecientos cuarenta y cuatro, mediante la cual 
rechazó la apelación de la parte civil, "y desestimó las re-
clamaciones de ésta, por ser improcedentes, por falta de ca-
lidad del apelante para interponer tal recurso"; c) que, ha-

---biendo recurrido el señor Federico Marte en casación contra 
esta última sentencia, esta Suprema Corte de Justicia, por 
su fallo de fecha veintidós de junio de mil novecientos cua-
renta y cinco, casó la referida sentencia y envió el asunto 
ante el Juzgado de‘Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Altagracia; d) que, apoderado del caso este último  

juzgado de Primera Instancia, en virtud del envío dispues-
to por la Suprema Corte de Justicia, dicho Juzgado pronun-
ció, en fecha veinte de noviembre de mil novecientos cua-
renta y cinco, la sentencia impugnada con el presente re-
curso de casación, cuyo dispositivo es como sigue: "PRI-
MERO: que debe declarar, como en efecto declara, regular y 
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación deducido 
por el señor Federico Marte, en su calidad de parte civil 
constituida, y en cuanto a sus intereses privados, contra la 
sentencia pronunciada en fecha treinta de Marzo del año 
pasado de mil novecientos cuarenta y cuatro por la Alcal-
día de la Común de Higüey, cuyo es el dispositivo siguien-
te: PRIMERO: que debe descargar y descarga al nom-
brado Luis Ortiz, de generales conocidas, por no haber co-
metido el hecho que se le imputa; SEGUNDO: que debe des-
estimar y desestima la -petición del señor Federico Marte 

*reclamando el pago de una indemnización de $50.00 (Cin_ 
cuenta Pesos), por ser improcedente; TERCERO: que de-
be declarar y declara las costas de oficio"; SEGUNDO: que 
confirmando sobre este aspecto la dicha sentencia apelada 
y obrando además por propio imperio, debe rechazar, como 
( n efecto rechaza, por improcedente y mal fundada, la de-
rnanda al pago de una indemnización de Cincuenta Pesos, 
Moneda de Curso Legal, formulada por la parte civil consti_ 
tuída señor Federico Marte, en contra del señor Luis Ortiz, 
a título de reparación de daños y perjuicios materiales cau-
sádoles por unas animales, propiedad de este último, que 
,e introdujeron en sus labores agrícolas de la sección de 
"Guaniábano", de la común de Higüey ; TERCERO: que 
debe condenar, como en efecto condena, a la dicha parte ci-
vil constituida, el repetido señor Federico Marte, al pago de 
las costas, declarándose distraídas las de naturaleza civil en 
provecho del Licdo. Almanzor Beras, abogado defensor 
del expresado señor Luis Orbes por declarar haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

• Considerando, que, al interponer su recurso, el recu- 
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Vista el acta de declaración del recurso, levantada eii 
fecha veinte de noviembre de mil novecientos cuarenta \ 

cinco; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oídoo el Magistrado Procurador General de la Repú-
blica, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su 

dictamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell_ 
Merado, y vistos los artículos 76 de la Ley de Policía, 1382, 
1383 y 1384 del Código Civil, lo. y 71 de la Ley sobre Pro.. 
cedimiento de Casación ; 

Considerando, que en la sentencia impugnada con el 
presente recurso consta, esencialmente: a) que_ habiendo si-
do sometido a la justicia el señor Luis Ortiz, por el hecho de 
vagancia de reses de su propiedad que ocasionaron daños 
en los trabajos agrícolas del señor Federico Marte, la Al-
caldía de la Común de Higüey, pronunció en fecha treinta 
de marzo de mil novecientos cuarenta y cuatro, sentencia 
mediante la cual descargó a Luis Ortiz de la infración que 
se le imputaba, y desestimó la petición de Federico Marte; 
como parte civil, de que se le pagara una indemnización de 
$50.00; b) que, sobre el recurso de apelación interpuesto 
por Federico Marte, el Juzgado de Primera Instancia del 
Seybo pronunció sentencia en fecha veintisiete de noviem-
bre de mil novecientos cuarenta y cuatro, mediante la cual 
rechazó la apelación de la parte civil, "y desestimó las re-
clamaciones de ésta, por ser improcedentes, por falta de ca-
lidad del apelante para interponer tal recurso"; c) que, ha-

-liendo recurrido el señor Federico Marte en casación contra 
esta última sentencia, esta Suprema Corte de Justicia, por 
su fallo de fecha veintidós de junio de mil novecientos cua-
renta y cinco, casó la referida sentencia y envió el asunto 
ante el Juzgado de' Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Altagracia; d) que, apoderado del caso este último 

juzgado de Primera Instancia, en virtud del envío dispues-
to por la Suprema Corte de Justicia, dicho Juzgado pronun-
ejó, en fecha veinte de noviembre de mil novecientos cua--
renta y cinco, la sentencia impugnada con el presente re-
curso de casación, cuyo dispositivo es como sigue: "PRI-
MERO: que debe declarar, corno en efecto declara, regular y 
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación deducido 
por el señor Federico Marte, en su calidad de parte civil 
constituida, y en cuanto a sus intereses privados, contra la 
sentencia pronunciada en fecha treinta de Marzo del año 
pasado de mil novecientos cuarenta y cuatro por la Alcal-
día de la Común de Higüey, cuyo es el dispositivo siguien-
te: PRIMERO: que debe descargar y descarga al nom-
brado Luis Ortiz, de generales conocidas, por no haber co- 
metido el hecho que se le imputa ; SEGUNDO: que debe des-"- 
estimar y desestima la -petición del señor Federico Marte 

11' reclamando el pago de una indemnización de $50.00 (Cin_ 
cuenta Pesos), por ser improcedente; TRCERO: que de-
be declarar y declara las costas de oficio"; SEGUNDO: que 
confirmando sobre este aspecto la dicha sentencia apelada 
y obrando además por propio imperio, debe rechazar, como 
cn efecto rechaza, por improcedente y mal fundada, la de-
manda pago de una indemnización de Cincuenta Pesos, 
Moneda de Curso Legal, formulada por la parte civil consti_ 
tuída señor Federico Marte, en contra del señor Luis Ortiz, 
a título de reparación de daños y perjuicios materiales cau-
sádoles por unas animales, propiedad de este último, que 
:e introdujeron en sus labores agrícolas de la sección de 
"Guaniábano", de la común de Higüey ; TERCERO: que 
debe condenar, como en efecto condena, a la dicha parte ci-
vil constituida, el repetido señor Federico Marte, al pago de 
las costas, declarándose distraídas las de naturaleza civil en 
provecho del Licdo. J. Almanzor Beras, abogado defensor 
del expresado señor Luis Orleigl  por declarar haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando, que, al interponer su recurso, el recu- 

11, 
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rrente manifestó "que los motivos en que funda el presen_ 
te recurso serán aducidos en su oportunidad por ante la H o. 
norable Suprema Corte de Justicia" ; que, no habiendo el 
recurrente sometido escrito alguno contentivo de los anun_ 
ciados medios, a su recurso hay que atribuirle un alcance 
total ; 

Considerando, que el Juzgado de Primera Instancia de 
La Altagracia se fundó, esencialmente, para desestimar la 
demanda de indemnización de la parte civil, en que, aunque 
dicho tribunal "ha llegado a la convicción de que, cierta_ 
mente, un número de reses de crianza de catorce a dieci-
nueve más o menos, de la propiedad del señor Luis Ortiz, se 
introdujo en la agricultura del señor Federico Marte", ese 
hecho ocurrió "por consecuencia directa de un fuego que 
destruyó el mismo día parte de la empalizada de alambre 
de púas que separaba las propiedades respectivas de las par... 
tes en causa", fuego que fué "obra inconsulta y voluntaria 
del señor José Rodríguez, a quien se le atibruye en el pro-
ceso la calidad de guardián, con derecho a explotación, de , 

 toda esa parcela de terreno, otorgádale por su propietario. 
e) señor Juan de la Cruz Montes de Oca"; no siendo impu-
table tal hecho, en consecuencia, ni al inculpado Luis Ortiz 
"ni a su encargado Pedro Ortiz" ; que en vista de esas com-
probaciones el Juzgado de La Altagracia ha establecido en 
la sentencia impugnada que "el señor Luis Ortiz no puede 
ser declarado responsable de los daños ocasionados por reses 
de su propiedad a la agricultura del apelante Federico Mar.: 
te", "porque la existencia comprobada de una falta por ac-
tos de comisión o de omisión, a cargo suyo o de su encarga-
do señor Pedro Ortiz, se encuentra en el caso suplantada 
o excluída por un acontecimiento extraño en absoluto a su 
voluntad o a la de este último y fuera del alcance de toda - 
posible y razonable previsión por parte de uno cualquiera 
de los dos"; 

Considerando, que los jueces del fondo aprecian sobe-
ranamente la materialidad de los hechos puestos a cargo 
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del inculpado, y que tienen asimismo un poder soberano pa-
ra  apreciar tales hechos de acuerdo con la ponderación que 
bagan de los medios de prueba regularmente aportados a 
la causa ; que, en la especie, el Juzgado de La Altagracia 
hizo un uso correcto de esos poderes, al decidir, sin incurrir 
en ninguna forma en desnaturalización de los hechos que 
Luis Ortiz no es culpable de la infracción prevista 37 .  pena-
da en el artículo 76 de la Ley de Policía ; 

Por tales motivos, y no adoleciendo la sentencia impug-
nada de ningún vicio de forma o de fondo que pueda ameri_ 
tax su casación, PriMero: rechazar el recurso de casación 
interpuesto por Federico Marte, contra sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagra-
cia de fecha veinte de noviembre de mil novecientos cua-
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: condena al recurrente al pa-
go de las costas. 11 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq E. Salazar h.—Pe-
ro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. AL 
arez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
encia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

irmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez: 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
tuja, regularmente constitída por los Jueces Licenciados 
(lan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
rimer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo. Se- 
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rrente manifestó "que los motivos en que funda el presea_ 
te recurso serán aducidos en su oportunidad por ante la Ho-
norable Suprema Corte de Justicia" ; que, no habiendo el 
recurrente sometido escrito alguno contentivo de los anun_ 
ciados medios, a su recurso hay que atribuirle un alcance 
total ; 

Considerando, que el Juzgado de Primera Instancia de 
La Altagracia se fundó, esencialmente, para desestimar la 
demanda de indemnización de la parte civil, en que, aunque 
dicho tribunal "ha llegado a la convicción de que, cierta_ 
mente, un número de reses de crianza de catorce a dieci-
nueve más o menos, de la propiedad del señor Luis Ortiz, se 
introdujo en la agricultura del señor Federico Marte", ese 
hecho ocurrió "por consecuencia directa de un fuego que 
destruyó el mismo día parte de la empalizada de alambre 
de púas que separaba las propiedades respectivas de las par, 
tes en causa", fuego que fué "obra inconsulta y voluntaria 
del señor José Rodríguez, a quien se le atibruye en el pro-
ceso la calidad de guardián, con derecho a explotación, de 
toda esa parcela de terreno, otorgádale por su propietario. 
el señor Juan de la Cruz Montes de Oca"; no siendo impu-
table tal hecho, en consecuencia, ni al inculpado Luis Ortiz 
"ni a su encargado Pedro Ortiz" ; que en vista de esas com-
probaciones el Juzgado de La Altagracia ha establecido en 
la sentencia impugnada que "el señor Luis Ortiz no puede 
ser declarado responsable de los daños ocasionados por reses 
de su propiedad a la agricultura del apelante Federico Mar 
te", "porque la existencia comprobada de una falta por ac-
tos de comisión o de omisión, a cargo suyo o de su encarga-
do señor Pedro Ortiz, se encuentra en el caso suplantada 
o excluída por un acontecimiento extraño en absoluto a su 
voluntad o a la de este último y fuera del alcance de toda - 
posible y razonable previsión por parte de uno cualquiera 
de los dos"; 

Considerando, que los jueces del fondo aprecian sobe-
ranamente la materialidad de los hechos puestos a cargo 
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del inculpado, y que tienen asimismo un poder soberano pa-
ra apreciar tales hechos de acuerdo con la ponderación que 
bagan de los medios de prueba regularmente aportados a 
la causa; que, en la especie, el Juzgado de La Altagracia 
hizo un uso correcto de esos poderes, al decidir, sin incurrir 
en ninguna forma en desnaturalización de los hechos que 
Luis Ortiz no es culpable de la infracción prevista y pena-
da en el artículo 76 de la Ley de Policía ; 

Por tales motivos, y no adoleciendo la sentencia impug-
nada de ningún vicio de forma o de fondo que pueda ameri_ 
tar su casación, PriMero: rechazar el recurso de casación 
interpuesto por Federico Marte, contra sentencia del Juzga._ 
,4ode Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagra-

ut de fecha veinte de noviembre de mil novecientos cua-
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: condena al recurrente al pa- 
go de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq E. Salazar h.—Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-varez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
iencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
rtifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez: 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de .1 us 
ida, regularmente constitída por los Jueces Licenciados 
uan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
rimer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo. Se- 
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rrente manifestó "que los motivos en que funda el preser_ 
te recurso serán aducidos en su oportunidad por ante la Ho-
norable Suprema Corte de Justicia" ; que, no habiendo el 
recurrente sometido escrito alguno contentivo de los anun_ 
ciados medios, a su recurso hay que atribuirle un alcance 
total; 

Considerando, que el Juzgado de Primera Instancia 
La Altagracia se fundó, esencialmente, para desestimar la 
demanda de indemnización de la parte civil, en que, aunque 
dicho tribunal "ha llegado a la convicción de que, cierta... 
mente, un número de reses de crianza de catorce a dieci-
nueve más o menos, de la propiedad del señor Luis Ortiz, se 
introdujo en la agricultura del señor Federico Marte", ese , 

hecho ocurrió "por consecuencia directa de un fuego que 
destruyó el mismo día parte de la empalizada de alambre 
de púas que separaba las propiedades respectivas de las par_ 
tes en causa", fuego que fué "obra inconsulta y voluntaria 
del señor José Rodríguez, a quien se le atibruye en el pro-
ceso la calidad de guardián, con derecho a explotación, ch 
toda esa parcela de terreno, otorgádale por su propietario 
el señor Juan de la Cruz Montes de Oca"; no siendo impu.. 
table tal hecho, en consecuencia, ni al inculpado Luis Ortiz 
"ni a su encargado Pedro Ortiz" ; que en vista de esas com-
probaciones el Juzgado de La Altagracia ha establecido en 
la sentencia impugnada que "el señor Luis Ortiz no pued , ' 
ser declarado responsable de los daños ocasionados por reses 
de su propiedad a la agricultura del apelante Federico Mar-
te", "porque la existencia comprobada de una falta por ac-
tos de comisión o de omisión, a cargo suyo o de su encarga-
do señor Pedro Ortiz, se encuentra en el caso suplantada 
o excluída por un acontecimiento extraño en absoluto a su 
voluntad o a la de este último y fuera del alcance de toda 
posible y razonable previsión por parte de uno cualquiera 
de los dos"; 

Considerando, que los jueces del fondo aprecian sobe-
ranamente la materialidad de los hechos puestos a cargo 
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del inculpado, y que tienen asimismo un poder soberano pa-
ra  apreciar tales hechos de acuerdo con la ponderación que 
bagan de los medios de prueba regularmente aportados a 
la causa ; que, en la especie, el Juzgado de La Altagracia 
hizo un uso correcto de esos poderes, al decidir, sin incurrir 
en -ninguna forma en desnaturalización de los hechos que 
Luis Ortiz no es culpable de la infracción prevista y pena-
da en el artículo 76 de la Ley de Policía ; 

Por tales motivos, y no adoleciendo la sentencia impug-
nada de ningún vicio de forma o de fondo que pueda ameri._ 
tar su casación, PriMero: rechazar el recurso de casación 
interpuesto por Federico Marte, contra sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagra-
cia de fecha veinte de noviembre de mil novecientos cua 
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: condena al recurrente al pa-
go de las costas. • 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.-- Leoncio Ramos.— Joaq E. Salazar h.—Pe-
dro Troncoso. Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al_ 
varen, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
ciencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
:firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez: 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus. 
ida, regularmente constitída por los Jueces Licenciados 
uan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
rimen Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo. Se- 
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,I.r,undo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín p 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Llubere s. 

 Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distr it , 
de Santo Domingo, hoy día diecinueve del mes de junio d e 

 mil novecientos cuarenta y seis, año 1039 de la Independen_ 
cia, 83° de la Restauración y 17" de la Era de Trujillo, dict a 

 en audiencia pública como corte de casación, la siguient,, 
c.entencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Suce-
sores de Baltazara de Castro, señores Nicolasa de Casta, 
cédula personal de identidad No. 4971, serie 25, sello de Ren_ 
tas Internas No. 237897, Francisco de Castro y Rafael Gon 
zález, cesionario éste de los derechos de Gregoria de Cas-
tro, residentes y domiciliados en la sección de Campiña, ju-
risdicción de la Provincia del Seybo, 'portadores los dos úl-
timos, de, las cédulas personales de identidad No. 1894, serie 
25, sello de Rentas Internas No. 1404 y No. 7611, serie 23, 
sello de Rentas Internas No. 171780, contra sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras, de fecha veintitres de junio 
de mil novecientos cuarenta y cinco; 

Visto el Meníorial de Casación presentado por los Li-
cenciados Miguel Campillo Pérez, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 12353, serie 1, con sello de renova-
ción No. 935, y Felipe Cartagena N., portador de la cédula 
personal de identidad No. 1657, serie 1, con sello de reno-
vación No. 7274, abogados de los recurrentes, memorial en 
que se alegan las violaciones de la ley que después se dirán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por los Li-
cenciados Julio F. Peynado, portador de la cédula personal 
de identidad No. 7687, serie 1, con sello de renovación No. 
89, y Manuel Vicente Feliú, portador de la cédula personal 
cie identidad No. 1196, serie 23, con sello de renovación 528, 
abogados de la parte intimada Señor Rosendo Pineda ; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Doctor 
gnacio J. González M., portador de la cédula personal de 
dentidad No. 26628, serie 1, con sello de Rentas Internas 
o. 402, abogado de otra parte intimada, señora Micaela 

Mejía Viuda Pineda; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado Felipe A. Cartagena N., quien por 
sí y por el Licenciado Miguel Campillo Pérez, portadores,. 
espectivamente, cLi las cédulas personales número 12353, 

serie la. y No. 1657, serie 1, renovadas con sellos No. 935 y 
1274, abogados de la parte intimante, depositó un memo-
rial de ampliación y dió lectura a sus conclusiones; 

Oído el Licenciado Enrique Sánchez González, portador 
de la cédula personal de identidad No. 242, serie 1, con sello 
de Rentas Internas No. 402, quien en representación de los 
Licenciados Julio F. Peynado y Manuel Vicente Feliú, abo-
1,ados del intimado Rosendo Pineda, dió lectura a sus con... 
clusiones y depositó un memorial de ampliación; 

Oído el Doctor Ignacio J. González M., abogado de la 
intimada Micaela Mejía viuda Pineda, que depositó un me-
morial de ampliación, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su die_ 
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
r rado, y vistos los artículos 1033, reformado, del Código de. 

Procedimiento Civil, 66, 70 y 144 de la Ley de Registro de 
1f Tierras, y lo., 5o., 7o., 71 y 73 de la Ley sobre Procedimien- 

to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lot 
siguiente; a) que, en relación con el saneamiento de los te-- 

II 
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gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluber 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrj, 
de Santo Domingo, hoy día diecinueve del mes de junio d e 

 mil novecientos cuarenta y seis, año 1039  de la Independen. 
cia, 83 9  de la Restauración y 179 de la Era de Trujillo, dieta 
en audiencia pública como corte de casación, la siguierib, 
centencia: 	 41, 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Suce-
sores de Baltazara de Castro, señores Nicolasa de Casta, 
cédula personal de identidad No. 4971, serie 25, sello de Ren. 
las Internas No. 237897, Francisco de Castro y Rafael Gon 
zález, cesionario éste de los derechos de Gregoria de Cas_ 
taro, residentes y domiciliados en la sección de Campiña, ju-
risdicción de la Provincia del Seybo, "portadores los dos úl-
timos, de las cédulas personales de identidad No. 1894, serie 
25, sello de Rentas Internas No. 1404 y No. 7611, serie 23, 
sello de Rentas Internas No. 171780, contra sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras, de fecha veintitres de junio 
de mil novecientos cuarenta y cinco; 

Visto el Merriorial de Casación presentado por los Li-
cenciados Miguel Campillo Pérez, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 12353, serie 1, con sello de renova-
ción No. 935, y Felipe Cartagena N., portador de la cédula 
personal de identidad No. 1657. serie 1, con sello de reno-
vación No. 7274, abogados de los recurrentes, memorial en 
que se alegan las violaciones de la ley que después se dirán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por los Li-
cenciados Julio F. Peynado, portador de la cédula personal 
de identidad No. 7687, serie 1, con sello de renovación No. 
89, y Manuel Vicente Feliú, portador de la cédula personal 
de identidad No. 1196, serie 23, con sello de renovación 528, 
abogados de la parte intimada Señor Rosendo Pineda ; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Doctor 
gnacio J. González M., portador de la cédula personal de 
dentidad No. 26628, serie 1, con sello de Rentas Internas 
o. 402, abogado de otra parte intimada, señora Micaela 
ejía Viuda Pineda; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado Felipe A. Cartagena N., quien por 
sí y por el Licenciado Miguel Campillo Pérez, portadores,. 
i espectivamente, las cédulas personales número 12353, 
serie la. y No. 1657, serie 1, renovadas con sellos No. 935 y 
1274, abogados de la parte intimante, depositó un memo-
rial de ampliación y dió lectura a sus conclusiones; 

Oído el Licenciado Enrique Sánchez González, portador 
de la cédula personal de identidad No. 242, serie 1, con sello 
de Rentas Internas No. 402, quien en representación de los 
Licenciados Julio F. Peynado y Manuel Vicente Feliú, abo-
gados del intimado Rosendo Pineda, dió lectura a sus con._ 
clusiones y depositó un memorial de ampliación ; 

Oído el Doctor Ignacio J. González M., abogado de la 
intimada Micaela Mejía viuda Pineda, que depositó un me-
morial de ampliación, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dic-
tamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 
r rado, y vistos los artículos 1033, reformado, del Código de, 

Procedimiento Civil, 66, 70 y 144 de la Ley de Registro de 
Tierras, y lo., 5o., 7o., 71 y 73 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta b 
siguiente : a) que, en relación con el saneamiento de los te- 
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-renos correspondientes al Distrito Catastral No. 2, octava 
parte, o sea una porción del Sitio de "Campiña", común de 
Ramón Santana, Provinca de San Pedro de Macorís, el Tri-
bunal de Tierras, en jurisdicción original, dictó en fecha 
diez de febrero de mil novecientos veintiseis una decisión 
que decía así en su dispositivo: "Las parcelas números 352, 

 354, 355, 359, 360, 361, 363, 364, 365 y 370 se consideran 
como formando parte de los terrenos de "Campiña" hasta 
que se efectúe la partición"; b) que por su decisión de fecha 
once de abril de mil novecientos veintiocho, relativa a los 
mismos terrenos, el Tribunal Superior de Tierras dispuso: 
"Respecto de la Parcela No. 360, que se haga constar un 
derecho de preferencia de acuerdo con el artículo 84 de la 
Ley de Registro de Tierras, a favor de José y Juana Pineda, 
del domicilio de la común del Seybo": e) que en fecha die_ 
eísiete de enero de mil novecientos cuarenta y cinco el Li 
cenciado Antonio M. de Lima elevó al Tribunal Superior de 
Tierras una instancia, a nombre de los señores Nicolasa de 
Castro, Francisco de Castro y Rafael González, que con_ 
cluía del modo siguiente: "Por tales motivos, y los que se 
aducirán ampliando estas conclusiones, los señores Nicolasa 
de Castro, hija de José de Castro; Francisco de Castro y 
Rafael González, cesionario de los derechos de Gregoria de 
Castro, miembros integrantes de la Sucesión de Baltazara 
de Castro, os piden respetuosamente, por mediación del abo-
gado suscribiente, que os plazca: Fijar una audiencia a fin 
de ser revisada por fraude la sentencia de fecha diez de fe-
brero de mil novecientos veintiseis, modificada por senten-
cia del once de abril de mil novecientos veintiocho, que de-
clara comunera la parcela 360 del D. C. No. 2, octava parte, 
Campiña, común y provincia del Seybo, y otorga un derecho 
de preferencia en provecho de José y Juana Pineda, a fin 
de probar el fraude y obtener la revocación de dicho dere-
cho de preferencia indebidamente otorgado; Adjudicar di-
cho derecho de preferencia en provecho de los miembros 
integrantes de la. Sucesión de Baltazara de Castro, previa 
presentación de las pruelas correspondientes"; d) que esta 

demanda de los litis-consortes Castro González fué discuti- 
da contradictoriamente con los herederos de José y Juana 
Pineda en la audiencia celebrada al efecto por el Tribunal 
Superior de Tierras el día veintiseis de abril de mil nove-
cientos cuarenta y cinco; e) que el Tribunal Superior de 
Tierras estatuyó sobre dicha demanda por su sentencia de 
fecha veintitres de Junio de mil novecientos cuarenta y cin-
co, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: QUE debe RECHA_ 
ZAR, como al efecto se RECHAZA, por infundada, la ac-
ción en revisión por causa de fraude, intentada en fecha 17 
de enero de 1945, por instancia suscrita por el licenciado 
Antonio M. de Lima, en nombre y representación de NI-
COLASA DE CASTRO, FRANCISCO DE CASTRO y RA-
FAEL GONZALEZ, contra la Decisión No. 4, rendida por 
el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 11 de abril de 
p928, en lo que respecta a la Parcela No. 360, Distrito Ca-
tastral No. 2-8a. Parte, Sitio de "La Campiña", Común y 
Provincia del Seybo; QUE debe CORREGIR, como al efec-
to se CORRIGE, el error de nombre del cual se hace men-
ción en el anterior considerando. El dispositivo es el siguien-
te: "e) Respecto de la parcela No. 360, para que se haga 
constar un derecho de preferencia de acuerdo con el Ar_ 
tículo 84 de la Ley de Registro de Tierras, a favor de José y Juana Pineda, del domicilio de la Común del Seybo"; 

Considerando que, no conformes con la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras cuyo dispositivo se acaba de 
transcribir, han interpuesto recurso de casación contra ella 
los señores Nicolasa de Castro, Francisco de Castro y Ra-
fael González, quienes articulan sus medios del modo si-
guiente: lo. Violación del artículo 70 de la Ley de Registro 
de Tierras; 2o. Violación del artículo 66 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; y 3o. Desnaturalización de los hechos de 
la causa ; 

Considerando que el Magistrado Procurador General de 
República ha opuesto al Presente recurso de casación un 
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rrenos correspondientes al Distrito Catastral No. 2, octava 
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Rafael González, cesionario de los derechos de Gregoria de 
Castro, miembros integrantes de la Sucesión de Baltazara 
de Castro, os piden respetuosamente, por mediación del abo-
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de ser revisada por fraude la sentencia de fecha diez de fe-
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integrantes de la Sucesión de Baltazara de Castro, previa 
presentación de las pruelas correspondientes"; d) que esta 

demanda de los litis-consortes Castro González fué discuti-
da contradictoriamente con los herederos de José y Juana 
Pineda en la audiencia celebrada al efecto por el Tribunal 
Superior de Tierras el día veintiseis de abril de mil nove-
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ción en revisión por causa de fraude, intentada en fecha 17 
de enero de 1945, por instancia suscrita por el licenciado 
Antonio M. de Lima, en nombre y representación de NI-
COLASA DE CASTRO, FRANCISCO DE CASTRO y RA-
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Y928, en lo que respecta a la _Parcela No. 360, Distrito Ca-
tastral No. 2-8a. Parte, Sitio de "La Campiña", Común y 
Provincia del Seybo; QUE debe CORREGIR, como al efec-
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ción en el anterior considerando. El dispositivo es el siguien-
te: "e) Respecto de la parcela No. 360, para que se haga 
constar un derecho de preferencia de acuerdo con el Ar_ 
tículo 84 de la Ley de Registro de Tierras, a favor de José y Juana Pineda, del domicilio de la. Común del Seybo" ; 

Considerando que, no conformes con la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras cuyo dispositivo se acaba de 
transcribir, han interpuesto recurso de casación contra ella 
los señores Nicolasa de Castro, Francisco de Castro y Ra-
lael González, quienes articulan sus medios del modo si-
guiente: lo. Violación del artículo 70 de la Ley de Registro 
de Tierras; 2o. Violación del artículo 66 de la Ley de Re-
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Considerando que el Magistrado Procurador General de 
J. República ha opuesto al Presente recurso de casación un 
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medio de inadmisión, fundado en los siguientes alegatos: 
"que, según resulta del examen de la sentencia , impugna_ 
da, ésta fué fijada en la puerta principal del edificio que 
ocupa el Tribunal de Tierras, en Ciudad Trujillo, el día 23 
de junio de 1945, y el recurso de casación fué hecho el 25 de 
agosto del mismo año; que, de acuerdo con el artículo 5o. de 
la Ley Sobre Procedimiento de Casación, el recurso de casa_ 
ción deberá contener todos los medios de su fundamento y 
se deducirá por medio de un memorial depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en los dos meses de 
la notificación de la sentencia; que, de conformidad con el 
artículo lo. de la Ley No. 1231, del año 1929, el plazo para 
Intentar recurso de casación contra los fallos del Tribunal 
Superior de Tierras se contará desde la fecha de su publi-
cación ; que, según la doctrina y la jurisprudencia del país 
de origen de nuestra legislación en el plazo de dos meses, que 
es franco según dispone el artículo 72 de la Ley sobre Pro.. 
cedimiento de Casación, no se cuenta el día de la notifica-
ción; que, por tanto. el plazo de dos meses dentro del cual se 
podía interponer recurso de casación contra la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha 23 de junio de 1945, 
venció el 24 de agosto del mismo año; que habiendo sido in_ 
terpuesto el presente recurso en fecha 25 de agosto, es ob-
vio que éste fué hecho fuera del plazo legal"; que, a su vez, 
la señora Micaela Mejía viuda Pineda, intimada en el pre-
sente recurso de casación, opone a éste un me—lío de caduci -
dad fundado en el siguiente alegato: que, habiéndose pro-
veído el auto de admisión del presente recurso en veintisie-
te de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, los treinta 
días dentro de los cuales debía hacerse el emplazamiento, 
conformidad con el artículo 7o. de la Ley sobre Procedi-
--liento de Casación. habían expirado el veintiocho de sep-
' iembre de mil novecientos cuarenta y cinco, fecha en que 
.Le fué notificado a ella el emplazamiento ; 

Considerando que la disposición del artículo 1033 dei 
Código de Procedimiento Civil, modificado por la ley No. 
296, de fecha 31 de mayo de 1940, según la cual los térmi_  

nos fijados para los emplazamientos, citaciones, instimacio_ 
Des y otros actos hechos a persona o a domicilio, son au-
mentados en razón de la distancia en la medida de un día 
por cada treinta kilómetros o fracción mayor de quince, es 
ena disposición de carácter general en el sentido de que 
puede ser invocada, no sólo por las personas a quienes son 
dirigidos los actos mencionados, sino también por aquéllas 
que están obligadas a notificarlos o a hacer su depósito o 
entrega en un plazo determinado; que, lejos de existir nin-
guna excepción derogatoria de esta regla en lo que concier-
ne a los plazos previstos en la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, el artículo 73 de ésta dispone, al contrario, que 
"los plazos que establece el procedimiento de casación y el 
término de la distancia se calcularán del mismo modo que 
los fijados en las leyes de procedimiento"; qua, por consi-
guiente, tanto el plazo de dos meses en que debe ser inter_ 
puesto el recurso de casación, como el de treinta días en 
que debe ser notificado el emplazamiento, de conformidad 
con los artículos 5o. y 7o., respectivamente, de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, son aumentados de pleno dere_ 
cho en razón de la distancia; 

Considerando que por los documentos de la ca usa ha 
quedado establecido que los señores Nicolasa de Castro, 
Francisco de Castro y Rafael González, intimantes en el pre-
ente recurso de casación, están domiciliados en la sección 

de Campiña, de la común del Seybo, que dista no menos de 
noventa kilómetros de Ciudad Trujillo, lugar en que los re-
currentes debían hacer el depósito del memorial introduc-
tivo de su recurso; que, al quedar así aumentado en no me_ 
nos de tres días el plazo de dos meses, que vencía normal-
mente el veinticuatro de agosto de mil novecientos cuaren_ 
ta y cinco, para deducir dicho recurso, y habiendo sido éste 
deducido el veinticinco de agosto de mil novecientos cua-
renta y cinco, o sea antes de vencerse el término suplemen-
tario de la distancia, resulta evidente que el presente re-
curso de casación no fué interpuesto tardíamente; razón por 
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medio de inadmisión, fundado en los siguientes alegatos: 
"que, según resulta del examen de la sentencia, impugna_ 
da, ésta fué fijada en la puerta principal del edificio qu e 

 ocupa el Tribunal de Tierras, en Ciudad Trujillo, el día 23 
de junio de 1945, y el recurso de casación fué hecho el 25 de 
agosto del mismo año; que, de acuerdo con el artículo 5o. de 
la Ley Sobre Procedimiento de Casación, el recurso de casa_ 
ción deberá contener todos los medios de su fundamento y 
se deducirá por medio de un memorial depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en los dos meses de 
la notificación de la sentencia; que, de conformidad con 
artículo lo. de la. Ley No. 1231, del año 1929, el plazo para 
intentar recurso de casación contra los fallos del Tribunal 
Superior de Tierras se contará desde la fecha de su publi_ 
cación ; que, según la doctrina y la jurisprudencia del país 
de origen de nuestra legislación en el plazo de dos meses, que 
es franco según dispone el artículo 72 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, no se cuenta el día de la notifica-
ción; que, por tanto. el plazo de dos meses dentro del cual se 
podía interponer recurso de casación contra la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha 23 de junio de 1945, 
venció el 24 de agosto del mismo año; que habiendo sido in-
terpuesto el presente recurso en fecha 25 de agosto, es ob. 
vio que éste fué hecho fuera del plazo legal"; que, a su vez, 
la señora Micaela Mejía viuda Pineda, intimada en el pre-
sente recurso de casación, opone a éste un mcjio de caduci_ 
dad fundado en el siguiente alegato: que, habiéndose pro-
veído el auto de admisión del presente recurso en veintisie-
te de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, los treinta 
días dentro de los cuales debía hacerse el emplazamiento, ch. 
conformidad con el artículo 7o. de la Ley sobre Procedí-
-ciento de Casación. habían expirado el veintiocho de sep-
' iembre de mil novecientos cuarenta y cinco, fecha en que 
_Le fué notificado a ella el emplazamiento; 

Considerando que la disposición del artículo 1033 de 
Código de Procedimiento Civil, modificado por la ley No. 
296, de fecha 31 de mayo de 1940, según la cual los térml_ 
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nos fijados para los emplazamientos, citaciones, instimacio_ 
Des y otros actos hechos a persona o a domicilio, son au-
mentados en razón de la distancia en la medida de un día 
por cada treinta kilómetros o fracción mayor de quince, es 
rna disposición de carácter general en el sentido de que 
puede ser invocada, no sólo por las personas a quienes son 
dirigidos los actos mencionados, sino también por aquéllas 
que están obligadas a notificarlos o a hacer su depósito o 
entrega en un plazo determinado; que, lejos de existir nin-
guna excepción derogatoria de esta regla en lo que concier-
ne a los plazos previstos en la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, el artículo 73 de ésta dispone, al contrario, que 
"los plazos que establece el procedimiento de casación y el 
término de la distancia se calcularán del mismo modo que 
;os fijados en las leyes de procedimiento"; qua, por consi_ 
guiente, tanto el plazo de dos meses en que debe ser inter-
puesto el recurso de casación, como el de treinta días en 
que debe ser notificado el emplazamiento, de conformidad 
con los artículos 5o. y 7o., respectivamente, de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, son aumentados de pleno dere_ 
cho en razón de la distancia; 

Considerando que por los documentos de la causa ha 
quedado establecido que los señores Nicolasa de Castro, 
Francisco de Castro y Rafael González, intimantes en el pre 
sente recurso de casación, están domiciliados en la sección 
de Campiña, de la común del Seybo, que dista no menos de 
noventa kilómetros de Ciudad Trujillo, lugar en que los re-
currentes debían hacer el depósito del memorial introduc-
tivo de su recurso; que, al quedar así aumentado en no me_ 
nos de tres días el plazo de dos meses, que vencía normal-
mente el veinticuatro de agosto de mil novecientos cuaren_ 
ta y cinco, para deducir dicho recurso, y habiendo sido éste 
deducido el veinticinco de agosto de mil novecientos cua-
renta y cinco, o sea antes de vencerse el término suplemen-
tario de la distancia, resulta evidente que el presente re-
curso de casación no fué interpuesto tardíamente; razón por 
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la cual se debe desestimar el medio de 5nadmisión propues-
to al respecto por el Magistrado Procurador General de la 
República ; 

Considerando que por los documentos de la causa ha 
euedado igualmente establecido que la señora Micaela Me_ 
jia viuda Pineda está domiciliada en Ciudad Trujillo, o sea 
o una distancia no menor de noventa kilómetros del lugar 
en que están domiciliados los recurrentes; que, siendo así, 
el plazo de treinta días contados a partir del proveimiento 
del auto de admisión, fechado en el presente caso el veinti-
siete de agosto de mil novecientos cuarenta y cinco, y den_ 
tro del cual debía ser emplazada la señora Mejía viuda Pi-
neda, quedó aumentado de derecho en no menos de tres días 
c-n razón de la distancia que media entre el domicilio de di-
cha intimada y el de los intimantes ; que, por consiguiente, 
el emplazamiento hecho a la señora Mejía viuda Pineda en 
su domicilio de Ciudad Trujillo el día veintiocho de septiem-
bre de mil novecientos cuarenta y cinco, no fué notificado 
tardíamente; razón por la cual se debe desestimar el medio 
de caducidad propuesto por dicha señora ; 

EN CUANTO AL PRIMER MEDIO DEL RECURSO: 

Considerando que, en sustentación de este medio, los 
recurrentes alegan lo siguiente: que "la sentencia recurri-
da ha violado el artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, 
porque el juez o el tribunal acogió como argumento, para 
rechazar la demanda de revisión, las circunstancias de que 
no fué probado el fraude del artículo 70 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, y contra esa apreciación los señores Ni.. 
colasa de Castro, Francisco de Castro y Rafael González, 
en su ya expresadas calidades, tienen que observar lo si-
gmiente: que sí hay una violación de ese artículo 70 en la 
f,en tencia recurrida, puesto que, cemo se demostró en los 
expedientes de la causa, los señores que obtuvieron un de-
recho de preferencia sobre la parcela No. 360 del Distrito 
Catastral No. 2, octava parte, silenciaron u omitieron expli- 
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car o decir al agrimensor que iba a medir esas tierras, que 
allí había personas interesadas que poseín como herederos 
esas tierras"; 

Considerando que, aparte de que no se puede deducir 
en casación ningún agravio contra lo decidido por los jueces 
del fondo sobre el fundamento de que éstos han ponderado 
mal el valor y eficacia de las pruebas producidas en el deba-
te, toda vez que el ejercicio (le la facultad de apreciación 
de que ellos han sido investidos al respecto por la ley, no 
está, salvo el caso de desnaturalización, sujeto al poder de 
verificación de la Suprema Corte de Justicia, es manifiesto 
aue el hecho invocado por los litis-consortes Castro-González 
para justificar su demanda de revisión por fraude de la sen-
tencJa del Tribunal Superior de Tierras de fecha once de 
abril de mil novecientos veintiocho, o sea el hecho da que sus 
adversarios José y Juana Pineda "silenciaron u omitieron 
explicar o decir al agrimensor que iba a medir esas tierras, 
que allí había personas interesadas que poseían como he.. 
rederos", no podía servir de causa a una demanda de reví_ 
sión por fraude, tal como ésta aparece caracterizada en el 
artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras; porque, como 
acertadamente se afirma en la sentencia impugnada, "un 
reclamante que, habiendo sostenido debate contradictorio 
en el juicio de saneamiento, ha podido conocer las actuacio-
nes, mentiras y reticencias, y por negligencia no las ha com-
batido, no puede intentar el recurso de revisión, salvo que 
no las hubiese combatido por maniobras de la otra parte o 
de un tercero que obrara en concierto con ella" ; y no hay 
constancia en el fallo atacado, ni en ninguno de los docu-
mentos de la causa, de que en la instrucción de la demanda 
de revisión de los señores Castro y González se demostra-
ra en hecho, ni de que se tratara de demostrar siquiera, que 
la causante de los demandantes, señora Baltazara de Cas-
tro, no pudiera conocer durante el proceso de saneamiento 
de la parcela No. 360 del Distrito Catastral No. 2, octava 
porte, ni anteriormente, el hecho que ha servido de funda- 
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la cual se debe desestimar el medio de :nadmisión propues-
to al respecto por el Magistrado Procurador General de la 
República ; 
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EN CUANTO AL PRIMER MEDIO DEL RECURSO: 

Considerando que, en sustentación de este medio, los 
recurrentes alegan lo siguiente: que "la sentencia recurri-
da ha violado el artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, 
porque el juez o el tribunal acogió como argumento, para 
rechazar la demanda de revisión, las circunstancias de que 
no fué probado el fraude del artículo 70 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, y contra esa apreciación los señores Ni_ 
colasa de Castro, Francisco de Castro y Rafael González, 
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car o decir al agrimensor que iba a medir esas tierras, que 
allí había personas interesadas que poseí") como herederos 
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Considerando que, aparte de que no se puede deducir 
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en el juicio de saneamiento, ha podido conocer las actuacio-
nes, mentiras y reticencias, y por negligencia no las ha com-
batido, no puede intentar el recurso de revisión, salvo que 
no las hubiese combatido por maniobras de la otra parte o 
de un tercero que obrara en concierto con ella" ; y no hay 
constancia en el fallo atacado, ni en ninguno de los docu-
mentos de la causa, de que en la instrucción de la demanda 
de revisión de los señores Castro y González se demostra-
ra en hecho, ni de que se tratara de demostrar siquiera, que 
la causante de los demandantes, señora Baltazara de Cas-
tro, no pudiera conocer durante el proceso de saneamiento 
de la parcela No. 360 del Distrito Catastral No. 2, octava 
parte, ni anteriormente, el hecho que ha servido de funda- 
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mento a la demanda, esto es, el no haber José y Juana Pi-
neda denunciado al agrimensor Miguel A. Duvergé, al prac-
ticar éste la mensura del terreno litigioso en el año mil no-
vecientos doce, que "había allí personas interesadas que 
poseían como herederos de esas tierras"; ni hay tampoco 
constancia de que los demandantes Castro y González pro-
baran, ni de que trataran de probar siquiera, que su cau-
sante, Baltazara de Castro, no pudiera, en el juicio de sa-
neamiento, alegar la existencia del hecho señalado ahora 
como fraudulento, a causa de maniobras empleadas por sus 
adversarios o por terceros que estuvieran en connivencia 
con ellos; que, ,en consecuencia, al rechazar por tales mo-
tivos la demanda de revisión de los señores Castro y Gon-
zález, el Tribunal Superior de Tierras ha hecho en la sen_ 
tencia atacada una correcta aplicación del artículo 70 de 
la. Ley de Registro de Tierras, y el medio deducido de la vio-
lación de éste por los recurrentes, debe ser desestimado; 

EN CUANTO AL SEGUNDO MEDIO: 

Considerando que en el desarrollo de este medio los re• 
currentes alegan, esencialmente, lo siguiente: que "pues-
to que el artículo 66- de la Ley de Registro 44 Tierras esta-
blece claramente que el derecho de preferencia se acuerda 
cuando hay posesión y títulos de buena fe sobre un terreno, 
al 13 de diciembre de 1919... sobre esta cuestión el tribu-
nal a quo no hizo una justa apreciación, porque al tenor de 
los argumentos de la parte intimada, rechazó los medios de 
defensa que expusieron los intimantes, los cuales eran, con 
fundadas razones, que los Pineda nunca tuvieron posesión 
en esas tierras"; 

Considerando que el artículo 66 de la Ley de Registro 
de Tierras, cuya violación se invoca, dispone ,que "si se pre• 
senta una cuestión litigiosa respecto a un ?sismo terreno, 
y el Tribunal no pudiere determinar quien tiene el derecho, 
tendrán la preferencia las pretensiones de las personas que 
estuvieren en pacífica posesión y de buena fe el 13 de di._ 
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cimbre de 1919, fecha en que se suspendieron las leyes s.e. 
bre partición de terrenos comuneros"; que fué en la senté n_ 
da del Tribunal Superior de Tierras de fecha once de abril 
de mil novecientos veintiocho en la cual, por aplicaci(m del 
texto legal que se acaba de transcribir, se les reconoció a 
los señores José y Juana Pineda un derecho de preferencia 
sobre la parcela No. 360 del Distrito Catastral No. 2, o -la-
,7a parte, y no en la sentencia dictada por el mismo tribu-
nal el veintitrés de junio de mil novecientos cuarenta y 
cinco, que es la única impugnada por el presente recu•s , ). de 
casación, ye la cual se limita en su dispositivo a rechazar 
la demanda de revisión por fraude intentada por los causa.. 
habientes de Baltasara de Castro el diecisiete de enero mil 
:novecientos cuarenta y cinco; que, por consiguiente, tra-
tándose, como se trata, de un medio de casación 
contra una sentencia que no es la impugnada por el pre-
sente recurso, dicho medio debe ser declarado inadmz .-:ible 

EN CUANTO AL TERCER MEDIO: 

Considerando que en el desarrollo de este medil. los 
recurrentes identifican la alegada "desnaturalización de los 
hechos de la causa" con la violación del artículo 144 de la 
Ley de Registro de Tierras, y afirman que "se reconoce 
4ni la sentencia recurrida que los sucesores de Baltazara de 
Castro, ya mencionados, tienen derecho; pero que no lo ale-
garon oportunamente; y hé aquí por qué decimos que 'a 
sentencia no ha estado de acuerdo con la ley, puesto que 
no le dió oportunidad ni quiso aceptar las razones de Jesúa 
García y demás miembros de la Sucesión de Baltazara de 
Castro; razón por la cual —concluyen los recurrentes—
era necesario celebrar un nuevo juicio para darle oportuni-
dad para que ellos establecieran sus derechos, de acuerde 
con el artículo 144 de la mencionada ley, que dice que debe 
ser interpretada liberalmente, con el fin de poner en prác-
tica el espíritu de la misma"; 

Considerando que, por una parte, es infundado pre- 
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mento a la demanda, esto es, el no haber José y Juana Pi-
neda denunciado al agrimensor Miguel A. Duvergé, al prac-
ticar éste la mensura del terreno litigioso en el año mil no-
vecientos doce, que "había allí personas interesadas que 
poseían corno herederos de esas tierras"; ni hay tampoco 
constancia de que los demandantes Castro y González pro-
baran, ni de que trataran de probar siquiera, que su cau-
sante, Baltazara de Castro, no pudiera, en el juicio de sa-
neamiento, alegar la existencia del hecho señalado ahora 
como fraudulento, a causa de maniobras empleadas por sus 
adversarios o por terceros que estuvieran en connivencia 
con ellos; que, en consecuencia, al rechazar por tales mo-
tivos la demanda de revisión de los señores Castro y Gon-
zález, el Tribunal Superior de Tierras ha hecho en la sen-
tencia atacada una correcta aplicación del artículo 70 de 
la. Ley de Registro de Tierras, y el medio deducido de la vio-
lación de éste por los recurrentes, debe ser desestimado; 

EN CUANTO AL SEGUNDO MEDIO: 

Considerando que en el desarrollo de este medio los re-
currentes alegan, esencialmente, lo siguiente: que "pues-
to que el artículo 66- de la Ley de Registró 44 Tierras esta. 
blece claramente que el derecho de preferencia se acuerda 
cuando hay posesión y títulos de buena fe sobre un terreno, 
al 13 de diciembre de 1919... sobre esta cuestión el tribu.. 
nal a quo no hizo una justa apreciación, porque al tenor de 
los argumentos de la parte intimada, rechazó los medios de 
defensa que expusieron los intimantes, los cuales eran, con 
fundadas razones, que los Pineda nunca tuvieron posesión 
en esas tierras"; 

Considerando que el artículo 66 de la Ley de Registro 
de Tierras, cuya violación se invoca, dispone nue "si se pre. 
senta una cuestión litigiosa respecto a un !sismo terreno, 
y el Tribunal no pudiere determinar quien tiene el derecho, 
tendrán la preferencia las pretensiones de las personas que 
estuvieren en pacífica posesión y de buena fe el 13 de di.-  

siembre de 1919, fecha en que .se suspendieron las leyes 9..!- 

bre partición de terrenos comuneros"; que fué en la senten_ 
da del Tribunal Superior de Tierras de fecha once de abril 
de mil novecientos veintiocho en la cual, Por aplicación del. 
texto legal que se acaba de transcribir, se les reconoció a 
los señores José y Juana Pineda un derecho de preferencia 
cobre la parcela No. 360 del Distrito Catastral No. 2, o -la-
va parte, y no en la sentencia dictada por el mismo tribu-
nal el veintitrés de junio de mil novecientos cuarenta y 
cinco, que es la única impugnada por el presente recursn. de 
casación, y, la cual se limita en su dispositivo a rechazar 
la demanda de revisión por fraude intentada por los causa-
habientes de Baltasara de Castro el diecisiete. de enero d mil 
novecientos cuarenta y cinco; que, por consiguiente, tra-
tándose, como se trata, de un medio de casación deiucído 
contra una sentencia que no es la impugnada por el pre-
ente recurso, dicho medio debe ser declarado inadmible; 

EN CUANTO AL TERCER MEDIO: 

Considerando que en el desarrollo de este medí,.. los 
-ecurrenteS identifican la alegada "desnaturalización de • los 
Lechos de la causa" con la violación del artículo 144 de la 
Ley de Registro de Tierras, y afirman que "se reconoce 
en la sentencia recurrida que los sucesores de Baltazara de 
Castro, ya mencionados, tienen derecho; pero que no lo ale-
garon oportunamente; y hé aquí por qué decimos que 
sentencia no ha estado de acuerdo con la ley, puesto que 
no le dió oportunidad ni quiso aceptar las razones de Jesil; 
García y demás miembros de la Sucesión de Baltazara de 
Castro; razón por la cual —concluyen los recurrentes—
era necesario celebrar un nuevo juicio para darle oportuni-
dad para que ellos establecieran sus derechos, de acuerde 
con el artículo 144 de la mencionada. ley, que dice que debe 
ser interpretada liberalmente, con el fin de poner en prác-
tica el espíritu de la misma"; 

Considerando que, por una parte, es infundado pre- 
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tender que en la sentencia atacada se haya reconocido que 
los sucesores de Baltazara de Castro estén investidos de un 
derecho que no fué alegado oportunamente ; que, lejos de ser 
sí, lo que se afirma en dicha sentencia es que "los argu-

mentos que han hecho valer los intimantes estarían buenos 
. para ser expuestos en jurisdicción original al ser reclama-
da la parcela, pero no para apoyar una acción en revisión 
por causa de fraude"; que esta apreciación, de puro ca-
rácter hipotético, y que se compadece estrictamente con el 
artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, no ha podido 
implicar "desnaturalización de los hechos de la causa" por 
ser absolutamente extraña a ellos; que, por otra parte, la 
regla del artículo 144 de la Ley de Registro de Tierras, 
en cuanto prescribe que "esta ley se interpretará liberal-
mente con el fin de poner en práctica el espíritu de la mis-
ma", no constituye una norma jurídica cuya inobservan_ 
cia pueda servir de fundamento a un recurso de casación, 
sino más bien una recomendación del legislador, inspirada 
en el buen sentido y la equidad, que no tiene ningún carác-
ter imperativo para el juez que, por lo tanto, el tercero y 
último medio del recurso debe también ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los Sucesores de Baltazara de Castro, 
Señores Nicolasa de Castro, Francisco de Castro y Rafael 
González, contra sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras de fecha veintitres de junio de mil novecientos cua-
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y Segundo: condena a los recurrente's 
al pago de las costas, con distracción en provecho de los 
abogados de los intimados, Licenciados Julio F. Peynado, 
y Manuel Vicente Feliú y Doctor Ignacio J. González M., 
quienes afirman hab..rlas avanzado en totalidad. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.-
F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.—
Pedro Troncoso Sánchez.— Rafael A. Lluberes V.— Eug. 
A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

_audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Frimer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de ju-
nio de mil novecientos cuarenta y seis, año 103 9  de la Inde-
pendencia, 83^ de la Restauración y 17' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia.: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Francisco Antonio Solís Pérez, dominicano, propietario, 
mayor de edad, del domicilio y residencia de Las Yayas, 
sección de la común de La Vega, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 5441, serie 37, sello de renovación 
número 10131, contra la decisión número 29 del Tribunal 
Superior de Tierras en fecha tres de mayo de mil novecien-
tos cuarenta y cinco, en el saneamiento de la parcela nú-
mero 40 del distrito catastral número 7 de la común de La 
Vega, sitio de "Ojo de Agua" y "jamo" ; 

Visto el memorial de casación del recurrente, presen 
lado por mediación de sus abogados constituídos Lics. Ra- 
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tender que en la sentencia atacada se haya reconocido que 
los sucesores de Baltazara de Castro estén investidos de un 
derecho que no fué alegado oportunamente ; que, lejos de ser 
sí, lo que se afirma en dicha sentencia es que "los argu-

mentos que han hecho valer los intimantes estarían buenos 
. para ser expuestos en jurisdicción original al ser reclama-
da la parcela, pero no para apoyar una acción en revisión 
por causa de fraude" ; que esta apreciación, de puro ca-
rácter hipotético, y que se compadece estrictamente con el 
artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, no ha podido 
implicar "desnaturalización de los hechos de la causa" por 
ser absolutamente extraña a ellos; que, por otra parte, la 
regla del artículo 144 de la Ley de Registro de Tierras, 
en cuanto prescribe que "esta ley se interpretará liberal-
mente con el fin de poner en práctica el espíritu de la mis-
ma", no constituye una norma jurídica cuya inobservan_ 
cia pueda servir de fundamento a un recurso de casación, 
sino más bien una recomendación del legislador, inspirada 
en el buen sentido y la equidad, que no tiene ningún carác-
ter imperativo para el juez ;, que, por lo tanto, el tercero y 
último medio del recurso debe también ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los Sucesores de Baltazara de Castro, 
Señores Nicolasa de Castro, Francisco de Castro y Rafael 
González, contra sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras de fecha veintitres de junio de mil novecientos cua-
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y Segundo: condena a los recurrentes 
al pago de las costas, con distracción en provecho de los 
abogados de los intimados, Licenciados Julio F. Peynado, 
y Manuel Vicente Feliú y Doctor Ignacio J. González M., 
quienes afirman habs.rlas avanzado en totalidad. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.-
F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.—
Pedro Troncoso Sánchez.— Rafael A. Lluberes V.— Eug. 
A. Alvarez, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

_audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Frimer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente ; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de ju-
nio de mil novecientos cuarenta y seis, año 103 9  de la Inde-
pendencia, 839 de la Restauración y 17" de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia.: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Francisco Antonio Solís Pérez, dominicano, propietario, 
mayor de edad, del domicilio y residencia de Las Yayas, 
sección de la común de La Vega, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 5441, serie 37, sello de renovación 
número 10131, contra la decisión número 29 del Tribunal 
Superior de Tierras en fz,...cha tres de mayo de mil novecien-
tos cuarenta y cinco, en el saneamiento de la parcela nú-
mero 40 del distrito catastral número 7 de la común de La 
Vega, sitio de "Ojo de Agua" y "jamo" ; 

Visto el memorial de casación del recurrente, presen. 
lado por mediación de sus abogados constituidos Lic,s. 
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tender que en la sentencia atacada se haya reconocido que 
los sucesores de Baltazara de Castro estén investidos de un 
derecho que no fué alegado oportunamente ; que, lejos de ser 
1-  sí, lo que se afirma en dicha sentencia es que "los argu_ 
Mentos que han hecho valer los intimantes estarían buenos 

. para ser expuestos en jurisdicción original al ser reclama-
da la parcela, pero no para apoyar una acción en revisión 
por causa de fraude"; que esta apreciación, de puro ca-
rácter hipotético, y que se compadece estrictamente con el 
artículo 70 de la Ley de Registro de Tierras, no ha podido 
implicar "desnaturalización de los hechos de la causa" por 
ser absolutamente extraña a ellos; que, por otra parte, la 
regla del artículo 144 de la Ley de Registro de Tierras, 
en cuanto prescribe que "esta ley se interpretará liberal-
mente con el fin de poner en práctica el espíritu de la mis-
ma", no constituye una norma jurídica cuya inobservan_ 
cia pueda servir de fundamento a un recurso de casación, 
sino más bien una recomendación del legislador, inspirada 
en el buen sentido y la equidad, que no tiene ningún carác-
ter imperativo para el juez ;, que, por lo tanto, el tercero y 
último medio del recurso debe también ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los Sucesores de Baltazara de Castro, 
Señores Nicolasa de Castro, Francisco de Castro y Rafael 
González, contra sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras de fecha veintitres de junio de mil novecientos cua-
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y Segundo: condena a los recurrentes 
al pago de las costas, con distracción en provecho de los 
abogados de los intimados, Licenciados Julio F. Peynado, 
y Manuel Vicente Feliú y Doctor Ignacio J. González M., 
quienes afirman hakrlas avanzado en totalidad. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.-
F. Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.—
Pedro Troncoso Sánchez.— Rafael A. Lluberes V.— Eug. 
A. Alvarez, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

..audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente ; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente ; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de ju-
nio de mil novecientos cuarenta y seis, año 103° de la Inde-
pendencia, 839 de la Restauración y 17" de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia.: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 
Francisco Antonio Solís Pérez, dominicano, propietario, 
mayor de edad, del domicilio y residencia de Las Yayas, 
sección de la común de La Vega, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 5441, serie 37, sello de renovación 
número 10131, contra la decisión número 29 del Tribunal 
Superior de Tierras en fecha tres de mayo de mil novecien-
tos cuarenta y cinco, en el saneamiento de la parcela nú-
mero 40 del distrito catastral número 7 de la común de La 
Vega, sitio de "Ojo de Agua" y "jamo"; 

Visto el memorial de casación del recurrente, presen-
tado por mediación de sus abogados constituidos Lic,s. Ra. 
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món B. García G., portador de la cédula personal de identi- 
dad No. 976, serie 47, con sello No. 3290, y Héctor Sán_ 
chez Morcelo, de cédula No. 	, serie renovada con el 
sello No. 	fecha 7 de julio de 1945; 

Vistos los memoriales de defensa presentados por los 
Licenciados Luis Sánchez Reyes de cédula No. 13774, serie 
47, renovada con el sello No. 8656; J. Alcibíades Roca, dz , 

 cédula No. 67, serie 47, renovada con sello No. 3250, y 
Francisco José Alvarez, de cédula No. 160, serie 47, renova-
Ca con el sello No. 623, abogados, el primero, dwi señor Jo-
sé Solís (a) Pepe, dominicano, mayor de edad, casado, ha-
cendado, domiciliado y residente en la ciudad de La Vega, 
portador de la cédula No- . 2276, serie 47, renovada con sello 
No. 10230; el segundo, del señor Pedro Candelier, domi-
Picano, casado, agricultor, domiciliado y residente en Licey, 
sección de la común de La Vega, portador de la cédula No. 
;98, serie 47, renovada con sello No. 3-26929; y conjunta-
mente con el tercero, abogado de los señores Felicia Ayala 
de Solís, y Ramón López García, dominicanos, agriculto-
res, domiciliado en Licey, sección de la común de La Vega, 
portadores, respectivamente, de las cédulas No. 6616, serie 
47, con sello 4783, y 583, serie 47, renovada con sello No. 
298180, intimadas todas las partes dichas, en el presente 
recu rso; 

Vista la resolución de esta Suprema Corte de Justicia, 
de fecha cinco de septiembre de mil novecientos cuarenta 

cinco, dictada a petición de los señores José Solís, Ramón 
López García, Pedro Candelier y Felicia Ayala de Solís, 
partes intimadas en el recurso de casación de que se trata, 
por la cual se pronuncia la exclusión del recurrente señor 
Francisco Antonio Solís Pérez ; 

 

Oído el mismo Lic. J. Alcibíades Roca, por sí y en re-
presentación del Lic. Francisco José Alvarez, abogados 
constituidos por los intimados señores Felicia Ayala de So-
lís, y Ramón López García, en la lectura de sus conclusio-
nes ; 

    

Oído el Lic. Luis Sánchez Reyes, abogado constituído 
por el intimado José Solís (a) Pepe, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador. General de la Repú-
blica Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su 
dictamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 5 y 71 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación ; 

    

    

Considerando, que en la, sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha diecinueve de agosto de mil novecientos 
cuarenta y cuatro el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original dictó, en el saneamiento de la parcela número 40 
del distrito catastral número 7 de la común de La Vega, 
su decisión número 1, "por la cual se determina quiénes soi, 
las personas con derechos dentro de la indicada parcela"; 
h) que contra la anterior sentencia apelaron los señores Feli-
cia Ayala de Solís, Julio Abreu Solís y Francisco Antonio 
Solís Pérez; c) que sobre esas apelaciones y sobre otros in- 

' tidentes promovidos en el juicio ante el Tribunal Superior 
de Tierras, éste pronunció en fecha tres de mayo de mil 
novecientos cuarenta y cinco la decisión impugnada con este 
recurso de casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FA-
LLA: PRIMERO: que debe rechazar como al efecto rechaza, 
or infundadas, las apelaciones de Julio Abreu Solís y Fran-

cisco Antonio Solís Pérez, y la intervención del Lic. Ramón 
E. García G.; SEGUNDO: QUE debe acoger como al efecto 
acoge, en parte, la apelación hecha por el Lic. J. Alcibíades 
Roca, a nombre de la señora Felicia Ayala de Solís; TER- 

    

    

    

    

    

    

   

Oído el Magistrado Juez Relator: 

  

   

Oído el Lic. J. Alcibíades Roca, abogado constituído 
por el intimado señor Pedro Candelier, en la lectura de sus 
conclusiones ; 
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món B. García G., portador de la cédula personal de identi- 
dad No. 976, serie 47, con sello No. 3290, y Héctor Sán- 
chez Morcelo, de cédula No. 	, serie renovada con el 
sello No. 	fecha 7 de julio de 1945; 

Vistos los memoriales de defensa presentados por los 
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cédula No. 67, serie 47, renovada con sello No. 3250, y 
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berado, y vistos los artículos 5 y 71 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que en la, sentencia impugnada consta: 
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recurso de casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FA.. 
IiLA: PRIMERO: que debe rechazar corno al efecto rechaza, 
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CERO: QUE debe confirmar como al efecto confirma, con 
las modificaciones que se ha indicado en la presente, la De_ 
cisión No. 1, de jurisdicción original, de fecha 19 de agosto 
del 1944, cuyo dispositivo se leerá así: 1.—Se rechazan, por 
falta de fundamento, las demandas incidentales formuladas 
por el Lic. Francisco José Alvarez, a nombre de los señores 
Rafael María, Francisco Antonio y Ramón de Lora Solís; 
por el Lic. Luis Sánchez Reyes, a nombre del señor José So-
lis y por el Dr. Sergio Sánchez Gómez, a nombre de la señora 
Emilia Pérez de Reyes; 2o.—Se declara que los herederos 
de Manuel de Lora Solís son los ocho hijos procreados por 
él durante su matrimonio con la señora Bonifacia Pérez, 
de nombres Ana, Rafael María, Francisco Antonio, Ramón 
Antonio (Mongo), Trinidad, Ramona, Antigua y Juana 
María Solís ; 3o.—Se declara que la heredera Trinidad de 
Lora Solis tiene a su vez como herederos legítimos a sus 
seis hijos Baldemira, Dolores, Trinidad, Alejandro, Auriste_ 
la y José Fuentes Solís ; que de estos herederos la nombra. 

, aa Baldemira Fuentes Solís, tiene por herederos a sus cin-
co hijos Ramón, Martín o Florentino, María Trinidad, Ma-
ría Filomena y Rafael de León Fuentes; 4o.--Se declara 
que la heredera Antigua de Lora Solís tiene a su vez por 
1-erederos a sus cinco hijos: Marcelino, Altagracia, Manuel 
de Jesús (Chucho), Francisco y Candelaria (Lala), todos 
Suriel y Lora; y se declara a su vez, que de estos herederos 
el nombrado Manuel de Jesús (Chucho) tiene por herederos 
a sus hijos: José y Rafael Suriel ; 5o.—Se declara, final-
mente, que la heredera Juana María Solís tiene por here-
deros legítimos a sus cinco hijos: Francisco, Emilia, Cán-
dida (Niña) y María Petronila y Rafael, todos Pérez y So-
lís ; 6o.—Se revoca la orden de suspensión de la subdivi-
.sión de esta parcela, de fecha 10 de mayo del 1943 y se 
ordena, en consecuencia, que la subdivisión de la misma se 
haga en la siguiente forma: a) La parte hereditaria de la 
señora Ana Dolores Solís, que es de 5 Ha. 61 a. 25 ca. 81 
dm. 25cm2 se distribuirá así: lo.-4 Ha. 60 a. 57 ca., en 
favor del Lic. Eduardo Estrella ; 2o.—EL RESTO en favor 

del señor German Lara.— b) La parte correspondiente al se.. 
ñor Rafael María de Lora ;  que es de 20 Ha. 57 a. 94 ca. 64 
dm. 25 cm2, se deslindará en su favor; e) La parte corres.. 
pondiente al señor Francisco de Lora Solís, ascendente a. 
20 Ha. 57 a. 94 ca. 64 dm. 25cm2, se distribuirá así: lo.-
6 Ha. 29 a., en favor de Pedro Candelier; y 2o.--EL RES-
70 en favor de dicho señor Francisco Antonio de Lora So-
l:s.— d) La parte correspondiente al señor Ramón Antonio 
de Lora Solís (Mongo), que es de 20 Ha. 57 a. 94 ca. 64 dm. 
25cm2, se distribuirá así: lo.—En favor de Ramón López 
García, 9 Ha. 56 a. 08 ca.; 2o.—En favor de Ana Rita Guz-
mán, 3 Ha. 14 a. 43 a 43 ca. 02 dm. 3o.—En favor del señor 
José Solís, el resto, que es de 7 Ha. 87 a. 43 ca. 62 dm. 25 
cm2.— e) La parte hereditaria de Ramona de Lora Solís, que 
es de 5 Ha. 61 a. 25 ca. 81 dm. 25 cm2, se deslindará en 
favor de su comprador señor José Solís; f) La parte here-
ditaria de Trinidad de Lora Solís, que es de 5 Ha. 61 a. 25 
ca. 81 dm. 25 cm2, se distribuirá entre sus herederos y cau-
sahabientes en la forma indicada en la motivación de esta 
sentencia, la cual para esos fines se considerará forman- 
do parte de este dispositivo.— g) La parte hereditaria de la 
señora Antigua de Lora Solís, que es de 5 Ha. 61 a. 25 ca.. 
81 dm. 25 cm2, se distribuirá entre sus herederos y cau 
sahabientes en la forma indicada en la motivación de la 
presente sentencia, la cual para esos fines se considerará 
formando parte de este dispositivo.— h) La parte hereditaria 
de Juana María de Lora Solís, que es de 5 Ha. 61 a. 25 ea_ 
81 dm. 25 cm2, se distribuirá entre sus cinco hijos Fran-
cisco, Emilia, Cándida (Niña), María Petronila y Rafael 
Pérez Solís, proporcionalmente.— i) Se dispone que al hacer 
la subdivisión, el agrimensor agregue a la parte que le co-
rresponde al señor Pedro Candelier la cantidad de 69 as. 
17 ca. (11 tareas) vendídales por el señor José Solís, a quien 
le serán deducidas de las porciones a éste atribuidas.— j) Se 
ordena al Agrimensor Luis Sánchez Reyes, comisionado 

para este procedimiento de subdivisión, respetar las pose.- 
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le serán deducidas de las porciones a éste atribuidas.— j) Se 
ordena al Agrimensor Luis Sánchez Reyes, comisionado 

para este procedimiento de subdivisión, respetar las pose.- 



409 	 BOLETIN JUDICIAL 

siones de cada uno de los interesado:, en cuanto éstas no 
excedan a sus respectivos derechos"; 

Considerando, que el artículo 5 de la Ley sobre Pro-
‹edimiento de Casación prescribe que el recurso de casación 
deberá contener todos los medios de su fundamento, y que 
] memorial introductivo del recurso deberá acompañar una 

copia auténtica de la sentencia que se impugna y todos los 
datos o documentos en apoyo de la casación solicitada ; 

Considerando, que, en la especie, el Tribunal Superior 
de Tierras, al estatuir en la sentencia impugnada acerca 
de las pretensiones del señor Francisco Antonio Solís Pé-
rez, declaró expresamente que rechazaba por falta de fun_ 
damento la apelación de dicho señor, adoptando los moti_ 
vos expuestos en su sentencia por el Juez de Jurisdicción 
Original ; que, en esas condiciones, el recurrente ha debido, 
Tiara acatar lo prescrito en el artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, acompañar el memorial de su 
recurso no sólo con un copia de la sentencia impugnada, si-
no también con una copia de la sentencia contra la cual 
dirigió su recurso de apelación, dado que, como se ha con-
,-.ignado, la sentencia objeto del presente recurso de casa-
ción adoptó, para confirmarla, los motivas que sirvieron 
de fundamento a la sentencia del juez de la primera ins-
tancia; que, por lo tanto, el presente recurso debe ser de-
carado inadmisible por falta de justificación ; 

Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por. el señor Francisco An-
tonio Solís Pérez contra la decisión número 29 del Tribu-
nalSuperior de Tierras, de fecha tres de mayo de mil no-
ecientos cuarenta y cinco, dictada en el saneamiento de 

la parcela número 40 del distrito catastral número 7 de la 
común de La Vega sitios de "Ojo de Agua" y "Jamo", cu-
yo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; Segundo: condena al recurrente al pago de las cos- 
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tas, distrayéndolas en provecho de los Licdos. Luis Sánchez 
Leyes, J. Alcibíades Roca y Francisco José Alvarez, aboga-
dos de las diversas partes intimadas, quienes declaran ha-
berlas avanzado en su mayor parte los dos últimos, y el otro 
en su totalidad. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaquín E. Salazar h.—
Pedro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. 
Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
vicia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
cuan Tomás Mejía, Presidente; Froilán Tavares hijo, Se... 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E.. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de ju-
nio de mil novecientos cuarenta y seis, ño 103° de la In_ 
dependencia, 83" de la Restauración y 171' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa 
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos, primero. 
por el señor Namtalo Miguel Tomas, de nacionalidad in_ 
glesa, mayor de edad, industrial, domiciliado y residente 
en Santiago de los Caballeros, portador de la cédula per- 
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siones de cada uno de los interesados, en cuanto éstas no 
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de fundamento a la sentencia del juez de la primera ins-
tancia; que, por lo tanto, el presente recurso debe ser de-
Carado inadmisible por falta de justificación ; 

Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por. el señor Francisco An-
tonio Solís Pérez contra la decisión número 29 del Tribu-
nal Superior de Tierras, de fecha tres de mayo de mil no-
•ecientos cuarenta y cinco, dictada en el saneamiento de 
la parcela número 40 del distrito catastral número 7 de la 
común de La Vega sitios de "Ojo de Agua" y "Jamo", cu -
yo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; Segundo: condena al recurrente al pago de las cos- 
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tas, distrayéndolas en provecho de los Licdos. Luis Sánchez 
Reyes, J. Alcibíades Roca y Francisco José Alvarez, aboga. 

dos de las diversas partas intimadas, quienes declaran ha_ 
berlas avanzado en su mayor parte los dos últimos, y el otro 
PI) su totalidad. 

(Firmados) : J Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— 
'rayares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaquín E. Salazar h.—
Pedro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. 
Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, .¿n la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por m 1, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Fro,  ilán Tavares hijo, Se_ 
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E_ 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafaal A. Lluberes 
Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de ju-
nio de mil novecientos cuarenta y seis, ño 103° de la In-
dependencia, 83" de la Restauración y 17Q dé la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos, primero, 
por el señor Namtalo Miguel Tomas, de nacionalidad in_ 
glesa, mayor de edad, industrial, domiciliado y residente 
en Santiago de los Caballeros, portador de la cédula per- 



1 
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sonal de identidad No. 1513, serie 31, con sello de renova-
ción No. 411, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago, de fecha cuatro de noviembre de mil novecien-
tos cuarenta y cinco, y segundo, por el Magistrado Procu-
rador General de la Corte de Apelación de Santiago, con-
tra la misma sentencia; 

Vistas las actas de los recursos de casación levanta- , 
das, en fechas cuatro y catorce de noviembre de mil nove-
cizntos cuarenta y cinco; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado E. Sánchez Cabral, portador de la 
cédula personal de identidad Non 4018, serie 31, con sello 
de renovación No. 501, abogado del recurrente., quien depo-
sitó un memorial de casación y dió lectura a sus conclusio-
nes; 

Oída la lectura del dictamen del Magistrado Procura-
dor General de la República, Licenciado Manuel Guerre-
ro, hecha por el Abogado Ayudánte del mismo, Licenciado 
Alvaro A. Arvelo, que legalmente lo representaba; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
Lerado, y vistos los artículos lo., 24, 27 apartado 5o., y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que fueron iniciadas persecuciones penales 
contra los nombrados Namtalo Miguel Tomas, Juan Elías 
(alias) Llubero y Emilio Khoury, a consecuencia del oficio 
No. 21295 de fecha 15 de septiembre de 1944, dirigido por 
el Magistrado Procubdor General de la República, al Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santiago, y referido por éste al Magistrado Procurador 

Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, por imputársele al 
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lo., ser autor de "falsedad en escritura de comercio y pri- 
vada y uso de esos documentos", en perjuicio de las obre- 
ras de su fábrica de camisas, al mismo tiempo que de "vio- 
lación a la Tarifa de Salarios Mínimos"; de "los delitos que 
preven y sancionan los artículos 367 y 371 (difamación e 
injurias) en perjuicio éstos últimos de la obrera Felicia Iz- 
quierdo, y del artículo 414 del Código Penal y violación del 

- - artículo 2o. del mencionado Decreto No. 1750, en perjuicio 
de la señora América Felipe de Vidal; al 2o., ser autor de 
falsedad en escritura privada en perjuicio de varias obre- 
ras de dicha fábrica y como cómplices él y al 3o. de com- 
plicidad en los hechos imputados a Namtalo Miguel Tomas; 
h) que instruída la sumaria correspondiente y enviados los 

Il
- acusados al tribunal criminal, fué apoderada finalmente 
. del conocimiento y fallo del asunto la Cámara Penal del Juz-

gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go, la cual falló en fecha veintiseis de abril de mil nove- 

l'  

, 

cientos cuarenta y cinco en esta forma: "FALLA: PRI- 
MERO: Que debe declarar y declara al nombrado NAM- 
TALO MIGUEL TOMAS, cuyas generales constan, autor 
responsable de las infracciones siguientes: Falsedad y uso 
de escrituras de comercio, violación a la Ley del Salario 
Mínimo en perjuicio de varios obreros y obreras de su fá-
bricade camisas, gorras y ropa interior„ violación del De-
creto No. 1750, en perjuicio de la obrera América Felipe 
de Vidal, y violación del Reglamento relativo a las manu- 

facturas; SEGUNDO: que debe condenar y condena al • 
mencionado NAMTALO MIGUEL TOMAS, a sufrir la pe 
ha de TRES AÑOS DE TRABAJOS PUBLICOS, tenie.do 
en cuenta la Regla del no cúmulo de penas, y a pagar una 
multa de $6071.76, por el cuádruplo del lucro obtenido in-. 
debidamente desde a fecha del 3 de Abril, al 2 de Diciem-
bre del 1944, y al pago de las costas ; TERCERO: que de-
be descargar y descarga a NAMTALO MIGUEL TOMAS 
por insuficiencia de pruebas, de los crímenes de fals, ,J 
en escritura privada en perjuicio de varias obreras de su 
mencionada fábrica, y falsedad en escritura de comercio en 
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• 
sonal de identidad No. 1513, serie 31, con sello de renova-
ción No. 411, contra sentencia de la Corta de Apelación de 
Santiago, de fecha cuatro de noviánbre de mil novecien-
tos cuarenta y cinco, y segundo, por el Magistrado Procu-
rador General de la Corte de Apelación de Santiago, con-
tra la misma sentencia; 

Vistas las actas de los recursos de casación levanta-
das, en fechas cuatro y catorce de noviembre de mil nove-
cizntos cuarenta y cinco; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado E. Sánchez Cabral, portador de la 
cédula personal de identidad Nal 4018, serie 31, con sello 
de renovación No. 501, abogado del recurrente, quien depo-
sitó un memorial de casación y dió lectura a sus conclusio-
res ; 

Oída la lectura del dictamen del Magistrado Procura-
dor General de la República, Licenciado Manuel ,M. Guerre-
ro, hecha por el Abogado Ayudánte del mismo, Licenciado 
Alvaro A. Arvelo, que legalmente lo representaba; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
Lerado, y vistos los artículos lo., 24, 27 apartado 5o., y 71 
de la. Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguientt: a) que fueron iniciadas persecuciones penales 
contra los nombrados Namtalo Miguel Tomas, Juan Elías 
(alias) Llubero y Emilio Khoury, a consecuencia del oficio 
No. 21295 de fecha 15 de septiembre de 1944, dirigido por 
el Magistrado Procurador General de la República, al Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santiago, y referido por éste al Magistrado Procurador 

Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, por imputársele al 
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lo., ser autor de "falsedad en escritura de comercio y pri-
vada y uso de esos documentos", en perjuicio de las obre-
ras de su fábrica de camisas, al mismo tiempo que de "vio-
lación a la Tarifa de Salarios Mínimos"; de "los delitos que 
preven y sancionan los artículos 367 y 371 (difamación e 
injurias) en perjuicio éstos últimos de la obrera Felicia Iz-
quierdo, y del artículo 414 del Código Penal y violación del 
artículo 2o. del mencionado Decreto No. 1750, en perjuicio 
de la señora América Felipe de Vidal; al 2o., ser autor de 
falsedad en escritura privada en perjuicio de varias obre-
ras de dicha fábrica y como cómplices él y al 3o. de com-
plicidad en los hechos imputados a Namtalo Miguel Tomas; 
II) que instruída la, sumaria correspondiente y enviados los 
acusados al tribunal criminal, fué apoderada finalmente 
del conocimiento y fallo del asunto la Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia .del Distrito Judicial de Santia-
go, la cual falló en fecha veintiseis de abril de mil nove-
cientos cuarenta y cinco en esta forma: "FALLA : PRI-
MERO: Que debe declarar y declara al nombrado NAM-
TALO MIGUEL TOMAS, cuyas generales constan, autor 
responsable de las infracciones siguientes: Falsedad y uso 
de escrituras de comercio, violación a la Ley del Salario 
Mínimo en perjuicio de varios obreros y obreras de su fá-
brica de camisas, gorras y ropa interior,, violación del De-
creto No. 1750, en perjuicio de la obrera América Felipe 
de Vidal, y violación del Reglamento relativo a las manu-

facturas; SEGUNDO: que debe condenar y condena al • 
mencionado NAMTALO MIGUEL TOMAS, a sufrir la pe 
ha de TRES AÑOS DE TRABAJOS PUBLICOS, tenieido 
en cuenta la Regla del no cúmulo de penas, y a pagar una 
multa de $6071.76, por el cuádruplo del lucro obtenido in-
debidamente desde a fecha del 3 de Abril, al 2 de Diciem-
bre del 1944, y al pago de las costas ; TERCERO: que de-
be descargar y descarga a NAMTALO MIGUEL TOMAS 
por insuficiencia de pruebas, de los crímenes de fals ,, , aJ 

en escritura privada en perjuicio de varias obreras de su 
mencionada fábrica, y falsedad en escritura de comercio en 
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perjuicio de América Felipe, y de los delitos de difamació n 
 e injurias en perjuicio de Felitia Izquierdo; CUARTO; que 

debe descargar y descarga al nombrado JUAN ELIAS, (a) 
Llubero, de los crímenes de falsedad en escritura privada 
en perjuicio de varias obraras de la fábrica de Namtalo 
Miguel Tomas, y de complicidad en la falsedad de escrita_ 
ya de comercio cometida por Namtalo Miguel Tomas, por 
falta de intención fraudulenta, y de violación al artículo 
414 del Código Penal y violación a  la Ley sobre Salario 
Mínimo que se les imputan a Namtalo Miguel Tomas, por 
no haberlos cometidos; y QUINTO: que debe descargar y 
descarga al nombrado EMILIO KHOURY, del crimen de 
complicidad en la falsedad en escritura de comercio que se 

imputa a Namtalo Miguel Tomas, por falta de intención 
fraudulenta, y de violación a la Ley sobre Salario Mínimo 
cue se le imputa a Namtalo Miguel Tomas, por no haber 
cometido 'ose delito"; c) que disconformes con esa senten-
cia los Magistrados Procurador Fiscal del dicho Distrito 
Judicial, el Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santiago, y el acusado Namtalo Miguel Tomás, intentaron 
recursos de apelación contra dicha sentencia, y la Corta 
de Apelación de Santiago así apoderada del asunto, lo de-
c'clió por su sentencia de fecha cuatro de noviembre da ,  mil 
novecientos cuarenta y cinco, disponendo lo siguiente: 
"PRIMERO: declara buenos y válidos en cuanto a la for-
ma los recursos de apelación interpuestos -  por los Magistra-
dos Procurador General de la Corte de Apelación de San-
tiago y Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, 
y por el acusado NAMTALO MIGUEL TOMAS, deducidos 
contra sentencia dictada, en atribuciones criminales, por la 
Cámara Panal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, en fecha veinte y seis del mes 
de abril del año mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: que debe decla-
rar y &Mara al nombrado NAMTALO MIGUEL TOMAS, 
cuyas generales constan, autor responsable de las infrac-
ciones siguientes: Falsedad uso de escritura de comercio, 

 

violación de la Ley del Salario Mínimo en pa -juicio de va-
rios obreros y obreras de su fábrica de camisas, gorras y 
1opa interior, violación del Decreto 1750, en perjuicio de la 
cbrera América Felipe da,  Vidal, y violación del Reglamento 
relativo a las manufacturas; SEGUNDO: que debe conde_ 
par y condena al mencionado NAMTALO MIGUEL TO-
MAS, a sufrir la pena de TRES AÑOS DE TRABAJOS PU-
BLICOS, teniendo en cuenta la Regla del nó cúmulo da ,  pe-
ras, y a pagar una multa de $6071.76, por el cuádruplo del 
lucro obtenido indebidamente desde la fecha del 3 de Abril, 
al 2 de Diciembre del 1944, y al pago de las costas; TER- 
CERO: que debe descargar y descarga a NAMTALO MI-
GUEL TOMAS, por insuficiencia de pruebas, de los crí-
menes de falsedad en escritura privada en perjuicio de va-
rias obreras de su mencionada fábrica, y falsedad en es-
critura de comercio en perjuicio de América Felipe, y de 
los delitos de difamación e injurias en perjuicio de Felicia 
Izquierdo; CUARTO: que debe descargar y descarga al 
nombrado JUAN ELIAS, (a) Llubero, de los crímenes de 
falsedad en escritura privada en perjuicio de varias obre-
-as de la fábrica de Namtalo Miguel Tomás, y de compli-
cidad en la falsedad de escritura de comercio cometida por 
Namtalo Miguel Tomás, por falta de intención fraudulenta, 
y de violación al artículo 414 del Código Penal y violación 
a la Ley sobra Salario Mínimo que se les imputan a Nam-. 
talo Miguel Tomás, por no haberlos cometido; y QUINTO: 
que debe descargar y descarga al nombrado EMILIO KOU-
RY, del crimen de complicidad en la falsedad en escritura 
de comercio que se le imputa a Namtalo Miguel Tomás, por 
falta de intención fraudulenta, y de violación a la Ley sobre 
Salario Mínimo que se le imputa a Namtalo Miguel Tomás, 
por no haber cometido ese delito"; SEGUNDO: declara al 
nombrado NAMTALO MIGUEL TOMAS, da generales que 
constan, culpable de las siguientes infraciones: falsedad en 
escritura de comercio y violación de la Ley del Salario Mi.. 
rimo en perjuicio de varios obreros y obreras de la fábrica 
de camisas, gorras y ropa interior del mencionado NAMTA- 
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perjuicio de América Felipe, y de los delitos de difamació n 
 4.! injurias en perjuicio de Felicia Izquierdo; CUARTO; que 

 debe descargar y descarga al nombrado JUAN ELIAS, (a) 
Llubero, de los crímenes de falsedad en escritura privada 
en perjuicio de varias obraras de la fábrica de Namtalo 
Miguel Tomas, y de complicidad en la falsedad de escritu_ 
ya de comercio cometida por Namtalo Miguel Tomas, por 
falta de intención fraudulenta, y de violación al artículo 
414 del Código Penal y violación a  la Ley sobre Salario 
Mínimo que se les imputan a Namtalo Miguel Tomas, por 

► O haberlos cometidos; y QUINTO: que debe descargar y 
descarga al nombrado EMILIO KHOURY, del crimen de 
complicidad en la falsedad en escritura de comercio que se 
i imputa a Namtalo Miguel Tomas,_ por falta de intención 
fraudulenta, y de violación a la Ley sobre Salario Mínimo 
cue se le imputa a Namtalo Miguel Tomas, por no haber 
cometido cse delito"; c) que disconformes con esa senten-
cia los Magistrados Procurador Fiscal del dicho Distrito 
Judicial, el Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santiago, y el acusado Namtalo Miguel Tomás, intentaron 
recursos de apelación contra dicha sentencia, y lú Corte. 
de Apelación de Santiago así apoderada del asunto, lo de_ 
adiópor su sentencia de fecha cuatro de noviembre de. mil 
novecientos cuarenta y cinco, disponendo lo siguiente: 
"PRIMERO: declara buenos y válidos en cuanto a la for-
ma los recursos de apelación interpuestos -  por los Magistra-
dos Procurador General de la Corte de Apelación de San_ 
tiago y Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, 
y por el acusado NAMTALO MIGUEL TOMAS, deducidos 
contra sentencia dictada, en atribuciones criminales, por la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, en fecha veinte y seis del mes 
de abril del año mil novecientos cuarenta y cinco, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: que debe decla._ 
rar y declara al nombrado NAMTALO MIGUEL TOMÁS, 
cuyas generales constan, autor responsable de las infrac-
ciones siguientes: Falsedad uso de escritura de comercio, 

violación de la Ley del Salario Mínimo en perjuicio de va-
rios obreros y obreras de su fábrica de camisas, gorras y 
'opa interior, violación del Decreto 1750, en perjuicio de la 
Obrera América Felipe clo,. Vidal, y violación del Reglamento 
relativo a las manufacturas; SEGUNDO: que debe conde-
nar y condena al mencionado N AMTALO MIGUEL TO-
IVIAS, a sufrir la pena de TRES AÑOS DE TRABAJOS PU-
BLICOS, teniendo en cuenta la Regla del nó cúmulo de. pe-

pas, y a pagar una multa de $6071.76. por el cuádruplo del 
lucro obtenido indebidamente desde la fecha del 3 de Abril, 

al 2 de,  Diciembre del 1944, y al pago de las costas; TER-
CERO: que debe descargar y descarga a NAMTALO MI-
GUEL TOMAS, por insuficiencia de pruebas, de los crí-
menes de falsedad en escritura privada en perjuicio de va-
rias obreras de su mencionada fábrica, y falsedad en es-
critura de comercio en perjuicio de América Felipe, y de 
los delitos de difamación e injurias en perjuicio de Felicia 
Izquierdo; CUARTO: que debe descargar y descarga al 
nombrado JUAN ELIAS, (a) Llubero, de los crímenes de 
falsedad en escritura privada en perjuicio de varias obre-
1-as de la fábrica de Namtalo Miguel Tomás, y de compli-
cidad en la falsedad de escritura de comercio cometida por 
Namtalo Miguel Tomás, por falta de intención fraudulenta, 
y de violación al artículo 414 del Código Penal y violación 
a la Ley sobre Salario Mínimo que se les imputan a Nam-. 
talo Miguel Tomás, por no haberlos cometida; y QUINTO: 
que debe descargar y descarga al nombrado EMILIO KOU-
RY, del crimen de complicidad en la falsedad en escritura 
de comercio que se le imputa a Namtalo Miguel Tomás, por 
falta de intención fraudulenta, y de violación a la Ley sobre 
Salario Mínimo que se le imputa a Namtalo Miguel Tomás, 
por no haber cometido ese delito"; SEGUNDO: declara al 
nombrado NAMTALO MIGUEL TOMAS, do; generales que 
constan, culpable de las siguientes infraciones: falsedad en 
escritura de comercio y violación de la Ley del Salario Mi-
nimo en perjuicio de varios obreros y obreras de la fábrica 
de camisas, gorras y ropa interior del mencionado NAMTA- • 
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del año mil novecientos cuarenta y cinco, desistió del mismo 
en fecha doce de febrero del año mil novecientos cuarenta 
y seis, de lo cual le dió acta la Suprema Corte de Justicia 
por auto de fecha catorce de los mismos mes y año, y, se-
gún consta en acta de fecha cuatro de marzo de mil no-
vecientos cuarenta y seis, el Licenciado Eduardo Sánchez 
Cabral en su nombre (del acusado) declaró que, "por el pre-
sente acto retracta• de la manera más expresa, el desisti-
miento" a que ya se ha hecho referencia ; 

       

LO MIGUEL TOMAS; TERCERO: confirma la antes ex.. 
presada sentencia en cuanto a la pena de TRES AÑOS DE 
TRABAJOS PUBLICOS, en virtud del principio del nó cú-
mulo de penas: pero obrando por propia autoridad, fija el 
monto de la multa a pagar en la cantidad de DOS MIL 
SEISCIENTOS SESENTINUEVE PESOS CON CUATRO 
CENTAVOS, (2,669.04), cuádruplo de las diferencias en-
1 re las, sumas consignadas en el libro Diario del acusado y 
las hojas de pago comprendidas en el período del tres de 
abril al treinta de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y cuatro; CUARTO: descarga a NAMTALO MIGUEL TO-
MAS, del crimen de falsedad en escritura de comercio y vio-
lación al Decreto No. 1750, en perjuicio de América Felipe 
de Vidal, por insuficiencia de pruebas, así como del delito 
de difamación en perjuicio de Felicia Izquierdo; QUINTO: 
aescarga al mismo acusado NAMTALO MIGUEL TOMAS, 
del crimen de falsedad en escritura privada en perjuicio de 
arias obreras de su fábrica y violación al Reglamento rela-
ivo a las manufacturas (articulo 414 del Código Penal) por 

no haberlo cometido; SEXTO: confirma la antes expresada 
sentencia en cuanto se refiere a los nombrados JUAN 
ELIAS (a) LLUBERO, y EMILIO KHOURY, de generales 
expresadas, y ion cuanto al primero: del crimen de falsedad 
en escritura privada en perjuicio de varias obreras de la 
fábrica de NAMTALO MIGUEL TOMAS, y de complicidad 
_en escritura d.' comercio, violación al artículo 414 del Código 
Penal y violación a la Lay del Salario Mínimo, por no ha-
berlo cometido, y en cuanto al segundo: del crimen de com-
plicidad de falsedad en escritura de comercio a cargo del 
acusado NAMTALO MIGUEL TOMAS, por falta de inten-
ción fraudulenta y violación a la Ley sobre Salario Mínimo 

cargo del acusado NAMTALO MIGUEL TOMAS ; y SEP-
TIMO: condena al acusado NAMTALO MIGUEL TOMAS, 
:11 pago de la costas"; 

Considerando que el acusado, después de haber inten-
tado su recurso de casación en fecha cuatro de noviembre 

         

         

       

       

       

       

       

       

       

       

  

Considerando, que el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de Santiago, fundó su recurso de 
casación, esencialmente, en los medios siguientes: a) en 
cuanto se descarga al acusado Namtalo Miguel Tomás "del_ 
crimen de falsedad en escritura de comercio y violación del 
artículo dos del Decreto del Poder Ejecutivo No. 1750 de fe-
cha veintiuno de febrero de mil novecientos cuarenticuatro, 
en perjuicio de la obrera América Felipe, por considerar que 
cn este caso, se han violado, no solamente los artículos 'dos 
y tres del referido Decreto, sino también los artículos 147, 
148 y 407 del Código Penal, así como los artículos 141 del 
Código de Procedimiento Civil y 27 inciso quinto de la Ley 
de Casación, por desnaturalización de los hechos, de las prue-
bas aportadas, y falta de base legal, y 192 del Código de 
Procedimiento Criminal; b) "en cuanto se reduce, por medio 
del ordinal tercero del dispositivo de la sentencia recurri-
da, a $2.669.04 la multa de $6.071.76 que el Juez a quo había 
impuesto al. acusado Namtalo Miguel Tomás, por considerar 
que se ha violado el artículo 164 del Código Penal, y los ar-
tículos 141 del Código Civil y 27, inciso quinto de la Ley 
de Casación"; c) "en cuanto descarga al mismo acusado Nam-
talo Miguel Tomás, mediante el ordinal quinto del dispositivo 
de la sentencia apelada, del crimen de falsedad en escritura 
privada en perjuicio de varias obreras de su fábrica y del 
delito previsto y sancionado por el artículo 414 del Código 
Penal, por considerar que se ha violado este último texto de 
ley, así como los artículos 147, 148, 150, 151 y 400 del Códi-
go. Penal, y también el artículo 141 del Código Civil, y 27 
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dal año mil novecientos cuarenta y cinco, desistió del mismo 
en fecha doce de febrero del año mil novecientos cuarenta 
y seis, de lo cual le dió acta la Suprema Corte de Justicia 
por auto de fecha catorce de los mismos mes y año, y, se-
gún consta en acta de fecha cuatro de marzo de mil no-
vecientos cuarenta y seis, el Licenciado Eduardo Sánchez 
Cabral en su nombre (del acusado) declaró qua., "por el pre-
sente acto retracta. de la manera más expresa, el desisti-
miento" a que ya se ha hecho referencia; 

      

LO MIGUEL TOMAS; TERCERO: confirma la antes ex-
presada sentencia en cuanto a la pena de TRES AÑOS DE 
TRABAJOS PUBLICOS, en virtud del principio del nó cú-
mulo de penas: pero obrando por propia autoridad, fija el 
monto de la multa a pagar en la cantidad de DOS MIL 
SEISCIENTOS SESENTINUEVE PESOS CON CUATRO 
CENTAVOS, (2,669.04), cuádruplo de las diferencias en-
tre las, sumas consignadas en el libro Diario del acusado y 
las hojas de pago comprendidas en el período del tres de 
abril al treinta de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y cuatro ; CUARTO: descarga a NAMTALO MIGUEL TO_ 
MAS, del crimen de falsedad en escritura de comercio y vio-
lación al Decreto No. 1750, en perjuicio de América Felipe 
de Vidal, por insuficiencia de pruebas, así como del delito 
de difamación en perjuicio de Felicia Izquierdo; QUINTO: 
aescarga al mismo acusado NAMTALO MIGUEL TOMAS, 
del crimen de falsedad en escritura privada en perjuicio de 
varias obreras de su fábrica y violación al Reglamento rela-
tivo a las manufacturas (artículo 414 del Código Penal) por 
no haberlo cometido; SEXTO: confirma la antes expresada 
sentencia en cuanto se refiere a tos nombrados JUAN 
ELIAS (a) LLUBERO, y EMILIO KHOURY, de generales 
expresadas, y en cuanto al primero: del crimen de falsedad 
en escritura privada en perjuicio de varias obreras de la 
fábrica de NAMTALO MIGUEL TOMAS, y de complicidad 

_en escritura ch.- comercio, violación al artículo 414 del Código 
Penal y violación a la Ley del Salario Mínimo, por no ha-
berlo cometido, y en cuanto al segundo: del crimen de com-
plicidad de falsedad en escritura de comercio a cargo del 
acusado NAMTALO MIGUEL TOMAS, por falta de inten-
ción fraudulenta y violación a la Ley sobre Salario Mínimo 

cargo del acusado NAMTALO MIGUEL TOMAS; y SEP-
TIMO: condena al acusado NAMTALO MIGUEL TOMAS, 
Al pago de la costas"; 

Considerando que el acusado, después de haber inten_ 
tado su recurso de casación en fecha cuatro de noviembre 

        

        

        

        

        

        

        

        

         

         

         

Considerando, que el Magistrado Procurador General 
dé la Corte de Apelación de Santiago, fundó su recurso de 
casación, esencialmente, en los medios siguientes: a) en 
cuanto se descarga al acusado Namtalo Miguel Tomás "del_ 
crimen de falsedad en escritura de comercio y violación del 
artículo dos del Decreto del Poder Ejecutivo No. 1750 de fe-
cha veintiuno de febrero de mil novecientos cuarenticuatro, 
en perjuicio de la obrera América Felipe, por considerar que 
en este caso, se han violado, no solamente los artículos aos 
y tres del referido Decreto, sino también los artículos 147, 
148 y 407 del Código Penal, así como los artículos 141 del 
Código de Procedimiento Civil y 27 inciso quinto de la Ley 
de Casación, por desnaturalización de los hechos, de las prue-
bas aportadas, y falta de base legal, y 192 del Código de 
Procedimiento Criminal; b) "en cuanto se reduce, por medio 
del ordinal tercero del dispositivo de la sentencia recurri-
da, a $2.669.04 la multa de $6.071.76 que el Juez a quo había 
impuesto al. acusado Namtalo Miguel Tomás, por considerar 
que se ha violado el artículo 164 del Código Penal, y los ar-
tículos 141 del Código Civil y 27, inciso quinto de la Ley 
de Casación"; c) "en cuanto descarga al mismo acusado Nam-
talo Miguel Tomás, mediante el ordinal quinto del dispositivo 
de la sentencia apelada, del crimen de falsedad en escritura 
privada en perjuicio de varias obreras de su fábrica y del 
delito previsto y sancionado por el artículo 414 del Código 
Penal, por considerar que se ha violado este último texto de 
ley, así como los artículos 147, 148, 150, 151 y 400 del Códi-
go Penal, y también el artículo 141 del Código Civil, y 27 
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inciso quinto de la Ley de Casación, por desnaturalización de 
los hechos, de las pruebas aportadas y falta de base legal"; 

Considerando, en cuanto al recurso intentado por el acu-
sado: que el desistimiento del recurso de casación vuelve a 
colocar a la parte que lo hace en el mismo estado en que es-
taba si el recurso no hubiese sido intentado; que si bien el 
desistimiento del recurso opera desde el día de su fecha, no 
es irrevocable sino cuando la Suprema Corte ha dado acta 
(le ello a la parte que desiste; y si la dicha parte puede re-
ractarlo hasta esa momento, no puede hacerlo después; 

Considerando que en el presente caso, habiendo inter-
venido la retractación del desistimiento del acusado posterior-
mente a la sentencia que le dió acta de ello, dicho acusado no 
es recurrente, y sus conclusiones no pueden ni deben ser ob-
jeto de consideración y fallo en tal calidad; 

Considerando que, el acusado, parta contra quien se di-
rige el recurso de casación intentado por el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santiago, opone 
a éste, dicho recurso debe er rechazado, "ya que las 
apreciaciones que ha hecho la Corte a quo en mayor parte de 
las infracciones por las cuales ha sido descargado el señor 
Namtalo Miguel Tomás constituyen simples cuestiones de 
hecho abandonadas a la soberana apreciación de los jueces 
del fondo, que escapan al control de la Corte de Casación"; 

Considerando que el efecto devolutivo del recurso de ca-
sación puede ser limitado por la voluntad de las partes en 
caso de recurso parcial, dirigido formalmente, en la declara.. 
c¡ón hecha al efecto , contra ciertos puntos o disposiciones 
especiales de la sentencia atacada, o contra ciertas personas 
en causa en dicha decisión; que el ministerio público puede, 
como toda otra parte, limitar su recurso en la forma antes 
expresada ; 

Considerando que en el presenta caso, el ministerio pú- 
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Mico recurrente, ha limitado su recurso en cuanto a los pun-
tos ya indicados del fallo impugnado, y solamente en relación 

con el acusado Namtalo Miguel Tomás, y an tal caso, la Su-
;,rema Corte debe considerar como intangibles y que tienen 
el carácter de la cosa definitivamente juzgada, los puntos o 
disposiciones no atacados; 

Considerando, en cuanto al primar medio, marcado con 

:a letra a) : que la Corte a quo, para fallar como l'o hizo, se 
fundó, entre otras, en las razones siguientes: "CONSIDE-
>ANDO: que en el cuaderno de trabajo de América Felipe de 
Vidal se lee la nota siguiente: "Yo he querido cobrar hoy 
porque me retiro del trabajo. Santiago 1-12-1944. Conforme: 

(Firmado) : América F. de Vidal"; que se ha alegado que es-
ta nota contiene un nuevo falso a cargo del acusado Namtalo 
Miguel Tomás, que encubría un despido en violación al ar-
tículo 2 del Decreto No. 1750; pero, si bien la testigo América 
.14elipe de Vidal afirmó qua esa nota la escribió Nadin He-
rrera Koury, al dictado del acusado, el testigo Herrera afir-
mó en declaración prestada ante el Juez de Instrucción que 
fué escrita por indicación da la propia América Felipe de Vi-
dal ; y si bien es verdad que los testimonios no se cuentan si-
no que se ponderan, y que los jueces pueden dar crédito a 
uno cualquiera de los testimonios suministrados, no es menos 
cierto que el hecho da que la obrera tomase de manera inme-
diata copia del escrito tachado de falsedad para mostrarlo 
aquel mismo día al Jefe del Distrito del Trabajo, deja en el 
animo de los jueces la duda acerca de la culpabilidad del acu-
sado Namtalo Miguel Tomás en esta ,  crimen, y toda duda debe 
interpretarse necesariamente en favor del no; sobre todo 
cuando, el indicio que resulta de la borradura que aparece al 
pie del cuaderno, no supone necesariamente esta culpabilidad, 
porque es posible que a la obrera no le conviniera la forma 
literal en que estaba concebida la nota escrita al pie, y que 
esa fuara la causa de la borradura y de la nota antes trans-
crita, contenida en la parte superior del cuaderno ; por otra 
parte, es posible que la obrera aceptase aquella nota, cansa-
da de las numerosas como motivadas visitas a la Oficina del 
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inciso quinto de la Ley de Casación, por desnaturalización de 
los hechos, de las pruebas aportadas y falta de base legal"; 

Considerando, en cuanto al recurso intentado por el acu.. 
.sado: que el desistimiento del recurso de casación vuelve a 
colocar a la parte que lo hace en el mismo estado en que es-
taba si el recurso no hubiese sido intentado; que si bien el 
desistimiento del recurso opera desde el día de su fecha, no 
es irrevocable sino cuando la Suprema Corte ha dado acta 

' ae ello a la parte que desiste; y si la dicha parte puede re.. 
ractarlo hasta esa momento, no puede hacerlo después; 

Considerando que en el presente caso, habiendo inter-
venido la retractación del desistimiento del acusado posterior-
mente a la sentencia que le dió acta de ello, dicho acusado no 
es recurrente, y sus conclusiones no pueden ni deben ser ob-
jeto de consideración y fallo en tal calidad ; 

Considerando que, el acusado, parta contra quien se di.. 
rige el recurso de casación intentado por el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santiago, opone 
a éste, qu_. dicho recurso debe 2er rechazado, "ya que las 
apreciaciones que ha hecho la Corte a quo en mayor parte de 
las infracciones por las cuales ha sido descargado el señor 
Namtalo Miguel Tomás constituyen simples cuestionas de 
hecho abandonadas a la soberana apreciación de los jueces 
del fondo, que escapan al control de la Corte de Casación"; 

Considerando que el efecto devolutivo del recurso de ca-
sación puede ser limitado por la voluntad de las partes en 
caso de recurso parcial, dirigido formalmente, en la declara-
ci,ón hecha al efecto , contra ciertos puntos o disposiciones 
especiales de la sentencia atacada, o contra ciertas personas 
en causa en dicha decisión ; que el ministerio público puede, 
como toda otra parte limitar su recurso en la forma antes 
expresada ; 

Considerando que en el presento,' caso, el ministerio pú- 
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Mico recurrente, ha limitado su recurso en cuanto a los pun-
tos ya indicados del fallo impugnado, y solamente en relación 
con el acusado Namtalo Miguel Tomás, y zn tal caso, la Su.. 
prema Corte debe considerar como intangibles y que tienen 
el carácter de la cosa definitivamente juzgada, los puntos o 
disposiciones no atacados ; 

Considerando, en cuanto al primer medio, marcado con 
:a letra a) : que la Corte a quo, para fallar como lb hizo, se 
:landó, entre otras, en las razones siguientes: "COMIDE-
PIANDO: que en el cuaderno de trabajo de Américl!, Felipe de 
Vidal se lee la nota siguiente: "Yo he querido cobrar hoy 
porque me retiro del trabajo. Santiago 1_12-1944. Conforme: 
(Firmado) : América F. de Vidal"; que se ha alegado que es-
a nota contiene un nuevo falso a cargo del acusado Namtalo 

Miguel Tomás, que encubría un despido en violación al ar-
ículo 2 del Decreto No. 1750; pero, si bien la testigo América 
elipe de Vidal afirmó qua esa nota la escribió Nadin He.. 

rrera Koury, al dictado del acusado, el testigo Herrera afir-
mó en declaración prestada ante el Juez de Instrucción que 
fué escrita por indicación da la propia América Felipe de Vi_ 
dal ; y si bien es verdad que los testimonios no se cuentan si-
no que se ponderan, y que los jueces pueden dar crédito a 
uno cualquiera de los testimonios suministrados, no es menos 
cierto que el hecho da que la obrera tomase de manera inme-
dlata copia del escrito tachado de falsedad para mostrarlo 
aquel mismo día al Jefe del Distrito del Trabajo, deja en el 
animo de los jueces la duda acerca de la culpabilidad del acu-
sado Namtalo Miguel Tomás en este crimen, y toda duda debe 
interpretarse necesariamente en favor del reo; sobre todo 
cuando, el indicio que resulta de la borradura que aparece al 
pie del cuaderno, no supone necesariamente esta culpabilidad, 
porque es posible que a la obrera no le conviniera la forma 
literal en que estaba concebida la nota escrita al pie, y que 
‹isa fuera la causa de la borradura y de la nota antes trans-
crita, contenida en la parte superior del cuaderno ; por otra 
parte, es posible que la obrera aceptase aquella nota, cansa-
da de las numerosas como motivadas visitas a la Oficina del 
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Trabajo, del control ponderado por ella misma en su testimo_ 
nio, y persuadida de que la tirantez en las relaciones entre 
ella y el acusado no propiciaban de ninguna manera su per_ 
manencia en aquel taller, circunstancias todas qua ahondan 
aún más en el espíritu de los jueces; que, una insuficiencia 
de prueba asalta del mismo modo el espíritu de los juaces, 
en cuanto atañe a las injurias que le atribuye la obrera Fe-
licia. Izquierdo, porque, en ausencia de cualquier indicio que 
pudiese corroborar aquel testimonio, su simple afirmación 
no les basta para edificar una convicción de culpabilidad 
frente a la negativa del acusado"; 

Considerando. 	cuanto al tercer medio, marcado con 
la letra e) : que la Corte a quo, para declarar la no culpabili.. 
dad del acusado del delito de que se trata, se fundó en lo si. 
guiente: "CONSIDERANDO: que se acusa a Namtalo Mi_ 
g uel Tomás del delito de violación al artículo 414 del Código 
Penal: que los elementos constitutivos de este delito son los 
siguientes: 1ro.: actos de violencia, vías de hecho, amenazas 
y maniobras fraudulentas; 2do.: una nlación de causa efecto 
entre esos actos y una interrupción del trabajo; 3ro.: el hecho 
de que el fin de esta interrupción del trabajo sea forzar el a _ 
za o la baja del salario, o atentar al libre ejercicio de la in-
ciustria ; 4to.: la intención delictuosa del agente; y, aparte de 
la diferencia que se advierte entre nuestro texto y al Código 
Penal del país de origen de nuestra legislación, al omitir el 
primero al adjetivo concertada en la frase "interrupción con-
certada del trabajo", diferencia acerca de la cual esta Corte 
no tendrá que pronunciarse, ya que entiende que el hecho 
inaterial de esta infracción no quedó plenamente caracteri-
zado en el plenario; -porque, en efecto, es cierto que el acu-
sado Namtalo Miguel Tomás, a raiz de implantada la distri-
bución No. 87, interrumpió el trabajo en su fábrica de ca-
ilisas, gorrasly ropa interior, y que alz., ,gó ante las autorida-
des del Departamento del Trabajo el descontento de sus obre-
ras, especialmente de las que trabajaban en z.-1 equipo eléc-
trico; pero, no es menos cierto, que esa afirmación, aunque 
positivamente mentirosa, según quedó demostrado en el ple_ 
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nario, despojada de cualquier otro acto destinada a apoyarla 
y a darle crédito, no basta para caracterizar el elemento ma-
niobras fraudulentas, y no se ha invocado siquiera la existen-
cia de amenazas, violencias o vías de hecho; es un hecho que 
la interrupción del trabajo no tuvo por causa sino la renuen-
c;a del propio acusado en aceptar la distribución No. 87, como 
lo es del mismo modo, que mal podrían obreras míseramente 
pagadas, conspirar contra una distribución que les daba de._ 
Techoa un salario mucho mejor del que percibían; pues en 
efecto, ninguna de las numerosas testigos que desfilaron en 
este largo plenario, dijo que el acusado las invitara a hacer 
huelga, o les hiciera dádivas para que manifestaran su des-
contento o levantaran el trabajo, circunstancias que hubie-
en podido robustecer y dar crédito al mentiroso alegato, sino 

que les dijo simplemente que no habría trabajo mientras no , 
 lograra arreglar las cosas"; 

Considerando, en cuanto a los dos medios concernientes 
a los dos considerandos precedentes, que en lo antes trans• 
crito, sólo hay ponderaciones de hechos y de la fuerza proba-
toria de los mismos. lo cual entra en el poder soberano de los 
jueces del fondo y que, por consiguiente, dichas apreciacio-
nes, en las cuales no existe desnaturalización alguna de las 
pruebas o de los hechos, escapan al poder de censura de esta 
jurisdicción .en las atribuciones en que actúa; que por tanto, 
dichos medios deben ser rechazados por infundados; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, o sea el mar-
cado con la letra b) : que el Juez de primer grado, para impo-
ner la multa de $6.071.76 impuesta al acusado Tomás, se fun-
dó en las razonas siguientes: "CONSIDERANDO: que según 
resulta del informe del perito contable designado al efecto, 
el nombrado NAMTALO MIGUEL TOMAS alteró y como" 
consecuencia falseó el libro DIARIO de su establecimiento 
de fabricación de camisas, gorras y ropa interior, así como 
los carnets o libretas de las obreras que servían de base a las 
regulaciones de los salarios, dejando de pagar la cantidad de 
$667.26, del 3 de Abril al 30 de Septiembre de 1944, y, por 
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Trabajo, del control ponderado por ella misma en su testimo._ 
nio, y persuadida de que la tirantez en las relaciones entre 
ella y el acusado no propiciaban de ninguna manera su per-
manencia en aquel taller, circunstancias todas qua ahondan 
aún más en el espíritu de los jueces ; que, una insuficiencia 
de prueba asalta del mismo modo el espíritu de los jueces, 
en cuanto atañe a las injurias que le atribuye la obrera Fe-
licia Izquierdo, porque, en ausencia de cualquier indicio que 
pudiese corroborar aquel testimonio, su simple afirmación 
no les basta para edificar una convicción de culpabilidad 
frente a la negativa del acusado"; 

Considerando, 	cuanto al tercer medio, marcado con 
la letra c) : que la Corte a quo, para declarar la no culpabili.. 
dad del acusado del delito de que se trata, se fundó en lo si. 
guiente: "CONSIDERANDO: que se acusa a Namtalo Mi... 
guel Tomás del delito de violación al artículo 414 del Código 
Penal: que los elementos .  constitutivos de este delito son los 
siguientes: 1ro.: actos de violencia, vías de hecho, amenazas 
y maniobras fraudulentas ; 2do.: una rs_lación de causa efecto 
entre esos actos y una interrupción del trabajo; 3ro.: el hecho 
de que el fin de esta interrupción del trabajo sea forzar el al-
za o la baja del salario, o atentar al libó ejercicio de la in. 
dustria; 4to.: la intención delictuosa del agente; y, aparte de 
la diferencia que se advierte entre nuestro texto y .2.1 Código 
Penal del país de origen de nuestra legislación, al omitir el 
primero al adjetivo concertada en la frase "interrupción con-
certada del trabajo", diferencia acerca de la cual esta Corte 
no tendrá que pronunciarse, ya que entiende que el hecha 
inaterial de esta infracción no quedó plenamente caracteri-
zado en el plenario; -porque, en efecto, es cierto que el acu-
sado Namtalo Miguel Tomás, a raiz de implantada la distri-
bución No. 87, interrumpió el trabajo en su fábrica de ca-
!lisas, gorras y ropa interior, y que alegó ante las autorida-
des del Departamento del Trabajo el descontento de sus obre-
ras, especialmente de las que trabajaban en equipo eléc-
trico; pero, no es menos cierto, que esa afirmación, aunque 
positivamente mentirosa, según quedó demostrado en el ple_ 
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vario, despojada de cualquier otro acto destinada a apoyarla 
y a darle crédito, no basta para caracterizar el elemento ma-
niobras fraudulentas, y no se ha invocado siquiera la exisL,Ti-
tia de amenazas, violencias o vías de hecho; es un hecho que 
la interrupción del trabajo no tuvo por causa sino la renuen-
c,a del propio acusado en aceptar la distribución No. 87, como 
lo as del mismo modo, que mal podrían obreras míseramente 
pagadas, conspirar contra una distribución que les daba de- , 
ccho a un salario mucho mejor del que percibían; pues en 

efecto, ninguna de las numerosas testigos que desfilaron en 
este largo plenario, dijo que el acusado las invitara a hacer 
huelga, o les hiciera dádivas para que manifestaran su des-
contento o levantaran el trabajo, circunstancias que hubie-
en podido robustecer y dar crédito al mentiroso alegato, sino 

que les dijo simplemente que no habría trabajo mientras no. 
lograra arreglar las cosas": 

Considerando, en cuanto a los dos medios concernientes 
a los dos considerandos precedentes, que en lo antes trans-
crito, sólo hay ponderaciones de hechos y de la fuerza proba-
toria de los mismos. lo cual entra en el poder soberano de los 
jueces del fondo y que, por consiguiente, dichas apreciacio-
nes, en las cuales no existe desnaturalización alguna de las 
pruebas o de los hechos, escapan al poder de censura de esta. 
jurisdicción ,en las atribuciones en que actúa ; que por tanto, 
dichos medios deben ser rechazados por infundados; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, o sea el mar-
cado con la letra b) : que el Juez de primer grado, para impo-
ner la multa de $6.071.76 impuesta al acusado Tomás, se fun_ 
ció en las razones siguientes: "CONSIDERANDO: que según 
resulta del informe del perito contable designado al efecto, 
el nombrado NAMTALO MIGUEL TOMAS alteró y como' 
consecuencia falseó el libro DIARIO de su establecimiento , 

 de fabricación de camisas, gorras y ropa interior, así como 
ios carnets o libretas de las obreras que servían de base a las 
regulaciones de los salarios, dejando de pagar la cantidad de 
$667.26, del 3 de Abril al 30 de Septiembre de 1944, y, por 
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'kis declaraciones de les testigos se comprueba también, que 
de Octubre hasta el 2 de Diciembre del mismo año, la Bife_ 
i encia entre el salario pagado por él a sus obreras y el salario 
mínimo a que estaba obligado, aséendió a la cantidad de 
$850.68, repartidos así: a lás obreras cerradoras de camisas 
en máquinas ziléctricas, $124.80; a las costureras en máquina 
de pedal 424.28; a las botoneras, $54.00; a las ojaleras 
$84.60; a la puñera, 84.60; a las planchadoras, $84.60; a las 
tachoneras, $84.60, y al cortador $109.80, lo que hace un 
total de $1517.94 como total de lu .cro obtenido por el nom-
brado NAMT.A LO MIGUEL TOMAS como consecuencia de 
bus falsificaciones": 

Considerando que la Corte a quo, para modificar la sen-
tencia apelada, dió como razones las siguientes: "pero, en 
cuanto a la multa, procede reducirla a la cantidad de DOS 
MIL SEISCIENTOS SESENTINUEVE PESOS CON CUA-
TRO CENTAVOS, cuádruplo de $667.26, monto de las dife-
rencias comprobadas entre las sumas consignadas en el li-
bro Diario del acusado, y las "listas de pago" comprendidas 
en el período del 3 de abril al 30 .de sertiembre de 1944; por-
que, el artículo 164 del Código Penal, que difiere aún del 
que regía en el país de origen antes de la reforma del 13 de 
mayo de 1832, condiciona la multa al lucro que hubieren 
reportado o se hubieren propuesto reportar los autores o 
cómplices ; y en ausencia de diferencias con el libro Diario 
en el período posterior al 30 de septiembre, o de un record de 
producción, con ayudó del cual hubiera podido determinarse 
la cantidad de docenas confeccionadas, no es posible estimar 
correctamente el lucro reportado; puesto que ,  se trata de una 
Multa proporcional, que impone ante todo fijar la base del 
cálculo, y aunque el Juez a-quo fija esta base en un monto 
total de $1.517.94, la Corte estima que para el período pos-
"terior al 30 de septiembre de 1944, es de difícil justifica-
•:ón en ausencia del record de que se hábla o de un peri-
taje meticuloso, que tomando como base los elementos dis-
ponibles, estableciera siquiera de manera aproximada el lu-
cro reportado"; 

Considerando que las jurisdiciones de apelación están 
sometidas, lo mismo que las de primera instancia, a la obli_ 
ración de motivar sus decisiones; que, en cuanto a las cor-  
tes de apelación, tal obligación asume un carácter especial, 
porque, en apelación, los motivos deben, al mismo tiempo, y 
porque son la razón de ser del dispositivo por el cual dicha 
2urisdicción confirma o revoca, total o parcialmente, la de-
cisión de primera instancia, dejar constancia de que la ju_ 
risdicción de apelación al proceder al nuevo examen del 
asunto, ha ponderado los hechos de la causa de los cuales 
li s dos jurisdicciones derivan consecuencias opuestas; que, 
a conecuencia de ello, las sentencias que revocan o modifi-
can las del primer grado, deben estar motivadas de una ma-
cera enteramente distinta, a la sentencia de primer grado 
que anulen o modifiquen; 

Considerando que al expresar los jueces de segundo gra-
co que, "en ausencia de difirencias con el libro Diario en el 
período posterior al 30 de septiembre, o de un record de pro-
ducción, con ayuda del cual hubiera podido determinarse la 
cantidad de docenas conf¿ecionadas, no es posible estimar co-
rrectamente el lucro reportado", y que, "aunque el Juez a 
(-bitio fija esta base en un monto total de $1.517.94, la Corte 
estima que para el período posterior al 30 de septiembre de 
:944, es de difícil justificación en ausencia del record de que 
se habla o de un peritaje meticuloso, que tomando corno base 
los elementos disponibles, estableciera siquiera de manera 
aproximada el lucro reportado", han evidenciado que no han 
procedido a un nuevo y completo examen del asunto, ya que, 
para adoptar una solución contraria total o parcialmente, 
etebían dar motivos; que ello no se hace expresando que sólo 
'un-peritaje meticuloso" pudiera haber conducido a conclu-
siones distintas de las de la Corte, sin decir por qué no orde-
nó ese peritaje meticuloso, como se lo indicaba la n'atura-
leza de orden público del asunto, y por qué no eran valederas 
lis razones dadas por el primer juez sobre pruebas testi-
moniales; que por ello, los motivos dados son insuficientes 
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lbs declaraciones de les testigos se comprueba también, que 
de Octubre hasta el 2 de Diciembre del mismo año, la dife-
encia entre el salario pagado por él a sus obreras y el salario 

mínimo a que estaba obligado, ascendió a la cantidad de 
$850.68, repartidos así: a lás obreras cerradoras de camisas 
en máquinas eléctricas, $124.80; a las costureras en máquina 
de pedal $224.28; a las botoneras, $54.00; a las ojaleras 
$84.60; a la puñera, 84.60; a las planchadoras, $84.60; a las 
tachoneras, $84.60, y al cortador $109.80, lo que hace un 
total de $1517.94 como total de hiero obtenido por el nom-
brado NAMTA LO MIGUEL TOMAS como consecuencia de 
bus falsificaciones": 

Considerando que la Corte a quo, para modificar la sen-
tencia apelada, dió como razones las siguientes: "pero, en 
cuanto a la multa, procede reducirla a la cantidad de DOS 
MIL SEISCIENTOS SESENTINUEVE PESOS CON CUA-
TRO CENTAVOS, cuádruplo de $667.26, monto de las dife-
rencias comprobadas entre las sumas consignadas en el li-
bro Diario del acusado, y las "listas de pago" comprendidas 
en el período del 3 de abril al 30 ,de sertiembre de 1944; por-
que, el artículo 164 del Código Penal, que difizre aún del 
que regía en el país de origen antes de la reforma del 13 de 
mayo de 1832, condiciona la multa al lucro que hubieren 
reportado o se hubieren propuesto reportar los autores o 
cómplices ; y en ausencia de diferencias con el libro Diario 
en el período posterior al 30 de septiembre, o de un record de 
producción, con ayudó del cual hubiera podido determinarse 
la cantidad de docenas confeccionadas, no es posible estimar 
correctamente el lucro reportado; puesto que se trata de una 
Multa proporcional, que impone ante todo fijar la base del 
cálculo, y aunque el Juez a-quo fija esta base en un monto 
total de $1.517.94, la Corte estima que para el período pos-
"tt rior al 30 de septiembre de 1944, es de difícil justifica-
c:ón en ausencia del record de que se habla o de un peri_ 
taje meticuloso, que tomando cern() base los elementos dis-
ponibles, estableciera siquiera de manera aproximada el lu-
cro reportado"; 
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Considerando que las jurisdiciones de apelación están 
sometidas, lo mismo que las de primera instancia, a la obli- 
iT.ación de motivar sus decisiones; que, en cuanto a las cor- 
tes de apelación, tal obligación asume un carácter especial, 
porque, en apelación, los motivos deben, al mismo tiempo, y 
porque son la razón de ser del dispositivo por el cual dicha 
2urisdicción confirma o revoca, total o parcialmente, la de-. 
cisión de primera instancia, dejar constancia de que la ju- 

go* risdicción de apelación al proceder al nuevo examen del 
asunto, ha ponderado los hechos de la causa de los cuales 
fas dos jurisdicciones derivan consecuencias opuestas; que, 

• a conecuencia de ello, las sentencias que revocan o modifi- 
can las del primer grajo, deben estar motivadas de una ma- 
cera enteramente distinta, a la sentencia de primer grado 
que anulen o modifiquen; 

Considerando que al expresar los jueces de segundo gra-
c.o que, "en ausencia de difirencias con el libro Diario en el 
período posterior al 30 de septiembre, o de un record de pro-
ducción, con ayuda del cual hubiera podido determinarse la 
cantidad de docenas confeccionadas, no es posible estimar co-
rrectamente el lucro reportado", y que, "aunque el Juez a 
cuo fija esta base en un monto total de $1.517.94, la Corte 
estima que para el período posterior al 30 de septiembre de 
:944, es de difícil justificación en ausencia del record de que 
se habla o de un peritaje meticuloso, que tomando como base 
los elementos disponibles, estableciera siquiera de manera 
aproximada el hiero reportado", han evidenciado que no han 
procedido a un nuevo y completo examen del asunto, ya que, 
para adoptar una solución contraria total o parcialmente, 
debían dar motivos; que ello no se hace. expresando que sólo 

- "un-peritaje meticuloso" pudiera haber conducido a conclu-
siones distintas de las de la Corte, sin decir por qué no orde-
nó ese peritaje meticuloso, como se lo indicaba la natura-
leza de orden público del asunto, y por qué no eran valederas 
lns razones dadas por el primer juez sobre pruebas testi-
moniales; que,  por ello, los motivos dados :ion insuficientes 
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en cuanto a ese aspecto; y como la insuficiencia de motivos 
equivale en el presente caso a la ausencia de los mismos, 
procede casar la sentencia impugnada en lo que este punto 
se refiere, de acuerdo con el artículo 27 apartado 5o. de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación. 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible la re_ 
tractación que del desistimiento de su recurso de casación, 
hizo el acusado Namtalo Miguel Tomás; Segundo: Casa la 
sentencia impugnada, el dispositivo de la cual ha sido trans-
crito en otro lugar del presente fallo, en cuanto fija en 'su 
ordinal tercero, en la suma de $2.669.04 la multa impuesta 
al acusado Namtalo Miguel Tomás; Tercero: Envía el asun-
to ante la Corte de Apelación de La Vega ; y Cuarto: Con-- 
cena a Namtalo Miguel Tomás al pago de las costas del pre-
sente recurso. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— F. Tavares hijo.-
Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— Pedro Troncoso 
Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Alvarez, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA. Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín 
E. Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Llube-
t•es Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en  

la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de junio 
de mil novecientos cuarenta y seis, año 1039 de la Indepen,.. 
dencia, 839 de la Restauración y 17° de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Abelardo 
Santos, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado en Villa Rivas, de la provincia Duarte, quien no 
tiene cédula personal de identidad, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha veintisiete 
de septiembre del año mil novecientos cuarenta y cinco; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corta a quo, en fecha tres del mes de octu-
bre del mismo año; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, Licenciado Manuel M. Guerrero, quien estu-
vo representado en audiencia, por el Abogado Ayudante de 
la Procuraduría General de la República, Licenciado Alvaro 
A. Arvelo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
terado, y vistos los artículos 295, 304, in-fine, 463 apartado 
tercero, del Código Penal, 277 del Código de Procedimiento 
Criminal, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción ; 

Considerando, que en el fallo impugnado consta la si-
guiente: a) que con motivo de la muerte del que en vida se 
llamó Manuel Fabián (a) Lico, fué instruida la sumaria co-
rrespondiente, la que terminó con el veredicto de califica-
ción de fecha veintinueve de enero del año mil novecientos 
cuarenta y cinco, por medio del cual, se declaró la existencia 
de cargos suficientes para inculpar al nombrado Abelardo 
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en cuanto a ese aspecto; y como la insuficiencia de motivos 
equivale en el presente caso a la ausencia de los mismos, 
procede casar la sentencia impugnada en lo que este punto 
se refiere, de acuerdo con el artículo 27 apartado 5o. de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación. 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible ,  la re_ 
tractación que del desistimiento de su recurso de casación, 
lizo el acusado Namtalo Miguel Tomás; Segundo: Casa la 
sentencia impugnada, el dispositivo de la cual ha sido trans-
crito en otro lugar del presente fallo, en cuanto fija en 'su 
ordinal tercero, en la suma de $2.669.04 la multa impuesta 
al acusado Namtalo Miguel Tomás; Tercero: Envía el asun-
to ante la Corte de Apelación de La .  Vega ; y Cuarto: Con-- 
ci.ena a Namtalo Miguel Tomás al pago de las costas del pre-
sente recurso. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— F. Tavares hijo.-
Leoncio Ramos.— Joaq, E. Salazar h.— Pedro Troncoso 
Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Alvarez, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín 
E. Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Llube-
res Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en  

la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de junio 
de mil novecientos cuarenta y seis, año 103 9  de la Indepen.. 
dencia, 839  de la Restauración y 179  de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Abelardo-
Santos, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado en Villa Rivas, de la provincia Duarte, quien no 
tiene cédula personal de identidad, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha veintisiete 
de septiembre del año mil novecientos cuarenta y cinco; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corta a quo, en fecha tres del mes de octu-
bre del mismo año; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, Licenciado Manuel M. Guerrero, quien estu-
vo representado en audiencia, por el Abogado Ayudante de 
la Procuraduría General de la República, Licenciado Alvaro 
A. Arvelo ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295, 304, in-fine, 463 apartado 
tercero, del Código Penal, 277 del Código de Procedimiento 
Criminal, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en el fallo impugnado consta la si-
guiente: a) que con motivo de la muerte del que en vida se 
llamó Manuel Fabián (a) Lico, fué instruída la sumaria co-
rrespondiente, la que terminó con el veredicto de califica.. 
ción de fecha veintinueve de enero del año mil novecientos 
cuarenta y cinco, por medio del cual, se declaró la existencia 
de cargos suficientes para inculpar al nombrado Abelardo 
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en cuanto a ese aspecto; y como la insuficiencia de motivos 
equivale en el presente caso a la ausencia de los mismos, 
procede casar la sentencia impugnada en lo que este punto 
se refiere, de acuerdo con el artículo 27 apartado 5o. de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación. 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible la re_ 
tractación que del desistimiento de su recurso de casación, 
hizo el acusado Namtalo Miguel Tomás; Segundo: Casa la 
sentencia impugnada, el dispositivo de la cual ha sido trans_ 
crito en otro lugar del presente fallo, en cuanto fija en 'su 
ordinal tercero, en la suma de $2.669.04 la multa impuesta 
al acusado Namtalo Miguel Tomás; Tercero: Envía el asun-
to ante la Corte de Apelación de La Vega ; y Cuarto: Con-- 
dena a Namtalo Miguel Tomás al pago da las costas del pre-
sente recurso. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— F. Tavares hijo.-
Leoncio Ramos.— Joaq._ E. Salazar h.— Pedro Troncos° 
Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Alvarez, Secreta-. 
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
c-dencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERT 11) 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín 
E. Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Hube- 

Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en 

la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de junio 
de mil novecientos cuarenta y seis, año 103' de la Indepen-
dencia, 839 de la Restauración y 17° de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Abelardo-
Santos, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-. 
niiciliado en Villa Rivas, de la provincia Duarte, quien no 
tiene cédula personal de identidad, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha veintisiete 
de septiembre del año mil novecientos cuarenta y cinco; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corta a quo, en fecha tres del mes de octu-
bre del mismo año; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, Licenciado Manuel M. Guerrero, quien estu-
vo representado en audiencia, por el Abogado Ayudante de-
la Procuraduría General de la República, Licenciado Alvaro 
A. Arvelo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
t erado, y vistos los artículos 295, 304, in-fine, 463 apartado 
tercero, del Código Penal, 277 del Código de Procedimiento 
Criminal, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
c ión ; 

Considerando, que en el fallo impugnado consta la si-
guiente: a) que con motivo de la muerte del que en vida se 
llamó Manuel Fabián (a) Lico, fué instruida la sumaria co-
rrespondiente..., la que terminó con el veredicto de califica-
ción de fecha veintinueve de enero del año mil novecientos 
cuarenta y cinco, por medio del cual, se declaró la existencia 
de cargos suficientes para inculpar al nombrado Abelardo 
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Santos, del crimen de homicidio voluntario, en la persona de 
Manuel Fabián (a) Lico, disponiéndose a la vez, 1 envío de 
éste al Tribunal Criminal, para que fuera juzgado conforme 
a la ley; b) que, el conocimiento de la causa tuvo lugar por 
ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, apodzrado del caso en fechas diez y doce del mes de 
mayo del año mil novecientos cuarenta y cinco, dictándose en 
esta última fecha, por el referido tribunal, la sentencia cuyo 
f s el siguiente dispositivo: "Que debe reconocer y reconoce 
al nombrado Abelardo Santos, cuyas generales constan, cul-
pable del crimen de homicidio voluntario en la persona del 
que en vida se llamó Manuel Fabián (a) Lico; y, en conse_ 
cuencia, debe condenarlo y lo condena a sufrir la pena de 
doce años de trabajos públicos, y al pago de las costas del 
pi ocedimiento"; e) que, disconforme con esa szntencia, el 
acusado, interpuso recurso de apelación contra la misma, 
< n fecha catorce del mismo mes y año; d) que ese recurso 
lo decidió la Corta de Apelación de La Vega, por sentencia 
de fecha veintisiete de septiembre del referido año mil no-
vecientos cuarenta y cinco, por medio de la cual se dispuso: 
Declarar regular el mencionado recurso de apelación; modi-
ficar la sentencia apelada en cuanto a la pena impuesta, 
-imponiendo al acusdo la pena de cinco años de reclusión y 
condenándolo, además, al pago de las costas, acogiendo en 
su provecho el beneficio de circunstancias atenuantes; 

Considerando, que el acusado Abelardo Santos, al in-
terponer el presente recurso de casación expresó que lo in-
terponía por no encontrarse conforme con la sentencia im-
pugnada; 

Considerando, que conforme lo dispuesto por los artícu-
los 295 y 304, reformado, párrafo II del Código Penal, 
"el que voluntariamente mata a otro se hace reo de homici-
dio"; "en cualquier otro caso" (distinto de los especificados 
en otros párrafos del 304), "el culpatle de homicidio será 
castigado con la pena de trabajos públicos"; 

Considerando, que según lo dispuesto en el apartado ter-
cero ddl artículo 463 del Código Penal, "cuando la ley impon-
£a al delito la de trabajos públicos, que no sea el máximum, 
los tribunales podrán rebajar la pena a la de reclusión, o de 
prisión correccional, cuya duración no podrá ser menos de 
un año"; 

Considerando, que, en el presente caso, los jueces del 
fondo, ponderando las pruebas autorizadas por la ley, han 
dado como establecidos, sin desnaturalizarlos, los hechos y 
circunstancias siguientes: "a) Que el día 14 de Octubre de 
1944 fué encontrado muerto .en la sección rural de Jobobán, 
Común de Villa Rivas, el que se nombraba Manuel Fabián 
(a) Lico, próximo al río Azucey, con señales de haber reci_ 
bido cinco heridas en el pecho y vientre y tns en el brazo 
izquierdo, todas de arma blanca; b) Que en la declaración 
de Julián Polo (a) Moreno no intervino la coacción a que 
él alude en la jurisdicción del juicio, a pesar su afirma-
ción de que la versión dada al juez de instrucción, no fué 
impuesta sino hija de su propia creación, cuando afirma, que 
ese miércoles en la tarde, como a las tres pasaron por la 
casa da,  Abelardo, Felipe Campos, Lico Fabián, el muerto, 
y salieron juntos con Abelardo Santos de la casa para arri-
ba, y a poco rato pasó Antonio Santos (Tollo) quien dijo des_ 
pués que iba acabar el juego, y que en la noche le confesó. 
Abelardo Santos, por qué lo había matado; e) que en la de-
claración de los testigos Felipe Ramos, Cecilio Tejada y To-
rio Santos se establecen que a la víctima le gustaba el juego 
de azar, y que el miércoles de la semana en que fué encontra-
no ¿I cadáver de la víctima estuvo en la bodega del lugar; 
d) que dentro de una propiedad del acusado ocurrió lo rela_ 
:tad° por la autoridad pedánea de Jobobán, en la tarde del 
miércoles; e) Que la declaración del testigo Julián Polo (Mo-
reno) coincida con los detalles suministrados por los testi_ 
gos de la causa, entre estos la declaración de la esposa del 
acusado afirmando que Abelardo llegó a la oración ese miér-
coles, a la casa y salió seguido ; f) Que la negativa rotunda 
y sistemática del acusado, de que no salió el día miércoles, 
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Santos, del crimen de homicidio voluntario, en la persona de 
Manuel Fabián (a) Lico, disponiéndose a la vez, al envío de 
este al Tribunal Criminal, para que fuera juzgado conforme 
a la ley; b) que, el conocimiento de la causa tuvo lugar por 
ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, apoderado del caso en fechas diez y doce del mes de 
mayo del año mil novecientos cuarenta y cinco, dictándose en 
esta última fecha, por el referido tribunal, la sentencia cuyo 
s el siguiente dispositivo: "Que daibe reconocer y reconoce 

al nombrado Abelardo Santos, cuyas generales constan, cul-
pable del crimen de homicidio voluntario en la persona del 
que en vida se llamó Manuel Fabián (a) tico; y, en conse_ 
cuencia, debe condenarlo y lo condena a sufrir la pena de 
doce años de trabajos. públicos, y al pago de las costas del 
ru ocedimiento" ; c) que, disconforme con esa sentencia, el 
acusado, interpuso recurso de apelación contra la misma, 
(n fecha catorce del mismo mes y año; d) que ese recurso 
lo decidió la. Corta de Apelación de La Vega, por sentencia 
de fecha veintisiete de septiembre del referido año mil no-
,7ecientos cuarenta y cinco, por medio de la cual se dispuso: 
Declarar regular el mencionado recurso de apelación; modi-
ficar la sentencia apelada en cuanto a la pena impuesta, 
imponiendo al acusdo la pena de cinco años de reclusión y 
condenándolo, además, al pago de las costas, acogiendo en 
su provecho el ben.-ficio de circunstancias atenuantes : 

Considerando, que el acusado Abelardo Santos, al ín_ 
terponer el presente recurso de casación expresó que lo in-
terponía por no encontrarse conforme con la sentencia im-
pugnada; 

Considerando, que conforme lo dispuesto por los artícu-
los 295 y 304, reformado, párrafo II del Código Penal, 
"el que voluntariamente mata a otro se hace reo de homici-
dio"; "en cualquier otro caso" (distinto de los especificados 
en otros párrafos del 304), "el culpable de homicidio será 
castigado con la pena de trabajos públicos"; 

Considerando, que según lo dispuesto en el apartado ter. 
cero &A artículo 463 del Código Penal, "cuando la ley impon_ 
£a al delito la de trabajos públicos, que no sea el máximum, 
los tribunales podrán rebajar la pena a la de reclusión, o de 
prisión correccional, cuya duración no podrá ser menos de 
un año"; 

Considerando, que, en el presente caso, los jueces de)! 
fondo, ponderando las pruebas autorizadas por la ley, han. 
dado como establecidos, sin desnaturalizarlos, los hechos y 
circunstancias siguientes: "a) Que el día 14 de Octubre de 
1944 fué encontrado muerto .an la sección rural de Jobobán, 
Común de Villa Rivas, el que se nombraba Manuel Fabián 
(a) Lico, próximo al río Azucey, con señales de haber reci-
bido cinco heridas en el pecho y vientre y tres en el brazo 
izquierdo, todas de arma blanca; b) Que en la declaración 
de Julián Polo (a) Moreno no intervino la coacción a que 
él alude en la jurisdicción del juicio, a pesar da su afirma-
ción de que la versión dada al juez de instrucción, no fué 
impuesta sino hija de su propia creación, cuando afirma, que 
ese miércoles en la tarde, como a las tres pasaron por la 
casa da Abelardo, Felipe Campos, Lico Fabián, el muerto, 
y salieron juntos con Abelardo Santos de la casa para arri-
ba, y a poco rato pasó Antonio Santos (Tollo) quien dijo des_ 
pués que iba acabar el juego, y que en la noche le confesó 
Abelardo Santos, por qué lo había matado; c) que en la de-
ciaración de los testigos Felipe Ramos, Cecilio Tejada y To-
rio Santos se establecen que a la víctima le gustaba el juego 
de azar, y que el miércoles de la semana en que fué encontra-
(lo al cadáver de la víctima estuvo en la bodega del lugar; 
d) que dentro de una propiedad del acusado ocurrió lo rela_ 
tado por la autoridad pedánea de Jobobán, en la tarde del 
miércoles; e) Que la declaración del testigo Julián Polo (Mo-
reno) coincida con los detalles suministrados por los testi_ 
gos de la causa, entre estos la declaración de la esposa del 
acusado afirmando que Abelardo llegó a la oración ese miér-
coles, a la casa y salió seguido; f) Que la negativa rotunda 
y sistemática dal acusado, de que no salió el día miércoles,. 
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de que no le gusta el juego de azar, de que no tenía relacio-
nes de amistad con la víctima, ni anduvo ese día en compañía 
de la víctima ni fué sorprendido jugando con Fabián en su 
misma propiedad, ha sido desmentida esta negativa por los 
hechos de la causa ; g) que el paradero del cuchillo cacha de 
caoba que usaba habitualmente el acusado no sa ha podido 
determinar de un modo préciso no obstante la versión que 
sobre esta arma ha dado la esposa del acusado; y h) que en 
el curso de las investigaciones júliciales se determinó, que 
desde el momento en que fué sorprendido el acusado y su 
-eictima Manuel Fabián, jugando, y que emprendieron la fu-
ga, no fué vista la víctima ni en su casa ni en el vecindario, 
hasta la hora e.n que fué encontrado muerto, tres o cuatro 
días después ; estos indicios unidos a otros de la causa, ta-
les como la afirmación de la esposa de la víctima, de que el 
Cabo Calazán de la P. N., que aparece en la investigación 
ce este hecho, le declaró a ella, que Abelardo Santos era el 
que había matado su marido porque había llegado lleno de 
sangre; y otra circunstancia, de que el acusado y la víctima 
en la casa de esta se iban al monte a jugar, y el acusado lo 
mandaba a buscar con este ,  fin ; que en consecuencia tanto de 
'_os indicios enumerados como de las piezas del expediente en-
tre estas el acta levantada por el Juez Alcalde para com-
probar la causa de la muerte de Manuel Fabián, constitu-
yen la apreciación de culpabilidad del hecho por medio da 
presunciones graves, precisas y concordantes, prueba en que 
la Corte ha edificado esta convicción a cargo del acusado en 
el hecho de homicidio voluntario en la persona del que se nom-
braba Manuel Fabián (Lico), después de comprobar los ele-
mentos constitutivos da esta infracción, esto es, el hecho de 
haber destruido una vida humana y la intención criminal 
de dar la muerte manifiesta en su negativa rotunda frente 
a los hechos establecidos"; 

Considerando, qua comprobados así los hechos de la cau-
:a, es correcta la calificación que le han dado los jueces del 

fondo, y justificada la pena impuesta al acusado por ser la 
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establecida por la ley y encontrarse dentro los límites por 
olla determinados; 

Considerando, además, que el fallo impugnado exami-
nado desde otros puntos de vista, no contiene tampoco vicios 
de forma o de fondo que ameriten su casación, y en conse-
cuencia proceda rechazar el presente recurso; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el nombrado Abelardo Santos, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega de fecha vein-
tisiete del mes de septiembre del año mil novecientos cua-
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo; Segundo: condena al recurrente ,al pago 
de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H, Ducoudray.-
Leoncio Ramos.— Joaq. E. Mazar h.— Pedro Troncoso Sán_ 
chez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Alvarez, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firma por los Se_ 
ñores Jueces qua figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia;  regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente ; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncos° Sánchez y Rafael A. Lluberes 

• 
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de que no le gusta el juego de azar, de que no tenía relacio-
/ges de amistad con la víctima, ni anduvo ese día en compañía 
de la víctima ni fué sorprendido jugando con Fabián en su 
misma propiedad, ha sido desmentida esta negativa por los 
hechos de la causa ; g) que el paradero del cuchillo cacha de 
caoba que usaba habitualmente el acusado no se ha podido 
determinar de un modo preciso no obstante la versión que 
sobre esta arma ha dado la esposa del acusado; y h) que en 
J curso de las investigaciones jiidiciales se determinó, que 
desde el momento en que fué sorprendido el acusado y su 
-eíctima Manuel Fabián, jugando, y que emprendieron la fu-
ga, no fué vista la víctima ni en su casa ni en el vecindario, 
hasta la hora en que fué encontrado muerto, tres o cuatro 
días después ; estos indicios unidos a otros de la causa, ta-
les como la afirmación de la esposa de la víctima, de que el 
Cabo Calazán de la P. N., que aparece en la investigación 
oe este hecho, le declaró a ella, que Abelardo Santos era el 
que había matado su marido porque había llegado lleno de 
sangre; y otra circunstancia, de que el acusado y la víctima 
en la casa de esta se iban al monte a jugar, y el acusado lo 
mandaba a buscar con este fin; que en consecuencia tanto de 
os indicios enumerados como de las piezas del expediente en-
tre estas el acta levantada por el Juez Alcalde para com-
probar la causa de la muerte de Manuel Fabián, constitu-
yen la apreciación de culpabilidad del hecho por medio de 
presunciones graves, precisas y concordantes, prueba en que 
la Corte ha edificado esta convicción a cargo del acusado en 
el hecho de homicidio voluntario en la persona del que se nom-
braba Manuel Fabián (Lico), después de comprobar los ele-
mentos constitutivos de esta infracción, esto es, el hecho de 
haber destruido una vida humana y la intención criminal 
de dar la muerte manifiesta en su negativa rotunda frente 
a los hechos establecidos" ; 

Considerando, que comprobados así los hechos de la. cau-
sa, es correcta la calificación que le han dado los jueces del 
fondo, y justificada la pena impuesta al acusado por ser la  

establecida por la ley y encontrarse dentro los límites por 
oDa determinados; 

Considerando, además, que el fallo impugnado exami_ 
nado desde otros puntos de vista, no contiene tampoco vicios 
de forma o de fondo que ameriten su casación, y en conse_ 
eaencia procede rechazar el presente recurso; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el nombrado Abelardo Santos, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega de fecha vein-
tisiete del mes de septiembre del año mil novecientos cua-
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo; Segundo: condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) J. Tomás Mejía.— J. H, Ducoudray.— 
Leoncio Ramos.— Joaq. E. Mazar h.— Pedro Troncoso Sán_ 
chez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Alvarez, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firma por los Se_ 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia;  regularmente constituida por los Jueces Licenciados.  
Juan Tomás Mejía, Presidente ; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes 
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de que no le gusta el juego de azar, de que no tenía relacio-
nes de amistad con la víctima, ni anduvo ese día en compañía 
de la víctima ni fué sorprendido jugando con Fabián en su 
misma propiedad, ha sido desmentida esta negativa por los 
hechos de la causa ; g) que el paradero del cuchillo cacha de 
caoba que usaba habitualmente el acusado no se) ha podido 
determinar de un modo preciso no obstante la versión que 
sobre esta arma ha dado la esposa del acusado; y h) que en 
J curso de las investigaciones jáliciales se determinó, que 
desde el momento en que fué sorprendido el acusado y su 
-efctima Manuel Fabián, jugando, y que emprendieron la fu-
ga, no fué vista la víctima ni en su casa ni en el vecindario, 
hasta la hora en que fué encontrado muerto, tres o cuatro 
días después; estos indicios unidos a otros de la causa, ta-
les como la afirmación de la esposa de la víctima, de que el 
Cabo Calazán de la P. N., que aparece en la investigación 
oe este hecho, le declaró a ella, que Abelardo Santos era el 
que había matado su marido porque había llegado lleno de 
sangre; y otra circunstancia, de que el acusado y la víctima 
en la casa de esta se iban al monte a jugar, y el acusado lo 
mandaba a buscar con este fin; que en consecuencia tanto de 

indicios enumerados como de las piezas del expediente en-
tre estas el acta levantada por el Juez Alcalde. para com-
probar la causa de la muerte de Manuel Fabián, constitu-
yen la apreciación de culpabilidad del hecho por medio de 
presunciones graves, precisas y concordantes, prueba en que 
la Corte ha edificado esta convicción a cargo del acusado en 
el hecho de homicidio voluntario en la persona del que se nom-
braba Manuel Fabián (Lico), después de comprobar los ele-
mentos constitutivos de esta infracción, esto es, el hecho de 
haber destruido una vida humana y la intención criminal 
de dar la muerte manifiesta en su negativa rotunda frente 
a los hechos establecidos"; 

Considerando, que comprobados así los hechos de la cau-
ea, es correcta la calificación que le han dado los jueces del 
fondo, y justificada la pena impuesta al acusado por ser la  
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establecida por la ley y encontrarse dentro los límites por 
cala determinados; 

Considerando, además, que el fallo impugnado exami_ 
nado desde otros puntos de vista, no contiene tampoco vicios 
de forma o de fondo que ameriten su casación, y en conse-
cuencia procede rechazar el presente recurso; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el nombrado Abelardo Santos, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega de fecha vein-
tisiete del mes de septiembre del año mil novecientos cua-
renta y cinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo; Segundo: condena al recurrente ,a1 pago 
de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— 
Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— Pedro Troncoso Sán-
chez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Alvarez, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firma por los Se_ 
ñores Jueces que; figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente ; José Humberto Ducoudray, 
Primer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Se-. 
gundo Sustituto de Presidente ; Leoncio Ramos, Joaquín E. 
Salazar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes 
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Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día veintiocho del mes de junio de 
mil novecientos cuarenta y seis, año 103v de la Independen_ 
cia, 83° de la Restauración y 17' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguient, 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, comerciante, 
domiciliado y residente en Santiago, portador de la cédula 
personal de identidad No. 18936, Serie 31, renovada con el 
sello No. 217575, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Santiago, de fecha veintitres de noviembre de mil nove-
cientos cuarenta y cincó, 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte a quo, en fecha veinticuatro de noviembre de mil no-
vecientos cuarenta. y cinco; 

Oído el Magistrado Juez Relator ; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dictamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell_ 
berado, y vistos los artículos 212 del Código de Procedimien-
to Criminal y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnad» consta lo , 
 siguiente: a) que a consecuencia de querella presentada por el 

señor Francisco Sánchez, contra el nombrado Enrique Sesso-
ne Maimone por los hechos de "falsedad en escritura en blan_ 
co, falsedad en escritura de comercio y estafa", fué apodera-
da finalmente del caso la Cámara Penal del Juzgado de Pri_ 
mera Instancia del Distrito Judicial de, Santiago, la 
cual lo decidió por su sentencia de fecha veintiuno de agosto 
de mil novecientos cuarenticinco en qua dispuso lo siguiente:  

"FALLA:— lo.— Que debe descargar y descarga al nom-
brado Enrique Sassone M., cuyas generales constan, del deli-
to de estafa en perjuicio de Francisco Sánchez, por no existir 
los elementos constitutivos de dicha infración; 2o.—Que debe 
declarar y declara a dicho prevenido, culpable del delito de 
abuso de firma en blanco, en perjuicio del citado señor Fran-
cisco Sánchez, y en consecuencia, lo condena, a $100.00 de 
multa acogiendo a su favor circunstancias atenuantes; 3o.: 
Que debe condenarlo y lo condena asimismo, al pago de la su-
ma de $100.00, en calidad de daños y perjuicios en provecho 
del precitado Sr. Sánchez, parte civil constituida ; 4" Que debe 
declararse y se declara incompetente para ordenar la devolu-
ción de las provisiones que el inculpado tiene en su poder ; y 
5' Que debe condenarlo y lo condena además, al pago de las 
costas del procedimiento, distrayéndolas en provecho del Lic. 
J. M. Pereyra Goico, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor 'parte"; b) que contra esa sentencia apeló el inculpa-
GO, y la Corte de Apelación de Santiago así apoderada del 
asunto, decidió dicho recurso por su sentencia de fecha vein-
titres de noviembre de mil novecientos cuarenticinco en que 
dispuso lo siguiente: "FALLA : 1ro.— que debe acojer y aco-
je en cuanto a la forma y el fondo, el recurso de apelación 
intentado por el inculpado ENRIQUE SASSONE MAIMONE, 
de generales expresadas, contra sentencia dictada, en atribu-
ciones correccionales, por la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en fe-
cha veinte y uno del mes de agosto del año mil novecientos 
cuarenta y cinco, que lo condenó a la pena de CIEN PESOS 
DE MULTA, como autor del delito de abuso de firma en 
blanco en perjuicio de Francisco Sánchez, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; a pagar a dicho Francisco 
Sánchez, parte civil constituida, una indemnización de CIEN 
PESOS, en calidad de daños y perjuicios, declarándose incom-
petente para ordenar la devolución de las provisiones que el 
inculpado tiene en su poder, y lo condenó además al pago de 
las costas, distrayendo las de la acción civil en provecho del 
Licenciado José Miguel Pereyra Goico, quien afirmó haber.- 
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Valera, asistidos del infrascrito Secretario General, en la Sa_ 
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito. 
de Santo Domingo, hoy día veintiocho del mes de junio de 
mil novecientos cuarenta y seis, año 103° de la Independen_ 
cia, 83° de la Restauración y 17° de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente , 

 sentencia: 

Sobre el recurso de casacPv'm interpuesto por Francisco 
Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, comerciante, 
domiciliado y residente en Santiago, portador de la cédula 
personal de identidad No. 18936, Serie 31, renovada con el 
sello No. 217575, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Santiago, de fecha veintitres de noviembre de mil aove_ 
cientos cuarenta y cinco; 

Vista. el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte a quo, en fecha veinticuatro de noviembre de mil no-
vecientos cuarenta y cinco; 

Oído el Magistrado Juez -Relator ; 

Oído el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Manuel M. Guerreró, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell_ 
berado, y vistos los artículos 212 del Código de Procedimien-
to Criminal y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: a) que a consecuencia de querella presentada por el 
señor Francisco Sánchez, contra el nombrado Enrique Sasso_ 
ne IVIaimone por los hechos de "falsedad en escritura en blan-
co, falsedad en escritura de comercio y estafa", fué apodera-
da finalmente del caso la Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del bistrito Judicial de Santiago, la 
cual lo decidió por su sentencia de fecha veintiuno de agosto 
de mil novecientos cuarenticinco en qua dispuso lo siguiente; 
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"FALLA:— lo.— Que debe descargar y descarga al nom-
brado Enrique Sassone M., cuyas generales constan, del deli-
to de estafa en perjuicio de Francisco Sánchez, por no existir 
los elementos constitutivos de dicha infración; 2o.—Que debe 
declarar y declara a dicho prevenido ;  culpable del delito de 
abuso de firma en blanco, en perjuicio del citado señor Fran-
cisco Sánchez, y en consecuencia, lo condena, a $100.00 de 
multa acogiendo a su favor circunstancias atenuantes; 3o.: 
que debe condenarlo y lo condena asimismo, al pago de la su-
ma de $100.00, en calidad de daños y perjuicios en provecho 
del precitado Sr. Sánchez, parte civil constituida ; 4° Que debe 
declararse y se declara incompetente para ordenar la devolu-
ción de las provisiones que el inculpado tiene en su poder; y 
5° Que debe condenarlo y lo condena además, al pago de las 
costas del procedimiento, distrayéndolas en provecho del Lic. 
J. M. Pereyra Goico, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte"; b) que contra esa sentencia apeló el inculpa_ 
do, y la Corte de Apelación de Santiago así apoderada del 
asunto, decidió dicho recurso sor su sentencia de fecha vein_ 
titres de noviembre de mil novecientos cuarenticinco en que 
dispuso lo siguiente: "FALLA : 1ro.— que debe acoja- y aco-
je en cuanto a la forma y el fondo, el recurso de apelación 
intentado por el inculpado ENRIQUE SASSONE MAIMONE, 
de generales expresadas, contra sentencia dictada, en atribu-
dones correccionales, por la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en fe-
cha veinte y uno del mas de agosto del año mil novecientos 
cuarenta y cinco, que lo condenó a la pena de CIEN PESOS 
DE MULTA, como autor del delito de abuso de firma en 
blanco en perjuicio de Francisco Sánchez, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; a pagar a dicho Francisco 
Sánchez, parte civil constituida, una indemnización de CIEN 
PESOS, en calidad de daños y perjuicios, declarándose incom-
petente para ordenar la devolución de las provisiones que el 
inculpado tiene en su poder, y lo condenó además al pago de 
las costas, distrayendo las de la acción civil en provecho del 
Licenciado José Miguel Pereyra Goico, quien afirmó haber- 
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" las avanzado en su mayor parte; 2do.— que debe revocar y 
revoca la antes expresada sentencia en lo que se refiere a la 
acción pública, y, OBRANDO POR PROPIA AUTORIDAD, 
debe declarar 'y declara que el inculpado ENRIQUE SASSO-
NE MAIMONE, nc es culpable del delito de abuso de firma 
in blanco que se le imputa, y, EN CONSECUENCIA, lo des-
carga de toda responsabilidad penal, por no estar constituido 
el referido delito; 3ro.— que debe declararse y se declara in_ 
competente para conocer de la demanda en daños y perjuicios 
Intentada por el señor FRANCISCO SANCHEZ, parte civil 
constituida, contra 11 inculpado ENRIQUE SASSONE MAI-
MONE, y 4to.— que debe declarar y declara de oficios las 
costas del procedimiento"; 

Considerando, que el señor Francisco Sánchez, parte ci-
vil constituida, al intentar el presente recurso, lo fundó en 
"no estar conforme con la referida sentencia", razón por la 
cual tiene un carácter general el repetido recurso ; 

Considerando, que conforme al artículo 212 del*Código 
de Procedimiento Criminal, "si la sentencia se reformare por-
que el hecho no se reputa delito ni contravención de policía 
por ninguna ley, la Corte absolverá al acusado y fallará si 
hubiere lugar, sobre sus daños y perjuicios" ; 

Considerando, que la Corte a quo, al fallar como lo hizo, 
se fundó, entre otras, en las razones siguientes: a) "que, en 
la especie, si bien Francisco Sánchez alegó en este plenario, 
haber entregado al señor Enrique Sasone Maimone una fir-
ma en blanco al pié de la hoja en que figura transcrito el con-
trato a que se hace referencia en la letra d) de la relación de 
hechos que precede, no es menos cierto que esta afirmación 
de la parte civil constituida desmentida por el inculpado En_ 
rique Sassone Maimone y carente de cualquier indicio que 
pudiera robustecerla, no basta para crear en el ánimo de los 
jueces la convicción de su existencia; porque el hecho de que 
la firma de Francisco Sánchez esté situada exactamente en 
la línea siguiente a la en que termina el escrito y de que la fe- 
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cha esté en cifras y no en letras como se acostumbra gene-
ralmente en los contratos, no constituye ningún indicio vehe-
mente, puesto que la firma en aquel sitio pudo ser la conse-
cuencia de una ligereza o de la consideración de que era indi-
ferente ponerla allí o en la línea siguiente ; circunstancia tan-
to más aceptable cuanto que no sólo la fecha sino aun el pro-
pio capital está expresado en cifras, y en todo el texto trans-
crito no parece haberse tenido en cuenta ni la nitidez ni la 
esmerada presentación ; y, a mayor abundamiento, la versión 
de la firma en blanco ofrecida por Francisco Sánchez ante el 
Juzgado de Instrucción, hace pensar en una infracción dife-
rente a la prevista y sancionada por el artículo 407 del Códi-
go Penal, como la ofrecida en este plenario sugiere la posible 
existencia de esta última infracción" ; b) "cuando hipotéti-
camente se admitiera la existencia de la firma en blanco, se 
tropieza con que idénticas dificultades de prueba se ofrecen 
para constituir el segundo elemento del delito; porque, es 
evidente que este delito no existe puesto que todo perjuicio 
desaparece, cuando la persona a quien la firma en blanco ha 
sido confiada, escribe por encima de esa firma una obliga-
ción o descargo conforme a los acuerdos convenidos entre ella 
y el firmante; y, para establecer ese elemento constitutivo no 
se cuenta sino con la afirmación de Francisco Sánchez, ya que 
la testigo Alejandriná Almonte al ofrecer' una versión que 
no es sino producto de la información que éste le hiciera no 
merece mayor cprifianza que aquél ; pero esa declaración de 
Sánchez, parte civil constituida, es tanato menos digna de 
crédito cuanto que sus versiones del plenario de Primera Ins-
tancia y de esta Corte, ni coinciden ni resisten tampoco nin-
gún análisis serio; en efecto, en aquel plenario dijo que Sasso-
ne había sacado del negocio $335, y el día del inventario 
$292, lo que hace un total de $627, en efetivo, habiendo ese 
día $300 de existencia en provisiones y efectivo, que lo llamó 
y le pidió que firmara un papel en blanco sin decirle para lo 
que era, y después de firmado agregó: "Eso es para que se-
pas que de los $300, es que vamos a partir beneficio", la que 
sin dudas contrasta con la afirmación de hoy, de que convi_ 
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" las avanzado en su mayor parte ; 2do.— que debe revocar y 
revoca la antes expresada sentencia en lo que se refiere a la 
acción pública, y, OBRANDO POR PROPIA AUTORIDAD, 
debe declarar 'y declara que el inculpado ENRIQUE SASSO-
NE IVIAIMONE, nc es culpable del delito de abuso de firma 
en blanco que se le imputa, y, EN CONSECUENCIA, lo des-
carga de toda responsabilidad penal, por no estar constituido 
el referido delito; 3ro.— que debe declararse y se declara in_ 
competente para conocer de la demanda en daños y perjuicios 
intentada por el señor FRANCISCO SÁNCHEZ, parte civil 
constituida, contra 11 inculpado ENRIQUE SASSONE MAI-
MONE, y 4to.— que debe declarar y declara de oficios las 
costas del procedimiento"; 

Considerando, que el señor Francisco Sánchez, parte ci-
vil constituida, al intentar el presente recurso, lo fundó en 
"no estar conforme con la referida sentencia", razón por la 
cual tiene un carácter general el repetido recurso ; 

Considerando, que conforme al artículo 212 del*Códígo 
de Procedimiento Criminal, "si la sentencia se reformare por-
que el hecho no se reputa delito ni contravención de policía 
por ninguna ley, la Corte absolverá al acusado y fallará si 
hubiere lugar, sobre sus daños y perjuicios" ; 

Considerando, que la Corte a quo, al fallar como lo hizo, 
se fundó, entre otras, en las razones siguientes: a) "que, en 
la especie, si bien Francisco Sánchez alegó en este plenario, 
haber entregado al señor Enrique Sasone Maimone una fir-
ma en blanco al pié de la hoja en que figura transcrito el con-
trato a que se hace referencia en la letra d) de la relación de 
hechos que precede, no es menos cierto que esta afirmación 
de la parte civil constituida desmentida por el inculpado En-
rique Sassone Maimone y carente de cualquier indicio que 
pudiera robustecerla, no basta para crear en el ánimo de los 
jueces la convicción de su existencia ; porque el hecho de que 
la firma de Francisco Sánchez esté situada exactamente en 
la línea siguiente a la en que termina el escrito y de que la fe- 

cha esté en cifras y no en letras como se acostumbra gene-
ralmente en los contratos, no constituye ningún indicio vehe-
mente, puesto que la firma en aquel sitio pudo ser la conse-
cuencia de una ligereza o de la consideración de que era indi-
ferente ponerla allí o en la línea siguiente; circunstancia tan-
to más aceptable cuanto que no sólo la fecha sino aun el pro-
pio capital está expresado en cifras, y en todo el texto trans-
crito no parece haberse tenido en cuenta ni la nitidez ni la 
esmerada presentación ; y, a mayor abundamiento, la versión 
de la firma en blanco ofrecida por Francisco Sánchez ante el 
Juzgado de Instrucción, hace pensar en una infracción dife-
rente a la prevista y sancionada por el artículo 407 del Códi-
go Penal, como la ofrecida en este plenario sugiere la posible 
existencia de esta última infracción" ; b) "cuando hipotéti_ 
camente se admitiera la ,existencia de la firma en blanco, se 
tropieza con que idénticas dificultades de prueba se ofrecen 
para constituir el segundo elemento del delito ; porque, es 
evidente que este delito no existe puesto que todo perjuicio 
desaparece, cuando la persona a quien la firma en blanco ha 
sido confiada, escribe por encima de esa firma una obliga-
ción o descargo conforme a los acuerdos convenidos entre ella 
y el firmante; y, para establecer ese ektrnento constitutivo no 
se cuenta sino con la afirmación de Francisco Sánchez, ya que 
la testigo Alejandriná Almonte al ofrecer .  una versión que 
no es sino producto de la información que éste le hiciera no 
merece mayor qinfianza que aquél ; pero esa declaración de 
Sánchez, parte civil constituida, es tanato menos digna de 
crédito cuanto que sus versiones del plenario de Primera Ins-
tancia y de esta Corte, ni coinciden ni resisten tampoco nin-
gún análisis serio; en efecto, en aquel plenario dijo que Sasso-
ne había sacado del negocio $335, y el día del inventario 
$292, lo que hace un total de $627, en efetivo, habiendo ese 
día $300 de existencia en provisiones y efectivo, que lo llamó 
y le pidió que firmara un papel en blanco sin decirle para lo 
que era, y después de firmado agregó: "Eso es para que se-
pas que de los $300, es que vamos a partir beneficio", la que 
sin dudas contrasta con la afirmación de hoy, de que convi_ 
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nieron hacer constar en el acto que el negocio había dejado 
$1.460 de beneficio que partirían por mitad cuya suma se 
descompoñía en $527 entregados a Sassone y $823 en existen-
cias, que totaliza $1.450 y no $1.460; que esas versiones di_ 
ferentes, que sugieren hasta calificaciones diferentes, no han 
podido edificar en el ánimo de los jueces la convicción acerca 
de la existencia del delito de abuso de firma en blanco; y por 
lo tanto procede revocar la sentencia apelada, por haber he-
cho el Juez a quo una mala apreciación de los hechos e inco-
rrecta aplicación de . la ley penal"; 

Considerando, que en lo que queda transcrito, sólo hay 
ponderaciones de hechos y de la fuerza probatoria de los 
mismos, lo cual entra en el poder soberano de los jueces del 
fondo y que, por consiguiente, dichas apreciaciones escapan 
al podar de censura de esta jurisdicción en las atribuciones 
en que actúa; que, por lo demás, ni en la forma ni en el fondo 
aparece, en la sentencia atacada, violación alguna de le, ley, 
y por lo tanto, es procedente rechazar el presente recurso; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuseto por Francisco Sánchez, contra la sentencia 
de fecha veintitres de noviembre de mil novecientos cuarenta 
y cinco, dictada por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo 
dispotivo ha sido transcrito en otro lugar del presente fallo, 
y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas 
del presente recurso. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— E. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— Pe_ 
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Cortz ,  de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente ; José Humberto Ducoudray, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Froilán Tavares hijo, Segun-
do Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. Sala-
zar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes Vale-
ra, asistidos del infrascrito Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad. Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día veintiocho del mes de jimio de mil 
novecientos cuarenta y seis, año 1039 de la Ind.:Tendencia, 
83' de la Restauración y 17 9  de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón Er-
nesto Pradel, mayor de edad, casado, negociante, dominicano, 
domicilado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 2484, serie 25, contra sente , 

 cia penal dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, de fecha once de diciembre de mil novecientos cuarenta 
y cinco ; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha catorce de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y cinco; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Magistrado Procurador de la República, Licencia 
do Manuel M. Guerrero, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 367, 371, 372, 373 y 463, escalJ 
sexta, del Código Penal, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación ; 
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nieron hacer constar en el acto que el negocio había dejado 
$1.460 de beneficio que partirían por mitad cuya suma se 
descompoñía en $527 entregados a Sassone y $823 en existen-
cias, que totaliza $1.450 y no $1.460; que esas versiones di-
ferentes, que sugieren hasta calificaciones diferentes, no han 
podido edificar en el ánimo de los jueces la convicción acerca 
de la existencia del delito de abuso de firma en blanco; y por 
lo tanto procede revocar la sentencia apelada, por haber he-
cho el Juez a quo una mala apreciación de los hechos e inco-
rrecta aplicación de . la ley penal"; 

Considerando, que en lo que queda transcrito, sólo hay 
ponderaciones de hechos y de la fuerza probatoria de los 
mismos, lo cual entra en el poder soberanó de los jueces del 
fondo y que, por consiguiente, dichas apreciaciones escapan 
al poder de censura de esta jurisdicción en las atribuciones 
en que actúa; que, por lo demás, ni en la forma ni en el fondo 
aparece, en la sentencia atacada, violación alguna de ly, ley, 
y por lo tanto, es procedente rechazar el presente recurso; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuseto por Francisco Sánchez, contra la sentencia 
de fecha veintitres de noviembre de mil novecientos cuarenta 
y cinco, dictada por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo 
dispotivo ha sido transcrito en otro lugar del presente fallo, 
y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas 
del presente recurso. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Tavares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. Salazar h.— Pe-
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que flgurr..n en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Juec es Licenciados Juan 
Tomás Mejía, Presidente; José Humberto Ducoudray, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Froilán Tavar --s hijo, Segun-
do Sustituto de Presidente; Leoncio Ramos, Joaquín E. Sala-
zar hijo, Pedro Troncoso Sánchez y Rafael A. Lluberes Vale-
ra, asistidos del infrascrito Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día veintiocho del mes de junio de mil 
novecientos cuarenta y seis, año 103' de la Independencia, 
839  de la Restauración y 17° de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón Er-
nesto Pradel, mayor de edad, casado, negociante, dominica.  no, 
domicilado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 2484, serie 25, contra senté , 

 cia penal dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, de fecha once de diciembre de mil novecientos cuarenta 
y cinco ; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo, en fecha catorce de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y cinco; 

Oído el Magistrado Juez Relator ; 

Oído el Magistrado Procurador de la República, Licencia 
do Manuel M. Guerrero, en la lectura de Su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 367, 371, 372, 373 y 463, escala 
sexta, del Código Pena], y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación ; 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta b 
siguiente: a) que en fecha veintisiete de agosto de mil no. 
vecientos cuarenta y cinco, la señora Estela Pavón presentó 
querella por ante el Magistyado Procurador Fiscal del Distri. 
to Judicial de Sánto Domingo, contra el nombrado Ramón 
Ernesto Pradel, imputándole el hecho de que éste la había 
"injuriado .en la siguiente forma: Ud. no es más que un cuero 
sucio, acostumbrada a cojer machos, Ud. es una estafadora y 
una ladrona, que le debe a un señor doscientos pesos por co-
mida y no se los paga y otras más insolentes", expresando 
además que son "testigos de este hecho" los señores José 
Guzmán Tavarez, Rosa Julia Mejía, Santiago del Castillo y 
Carlos Dujarric; b) que apoderada del conocimiento y fallo 
del asunto la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, por citación he-
cha a requerimiento del representante del Ministerio Públi-
co ya aludido, el referido Tribunal lo decidió por su senten-
cia de fecha siete de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y cinco, cuyo dispositivo dice así: "Falla: lo. Declara al nom-
brado Ramón Ernesto Pradel, de generales conocidas, culpa-
ble del delito de difamación en perjuicio de la señora Estela 
Pavón, que se le imputa, y en consecuencia, y acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, lo condena al pago de 
una multa de veinticinco ($25.00), moneda de curso legal, 
que en caso de insolvencia compensará con prisión a razón 
de un día por cada peso dejado de pagar ; 2o. condena al men-
cionado Ramón Ernesto Pradel, al pago de una indemnización 
de un peso ($1.00) moneda de curso legal, en favor de la se-
ñora Estela Pavón, como justa reparación a los daños mo-
rales causados a la referida señora con las palabras difaman-
tes proferidas por éste en su perjuicio; 3o. condena asimismo, 
al referido prevenido Ramón Ernesto Pradel, al pago de las 
costas de esta instancia"; c) que disconforme el prevenido 
con la mencionada sentencia, interpuso recurso de apelación 
contra ella, y la Corte de Apelación de Ciudad Trujilo, así 
apoderada del caso, lo decidió definitivamente por su sen-
tencia de fecha once de diciembre de mil novecientos cuaren- 
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ta y cinco, cuyo dispositivo es del siguiente tenor: "Falla : 
Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de apelación; Segundo: Confirma la senten-
cia apelada, dictada en atribuciones correccionales por la Cá-
mara Panal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, el día siete de septiembre del año 
en curso (1945), que declara al nombrado Ramón Ernesto 
Pradel, cuyas generales constan, culpable del delito de difa-
mación en perjuicio de Estela Pavón, y acogiendo circunstan-
cias atenuantes le condena al pago de una multa de Veinti-
cinco pesos moneda de curso legal ($25.00), al pago de una 
indemnización de un peso moneda de curso legal ($1.00) en 
favor de Estela Pavón, como justa reparación a los daños 
morales causados a la referida señora, y al pago de las costas 
y Tercero: condena al mencionado prevenido al pago de las 
costas del presente recurso, las cuales se declaran distraídas 
en provecho del Dr. Carlos Cornielle hijo, quien afirma ha-
berlas avanzado"; 

Considerando que al inculpado Ramón Ernesto Pradel 
intentó el presente recurso de casación fundándose, según 
declaró en el acta correspondiente, en "no estar conforme con 
la sentencia recurrida"; 

Considerando que en la sentencia que es objeto del pre-
sente recurso, antes mencionada, la Corte a quo estimó que 
"no obstante la negativa del prevenido Ramón Ernesto Pra-
del, de conformidad con los hechos y circunstancias de la 
causa, ha quedado probado que el día veintisiete de agosto 
del presente año (1945), dicho prevenido se presentó en el 
hotel que tenía instalado la querellante Estela Pavón en la 
planta alta de la casa No. 43 de la calle "Isabel la Católica". 
y después de haber sostenido con ella una acalorada discusión, 
la insultó diciéndole, "cuero sucia, acostumbrada a coger ma-
chos, estafadora y ladrona" ; "que, en efecto, las expresiones 

• del prevenido, ultrajantes por sí mismas, contienen evidente-
mente la alegación de un hecho preciso que ataca el'honor y 
la consideración de Estela Pavón, persona contra quien fue- 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta 15 
siguiente: a) que en fecha veintisiete de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y cinco, la señora Estela Pavón presentó 
querella por ante el MagistIado Procurador Fiscal del Distri-
to Judicial de SInto Domingo, contra el nombrado Ramón 
Ernesto Pradel, imputándole el hecho de que éste la había 
"injuriado .en la siguiente forma: Ud. no es más que un cuero 
sucio, acostumbrada a cojer machos, Ud. es una estafadora y 
una ladrona, que le debe a un señor doscientos pesos por co-
mida y no se los paga y otras más insolentes", expresando 
además que son "testigos de este hecho" los señores José 
Guzmán Tavarez, Rosa Julia Mejía, Santiago del Castillo y 
Carlos Dujarric; b) que apoderada del conocimiento y fallo 
del asunto la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, por citación he-
cha a requerimiento del representante del Ministerio Públi-
co ya aludido, el referido Tribunal lo decidió por su senten-
cia de fecha siete de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y cinco, cuyo dispositivo dice así: "Falla: lo. Declara al nom.. 
brado Ramón Ernesto Pradel, de generales conocidas, culpa-
ble del delito de difamación,, en perjuicio de la señora Estela 
Pavón, que se le imputa, y en consecuencia, y acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, lo condena al pago de 
una multa de veinticinco ($25.00), moneda de curso legal, 
que en caso de insolvencia compensará con prisión a razón 
de un día por cada peso dejado de pagar ; 2o. condena al men-
cionado Ramón Ernesto Pradel, al pago de una indemnización. 
de un peso ($1.00) moneda de curso legal, en favor de la se-
ñora Estela Pavón, como justa reparación a los daños mo-
rales causados a la referida señora con las palabras difaman. 
tes proferidas por éste en su perjuicio; 3o. condena asimismo, 
al referido prevenido Ramón Ernesto Pradel, al pago de las 
costas de esta instancia"; c) que disconforme el prevenido 
con la mencionada sentencia, interpuso recurso de apelación 
contra ella, y la Corte de Apelación de Ciudad Trujilo, así 
apoderada del caso, lo decidió definitivamente por su sen 
tencia de fecha once de diciembre de mil novecientos cuaren- 
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ta y cinco, cuyo dispositivo es del siguiente tenor: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de apelación ; Segundo: Confirma la senten-
cia apelada, dictada en atribuciones correccionales por la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, el día siete de septiembre del año 
en curso (1945), que declara al nombrado Ramón Ernesto 
Pradel, cuyas generales constan, culpable del delito de difa-
mación en perjuicio de Estela Pavón, y acogiendo circunstan-
cias atenuantes le condena al pago de una multa de Veinti-
cinco pesos moneda de curso legal ($25.00), al pago de una 
indemnización de un peso moneda de curso legal ($1.00) en 
favor de Estela Pavón, como justa reparación a los daños 
morales causados a la referida señora, y al pago de las costas; 
y Tercero: condena al mencionado prevenido al pago de las 
costas del presente recurso, las cuales se declaran distraídas 
en provecho del Dr. Carlos Cornielle hijo, quien afirma ha-
berlas avanzado" ; 

Considerando que el inculpado Ramón Ernesto Pradel 
intentó el presente recurso de casación fundándose, según 
declaró en el acta correspondiente, en "no estar conforme con 
la sentencia recurrida"; 

Considerando que en la sentencia que es objeto del pre-
sente recurso, antes mencionada, la Corte a quo estimó que 
"no obstante la negativa del prevenido Ramón Ernesto Pra-
del, de conformidad con los hechos y circunstancias de la 
causa, ha quedado probado que el día veintisiete de agosto 
del presente añó (1945), dicho prevenido se presentó en á 
hotel que tenía instalado la querellante Estela Pavón en la 
planta alta de la casa No. 43 de la calle "Isabel la Católica", 
y después de haber sostenido con ella una acalorada discusión, 
la insultó diciéndole, "cuero sucia, acostumbrada a coger ma-
chos, estafadora y ladrona" ; "que, en efecto, las expresiones 
del prevenido, ultrajantes por sí mismas, contienen evidente-
mente la alegación de un hecho preciso que ataca el'honor y 
la consideración de Estela Pavón, persona contra quien fue- 

Q. 

111' 



4001- 

437 
	

BOLETIN JUDICIAL 

ron dirigidas"; y que, por otra parte, "en la especie concurre 
la circunstancia de la publicidad requerida por el artículo 373 
del Código Penal, pues, en mataría de difamación o injurias 
la publicidad resulta de una manera absoluta de la naturaleza 
del lugar en donde se cometió el delito o de la simple circuns_ 
tancia de que, en hecho, las expresiones difamatorias o in-
juriosas hayan sido oídas por una o muchas personas", con-
diciones ambas que se han producido en la especie, toda vez 
que "aparte de que el delito fué cometido en un hotel, en don-
de se hallaban a la sazón algunas personas, las frases profe-
ridas por el prevenido fueron oídas por los testigos Rosa Ju-
lia Mejía y José Guzmán Torr,:s" ; de donde, lá Corte a quo 
dedujo "que, esos hechos, así caracterizados, constituyen el 
delito de difamación contra los particulares, previsto y san-- 
cionado por los artículos 367 y 371 del Código Penal" ; 

Considerando que, según el artículo 367 del Código Pe-
nal, "difamación es la alegación o imputación de un hecho 
que ataca el honor o la consideración de la persona o del cuer-
po al cual se ipputa" ; y que "se califica injuria, cualquiera 
expresión afrentosa, cualquiera inventiva o término de des-
precio, que no encierre la imputación de un hecho preciso"; 
que, por otra parte, de acuerdo con las disposiciones del ar-
tículo 373 del mismo Código Penal, "para que tengan apli-
cación las disposiciones anteriores, ha de concurrir la circuns-
tancia de la publicidad de la difarlación o de la injuria" ; y, 
finalmente, que entre las disposiciones a que se refiere el 
texto legal antes citado se encuentran aquellas prescritas en 
el artículo 372, según el cual la injuria "que se dirige a par-
ticulares, se castigará con multa de cinco a cincuenta pasos": 

Considerando que, en la especie la Corte a quo, haciendo 
uso del poder soberano que corresponde a los jueces del fon-
do en la apreciación de los medios de prueba que se les some-
ten, ha dado por comprobado que al recurrente Ramón Er-
nesto Pradel expresó en contra de Estela Pavón, en un ho-
tel y en presencia de determinadas personas, las siguientes 
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frases : "cuero sucia, acostumbrada a coger machos, estafa-
dora y ladrona"; que, consiguientemente, si bien se trata de 
expresiones que atacan "el honor y la consideración de la 
persona" a la cual se imputaron, no son la alegación o im-
putación de un hecho preciso, por lo que la calificación de 
difamación al hecho puesto a cargo del nombrado Ramón Er-
nesto Pradel ha sido erradamente aplicada por la Corte a quo; 

Considerando, sin embargo, que así caracterizados los 
hechos hay lugar a ponderar que el inculpado profirió contra 
la agraviada "expresiones afrentosas", "invectivas" o "tér-
minos de desprecio", que constituían la imputación de vicios 
determinados, suficientes para juzgar el hecho cometido 
como delito de injurias ; que, por otra parte; a pesar de la 
calificación de difamación aplicada por la Corta a quo al pre-
sente caso, la pena dispuesta para su sanción fué, como se 
ha visto, "de una multa de veinticinco pesos moneda de cur-
so legal", la cual se encuentra comprendida dentro de los lí-
mites establecidos por el artículo 372 del Código Penal para 
castigar el mencionado delito de injurias en que el recurren-
te ha incurrido ; que, por consiguiente, las penas pronuncia-
Cas contra Ramón Ernesto Pradel en la sentencia impugnada, 
se encuentran justificadas por la calificación que correspon-
de al hecho por el cual ha sido perseguido, tal como éste re-
sulta de la comprobación de los hechos de la causa realizada 
soberanamente por la Corte a quo, por todo lo cual el recu-
rrente carece de interés suficiente para interponer un recur_ 
so útil contra aquella decisión, en cuanto al error de califi-
cación y en consecuencia en este aspecto, su recurso es inad-
misible ; 

Considerando, finalmente, que por lo demás, la senten_ 
cia impugnada no contiene violación alguna a la ley, ni en 
cuanto a la forma ni en cuanto al fondo, que pudiera acarrear 
su anulación, por lo que proceda rechazar el presente recurso; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa- 
ción interpuesto por Ramón Ernesto Pradel contra la senten_ 
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finalmente, que entre las disposiciones a que se refiere el 
texto legal antes citado se encuentran aquellas prescritas en 
el artículo 372, según el cual la injuria "que se dirige a par-
ticulares, se castigará con multa de cinco a cincuenta pesos"; 

Considerando, sin embargo, que así caracterizados los 
hechos hay lugar a ponderar que el inculpado profirió contra 
la agraviada "expresiones afrentosas", "invectivas" o "tér-
minos de desprecio", que constituían la imputación de vicios 
determinados, suficientes para juzgar el hecho cometido 
como delito de injurias ; que, por otra parte; a pesar de la 
calificación de difamación aplicada por la Corte a quo al pre-
sente caso, la pena dispuesta para su sanción fué, como se 
ha visto, "de una multa de veinticinco pesos moneda de cur-
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mites establecidos por el artículo 372 del Código Penal para 
castigar el mencionado delito de injurias en que el recurren-
te ha incurrido ; que, por consiguiente, las penas pronuncia.. 
Cas contra Ramón Ernesto Pradel en la sentencia impugnada, 
se encuentran justificadas por la calificación que correspon-
de al hecho por el cual ha sido perseguido, tal como éste re-
sulta de la comprobación de los hechos de la causa realizada 
soberanamente por la Corte a quo, por todo lo cual el recu-
rrente carece de interés suficiente para interponer un recur-
so útil contra aquella decisión, en cuanto al error de califi-
cación y en consecuencia en este aspecto, su recurso es inad-
misible ; 

Considerando que, en la especie la Corte a quo, haciendo 
uso del poder soberano que corresponde a los jueces del fon-
do en la apreciación de los medios de prueba que se les some-
ten, ha dado por comprobado que el recurrente Ramón Er-
nesto Pradel expresó en contra de Estela Pavón, en un ho-
tel y en presencia de determinadas personas, las siguientes 

Considerando, finalmente, que por lo demás, la senten- 
cia impugnada no contiene violación alguna a la ley, ni en 
cuanto a la forma ni en cuanto al fondo, que pudiera acarrear 
su anulación, por lo que procede rechazar el presente recurso; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa- 
ción interpuesto por Ramón Ernesto Pradel contra la senten- 
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A SABER : 

Recursos de casación conocidos en audiencias 
Recursos de casación civiles fallados, 

	públicas, 12 
4 
2 Recursos de casación criminales fallados. 
5 Recursos de casación correccionales fallados, 

12 Sentencias en jurisdicción administrativa, 
10 Autos designando Juecz,s Relatores, 

Autos pasando expedientes al Magistrado Procurador 
11 General de la República para fines de dictamen. 
12 Autos fijando causas, 

4 utos autorizando recursos de casación, 

Total de asuntos: 
	 72 

Ciudad Trujillo, junio 29, 1946. 

Eugenio A. Alvarez, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 
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cia dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha once de diciembre de mil novecientos cuarenta y cinco, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro lugar del presen-
te fallo; y Segundo: condena a dicho recurrente 11 pago de 
las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— J. H. Ducoudray.— F. 
Ta vares hijo.— Leoncio Ramos.— Joaq. E. &daza/. h.— Pe_ It 
dro Troncoso Sánchez.— Raf. A. Lluberes V.— Eug. A. Al-
varez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audien_ 
cía pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que certi-
fico. (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

FE DE ERRATAS 

En la página 320 del Boletín Judicial No 430, corres-
pondiente al mes de mayo de 1946, aparece la firma del Ma-
gistrado Lic. Joaquín E. Salazar hijo, siendo un error, pues 
dicho Magistrado no figura en z=i1 encabezamiento de esta sen_ 
tencia por haberse inhibido en este recurso. 

En la página 343, en la 5a. línea, donde dice treintiseis 
debe leerse veintisais. 
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